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Editorial
En este número de la revista Justicia Punto de Equilibrio, nos 
complace presentar al lector una diversa gama de artículos 
jurídicos, que abarcan las áreas del derecho civil, familiar, de 
justicia indígena, del nuevo modelo de justicia penal y ética 
judicial, así como temas tan importantes relacionados con la 
innovación en la organización judicial y con el estudio 
histórico del juicio de amparo; temas que sin duda, 
enriquecerán el acervo bibliográfico en dichas materias y que 
posibilitarán al lector conocer más acerca de los mismos.

En primer término, se presenta a los lectores un artículo 
autoría de quien escribe, titulado “Un apunte sobre la teoría 
de la imprevisión”, en el que se analiza ese tema a partir de su 
ubicación en el derecho romano, y a través de la cláusula 
rebus sic stantibus, confrontándolo con los diversos 
principios jurídicos que formalmente le son contrarios, como 
el principio de pacta sunt servanda, y mediante la exposición 
y análisis de los preceptos del Código Civil del Estado, que 
reconocen e incorporan la teoría de la imprevisión a nuestro 
sistema jurídico.

El maestro Genaro González Licea, nos presenta su artículo 
titulado “Divorcio por voluntad unilateral del cónyuge, 
respeto a la intimidad y garantía de audiencia”, en el cual, al 
abordar la figura del divorcio sin causa, y ante la imposibilidad 
del otro cónyuge de oponerse a la disolución del matrimonio, 
con su ensayo responde a la interrogante de si tal 
procedimiento es o no contrario a la garantía de audiencia 
contenida en el artículo 14 constitucional; en la misma línea 
del derecho de familia, la Juez María Refugio González Reyes, 
con su ensayo “El interés superior del menor y la convivencia 
en el procedimiento judicial”, analiza la importancia del 
derecho de convivencia entre los integrantes de una familia 
en relación al interés superior del menor, y propone entre 
otros puntos, la creación de una área de convivencia común a 
los Juzgados de lo Familiar de la Capital, como un medio que 
garantice el ejercicio digno y eficiente de ese derecho y que 
fortalezca la integración familiar.

En el campo de la justicia indígena, el Magistrado de la 
Primera Sala del Supremo Tribunal de Justicia de nuestro 
Estado, Lic. Ramón Sandoval Hernández, con su artículo “La 
mujer indígena y la impartición de la justicia”, da cuenta de 
los obstáculos y discriminación que a lo largo de la historia, la 
mujer indígena ha enfrentado para acceder tanto a la justicia 
jurisdiccional como a la social, el contexto actual en que se 
ubica y el avance alcanzado en nuestra entidad en materia de 
justicia hacía la población indígena. Por su parte, Alejandro 
Rosillo Martínez, Profesor de la Facultad de Derecho de la 
U.A.S.L.P., nos presenta su artículo “La defensa de las víctimas 
en la función jurisdiccional de Vasco de Quiroga” en el que 
destaca algunos elementos de la función del abogado y 
obispo en su quehacer como oidor y en sus funciones de 
pueblos-hospitales e instituciones educativas.

Ricardo Sánchez Márquez
Magistrado Presidente

La Magistrada de la Tercera Sala del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado, Lic. Amalia González Herrera, expone al 
lector su artículo “Investigación y análisis sobre la figura 
denominada Jueces sin Rostro", mediante el cual, describe y 
examina minuciosamente los antecedentes sociales y 
jurídicos de esa figura de jurisdicción de excepción, aplicada 
en el continente americano bajo los modelos de Colombia y 
Perú, exponiendo sus diferencias y similitudes, al tiempo que 
muestra de manera puntual las criticas internacionales que 
surgieron ante ese modo de administrar justicia en ambos 
países, por considerarlos violatorios de los derechos 
humanos que en el mismo artículo se plasman, además de 
que fija las posiciones que en relación al tema existen en 
México, y su posición razonada sobre el tema.

En otras líneas del derecho, la maestra Diana Isela Soria 
Hernández, Juez Primero Civil, nos presenta su ensayo “La 
Independencia de los Jueces”, el cual fue expuesto ante la Lic. 
Gabriela Carina Knaul de Albuquerque e Silva, Relatora 
Especial sobre la Independencia de Magistrados y Abogados 
de la Organización de las Naciones Unidas, en su visita oficial 
al Estado de San Luis Potosí, el 13 de octubre pasado. A su vez, 
el Lic. Enrique Arizpe Narro, Magistrado del Primer Tribunal 
Colegiado del Noveno Circuito, presenta su artículo “El 
Supremo Poder Conservador. Antecedente Mexicano del 
Juicio de Amparo”, con el cual, demuestra como las 
atribuciones del Supremo Poder Conservador, permitían 
considerarlo como un medio de control constitucional, al 
tener la facultad para declarar inconstitucionales leyes o 
actos de autoridad, aunque ejercido por un órgano político y 
no jurisdiccional; mientras que, la Magistrada de la Segunda 
Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, Lic. María 
Elena Sánchez Guzmán, en su artículo titulado la “La Ética y 
Ética Judicial”, reflexiona en torno a la importancia de 
vincular la ética con la función de administrar justicia, y la 
necesidad que tiene la sociedad de contar con juzgadores 
virtuosos, con criterios y principios éticos profundamente 
arraigados.

En torno al tema de la organización judicial, el Magistrado y 
maestro Salvador Ávila Lamas, nos presenta los diversos 
sistemas de Información que con el apoyo de la Dirección de 
Informática del Poder Judicial, se han implementado con 
éxito en la Tercera Sala del H. Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, y que han permitido generar un beneficio tanto para 
los diversos operadores judiciales como para los usuarios de 
la función judicial, lo que sin duda constituye una acción 
fortalecedora de la administración de justicia en nuestra 
entidad; finalmente, el Juez y maestro Ildefonso Gil Gil, con su 
ensayo titulado “Adiós al Procedimiento Tradicional y 
Bienvenido al Procedimiento Penal Acusatorio y Oral”, 
expone lo que bajo su óptica podría aportar el nuevo sistema 
y el proceso de transición que generará el mismo conforme a 
la reforma federal de junio de 2008.

Revista del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí

Un Apunte Sobre la Teoría de la Imprevisión

Por: Lic. Ricardo Sánchez Márquez.
Magistrado Presidente del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado y del Consejo de la Judicatura.

1.- Planteamiento del problema.

“Dura Lex, Sed Lex” es un aforismo 
latino que significa que aún siendo dura la ley, sin 
embargo es la ley. Se indica con ello que ha de ser 
respetada en todo caso, por severa que se estime 
en su letra o en sus consecuencias, para no 
socavar su autoridad ni el orden legal todo.

Este principio, encuentra su respaldo 
en el artículo 16 del Código Civil del Estado, 
mismo que señala: “La ignorancia de las leyes 
debidamente publicadas no sirve de excusa y a 
nadie aprovecha...”

En materia de contratos existe un 
principio similar, que se expresa así “Pacta Sunt 
Servanda”, aforismo latino, que significa que los 
pactos (contratos) han de cumplirse.

El artículo 1632 de nuestro Código Civil 
estatal, consagra éste principio de la siguiente 
manera: “Los contratos se perfeccionan por el 
mero consentimiento; excepto aquellos que 
deben revestir una forma establecida por la Ley. 
Desde que se perfeccionan obligan a los 
contratantes no sólo al cumplimiento de lo 
expresamente pactado, sino también a las 
consecuencias que, según su naturaleza son 
conforme a la buena fe, al uso o a la ley”.

En atención al principio en materia de 
contratos que hemos mencionado, podemos 
tener una primera visión, que el contrato 
legalmente celebrado, ha de cumplirse de  
manera puntual, en cuanto a los cuatro principios 
de exactitud: en el tiempo; en cuanto al espacio 
(lugar); en la sustancia y en cuanto al modo.

2.-Un poco de antecedentes.

En la Edad Media los canonistas se 
ocuparon del problema y consideraron que 
cuando había cambio en las circunstancias en 
que se contrató y esto originaba que una de las 
partes se perjudicara, tal situación constituía una 
forma de usura, ya que ésta no se limitaba al 
excesivo interés, sino a toda ventaja injusta 
derivada aún de los contratos libremente 
pactados.

Además, consideraban que era inmoral 
exigir el cumplimiento estricto porque había 
lesión y ésta debía evitarse tanto cuando se 
presentaba al contratar, como cuando 
sobrevenía por circunstancias posteriores.

La aplicación de la cláusula Rebuc Sic 
Stantibus fue recogida por la doctrina italiana, y 
la idea en esencia, por la alemana y por algunos 
tratadistas franceses.

En el siglo XVIII deja de aplicarse de 
manera total la cláusula que nos ocupa, en el 
siglo XIX prevalece el principio que encierra la 
cláusula “Pacta Sunt Servanda”, y vuelve a 
aparecer con motivo de la primera guerra 
mundial.

3.-¿Admite excepciones, el principio 
Pacta Sunt Servanda?

Ante causas extraordinarias que 
vengan a modificar, sensiblemente la situación 
económica imperante, siempre y cuando hayan 
sido imposibles de prever, una vez cumplidos los 
requisitos anteriores, existen fundamentos de 
equidad y de buena fe para que se cambie o se 
haga más flexible el principio de obligatoriedad y 
se modifiquen las cláusulas de un contrato que 
de cumplirse en los términos pactados, 
ocasionaría la ruina económica del deudor.

Se puede advertir a primera vista, que 
las causas de carácter extraordinario y las 
imposibles de prever, son el fundamento para 
modificar los términos del contrato. Una guerra, 
una devaluación brusca y desproporcionada, etc.

4.- Rebus Sic Stantibus.

La cláusula Rebuc Sic Stantibus, es una 
convención del Derecho Romano que se 
entendía incluida tácitamente en todos los 
negocios jurídicos (contratos). En virtud de la 
misma, las obligaciones subsistirán mientras las 
c ircunstancias  or ig inales no hubieran 
experimentado fundamental modificación. De 
sobrevenir un cambio importante en la situación 
general o en la prevista por las partes, el obligado 
podía resolver el negocio jurídico (contrato) que 
le resultaba en exceso oneroso.

5.- La cláusula Rebuc Sic Stantibus en el Derecho 
Mexicano.

En la doctrina se ha dicho que la 
imprevisión destruye el principio de la autonomía 
de la voluntad, y opina que el oficio del juez 
consiste en hacer que se respete la palabra dada 
y no en relevar de ella a las partes, y sostienen 
que en todo caso sería el legislador el único que 
podría modificar las obligaciones de los 
contratantes; pues resultaría muy peligroso dejar 
el asunto a discreción del juez,  que se basaría en 
su sentimiento personal de la equidad y del 
interés general, poniendo en peligro toda la 
economía al suprimir la seguridad en las 
relaciones contractuales.

Borja Soriano, sostiene que los 
artículos del Código de Napoleón (que 
argumentan Demogue y Bonnecase en el 
derecho francés), no se encuentran en nuestro 
derecho, por lo que no cabe sostener la 
existencia de un principio general de Derecho 
favorable a la revisión del contrato por el juez. 
Esta le queda reservada al legislador y lo ha 
hecho a través de la ley de moratoria y de pagos.

Rojina Villegas, adopta una postura 
contraria a la anterior y sostiene que existen los 
tres fundamentos que afirma Bonnecase. El 
principio de equidad, la buena fe y los términos 
de gracia. Considera que existen todo un 
conjunto de datos para fundamentar la facultad 
del juez a efecto de que pueda modificar, en 
términos de equidad, un contrato cuyo 
cumplimiento exacto traería consigo la ruina del 
deudor.

...no cabe sostener la 
existencia de un principio 

general de Derecho 
favorable a la revisión del 

contrato por el juez.



Problema distinto es que en México se 
haya querido resolver estas cuestiones de la 
imprevisión, no facultando a los jueces para los 
casos concretos, sino dando leyes de emergencia 
especiales.

Como se advierte en nuestro derecho 
civil, prevalece la cláusula Pacta Sunt Servanda y 
solamente de manera excepcional, a través de 
una disposición general se acepta la teoría de la 
imprevisión, por ello en la devaluación que sufrió 
nuestra moneda (1994), no se aplicó la teoría de 
la imprevisión.

6.- Adición al Código Civil del Estado de San Luis 
Potosí sobre la Teoría de la Imprevisión.

Desde el mes de agosto de 1997, se 
publicó en el Periódico Oficial del Estado, una 
importante reforma sobre la Teoría de la 
Imprevisión, agregándose un Capítulo I Bis, al 
Capítulo IV de las Obligaciones, con un sólo 
artículo dividido en 3.

Artículo 1633. 1.- En los contratos 
unilaterales o bilaterales con prestaciones 
periódicas o continuas, el consentimiento y la 
voluntad de las partes se entienden otorgados en 
los términos, condiciones y circunstancias 
existentes en el momento de su celebración.

Artículo 1633.2.- Si en cualquier 
momento de la ejecución de los contratos a que 
se refiere el artículo anterior varían, por 
acontecimientos extraordinarios que no se hayan 
previsto por las partes al momento de su 
celebración, las condiciones generales del medio 
en que debería darse cumplimiento a lo pactado, 

la parte afectada podrá demandar la nulidad 
relativa del contrato, o bien, una reducción 
equitativa y justa en razón a la alteración 
manifestada, ya que de pretender exigirse el 
cumplimiento en los términos aparentes de lo 
convenido, se actualizaría una prestación 
excesivamente onerosa y carente de equidad, la 
cual de ninguna manera estaría respondiendo a 
la causa original del contrato celebrado, ni a la 
voluntad, ni consentimiento real de las partes.

Artículo 1633.3.- Se entiende por 
acontecimiento extraordinarios, alteraciones 
imprevisibles que sobrevengan por hechos o 
circunstancias que alteren la situación 
económica del país o del Estado de San Luis 
Potosí, de tal manera que de haber sabido el 
deudor se iban a manifestar en perjuicio de lo 
pactado por él, no se habría obligado, ni 
convenido en la forma y términos en que lo hizo.

El artículo dividido en tres y que fue 
agregado a la legislación civil, se refiere por una 
parte a los contratos unilaterales y éstos son 
aquellos en que una de las partes se obliga hacia 
la otra sin que ésta le quede obligada. Como 
contratos unilaterales, nuestro Código Civil 
reglamenta a la promesa de contrato y a la 
donación; mientras que, los  contratos bilaterales 
son aquellos en que las partes se obligan 
recíprocamente tal es el caso de la compraventa, 
la permuta, el arrendamiento, etc.

Como se advierte del precepto en cita, 
la teoría de la imprevisión se aplicará tanto a los 
contratos unilaterales o bilaterales, pero 
solamente a aquellos en que las prestaciones son 
periódicas o continuas, esto es, a los contratos de 
tracto sucesivo, quedando excluidos, los 

contratos instantáneos que son aquellos que se 
cumplen en el mismo momento en que se 
celebran, de tal manera que el pago de las 
prestaciones se lleva a cabo en un sólo acto; 
mientras que, los de tracto sucesivo son aquellos 
en que el cumplimiento de las prestaciones se 
realizan en un período determinado. Por 
ejemplo, el arrendamiento, el mutuo (préstamo), 
etc.

La disposición adicionada prevé que los 
términos (principalmente el  plazo de 
cumplimiento del contrato, conocido como 
principio de exactitud en el tiempo), condiciones 
(acontecimientos futuros e inciertos que 
pudieran estar contemplados para el nacimiento 
o extinción de una obligación) o circunstancias 
(condiciones económicas, condiciones de 
tranquilidad y paz, etc.), pudieran cambiar, entre 
el tiempo de la celebración y el de la ejecución o 
c u m p l i m i e n t o ,  p o r  a c o n t e c i m i e n t o s  
extraordinarios que no se hayan previsto por las 
partes, el afectado tiene una acción de nulidad o 
la posibilidad de hacer un ajuste al contrato, 
disminuyendo de manera equitativa y justa la 
deuda.

Creemos que es una reforma con 
mucho sentido de justicia y de grandes beneficios 
para nuestra sociedad.

Como se advierte en nuestro derecho civil, 

prevalece la cláusula Pacta Sunt Servanda y 

solamente de manera excepcional, a través de una 

disposición general se acepta la teoría de la 

imprevisión
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Divorcio por voluntad unilateral del 
cónyuge, respeto a la intimidad y 

garantía de audiencia 

Por: Mtro. Genaro González Licea
Secretario Auxiliar de Acuerdos de la Primera Sala
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

A la memoria del ministro 
José de Jesús Gudiño Pelayo

La figura de divorcio por voluntad unilateral, 
mayormente conocido como divorcio “exprés”, 
sin causa o incausado,  sin que el otro pueda 
oponerse a ésta, es o no contraria a la garantía de 
audiencia contenida en el artículo 14 
constitucional, al no permitir al cónyuge que no 
ha solicitado el divorcio, recurso o medida alguna 
para evitar la disolución matrimonial y la 
consiguiente afectación a su esfera jurídica. 

¿Es suficiente que se emplace al 
demandado, aunque nada pueda alegar 
respecto a la disolución del vínculo matrimonial, 
para que se dé la disolución del mismo, ya que 
únicamente se le emplaza para que se 
excepcione respecto al convenio propuesto para 
regular las consecuencias inherentes al acto en 
cuestión? 

Este es el tema que abordaré en las 
siguientes líneas. El supuesto de trabajo que lo 
guiará es la idea de que la figura que nos ocupa no 
es contraria al referido mandato constitucional. 

1. Si el ser humano algo es, es su voluntad de ser 
y hacer 

De acuerdo con el pensamiento de los filósofos 
griegos, al frente Platón y Aristóteles, la voluntad 
es el motor del alma, es el centro que impulsa el 
acto, es el fondo último de todo ser, la potencia 
creadora que se objetiva en ideas, actos. 

La voluntad pertenece al intelecto, a lo 
racional, no, como el deseo, al orden de lo 
sensible, al instinto. La voluntad como 
autonomía de libertad del ser humano de decidir 
por sí mismo en el orden de la razón.  Es, diría 
Schopenhauer, en sí misma una realidad, es la 
cosa en sí, el contenido interno, la esencia del 
mundo, del hombre. La vida, el acto, el 
fenómeno, agrega, es sólo el espejo de la 
voluntad.  

Como lo dije en otro espacio,  si el ser 
humano algo es, es su voluntad de ser y hacer. 
Actúa deliberadamente. El acto externo 
constituye la extensión de su voluntad íntima, 
interna. Lamentable sería que el ser humano 
haga las cosas contra su voluntad. Hecho que no 
niego que suceda, sino solamente que está en 
contra de su propia naturaleza y, por lo mismo, 
le hace parásito y desventurado en su condición 

humana. 

Trastocar la intimidad de alguien, es 
violar nuestro derecho fundamental de hacer y 
sentir, querer observar algo inobservable. 
Ninguna persona externa puede observar la 
intimidad de alguien. Lo que sucede en la 
intimidad sólo es posible inferirlo por lo que 
dice o hace la persona. 

Omito referirme al concepto de 
voluntad de la teología cristiana, la cual respeto 
pero no comparto. Me rehúso a sobreponer la 
voluntad de dios sobre la del hombre. La 
voluntad cabizbaja de actuar bajo la culpa. El 
hombre carente de libre determinación, de 
autonomía  de  dec id i r,  de  generar  y  
responsabilizarse de los actos propios y de ser 
congruente con ellos. 

En materia de derecho, a la voluntad 
hasta aquí dicha se agrega la jurídica, la cual 
“expresa la intención del sujeto ('declaración de 
voluntad negocial') de contraer o no un 
determinado vínculo jurídico frente a otra u 
otras personas (determinadas o no), vínculo que, 
por tanto, provoca la aparición de efectos y 
consecuencias de derecho normalmente 
previstos por el emisor de tal contenido volitivo, 
ahora jurídicamente relevante (...). La voluntad 
se revela en el mundo del derecho merced a 
ciertos procedimientos técnicos que hacen 
posible, bajo determinados requisitos, su 
conocimiento más o menos exacto y preciso. 
Esto es lo que se ha dado en llamar la forma de la 
declaración volitiva. Ahora bien, como expresión 
volitiva de un deseo, de un querer, la voluntad 
puede adoptar, en los extremos, un aspecto 
simplemente positivo (consentimiento) o un 
aspecto negativo (disentimiento).”  

Es de mencionar que a las personas se 
les reconoce voluntad sujeta a un orden jurídico 
positivo al cumplir la mayoría de edad (18 años), 
salvo excepciones que la misma ley establece. 
Asimismo, que en el caso mexicano, el Código 
Civil Federal considera que la forma de 
materializar la voluntad es a través del 
consentimiento, el cual puede ser expreso o 
tácito.  

2. Del divorcio en general 

El divorcio es un acto jurídico o administrativo 
mediante el cual la autoridad judicial 
competente disuelve el vínculo matrimonial, con 
sus efectos respectivos en el estado civil de las 
personas, situación de hijos y régimen jurídico de 
bienes. A través de él, por tanto, “se disuelve el 
vínculo conyugal y el contrato del matrimonio 
deja de producir sus efectos, tanto en relación a 
los cónyuges como respecto de terceros.”  

Antes de la reforma de dos mil ocho, el 
código que nos ocupa establecía tres tipos de 
divorcio. El que se llevaba a cabo ante el juez del 
Registro Civil, siempre y cuando, entre otras 
cuestiones, los esposos fueran mayores de edad, 
tuvieran más de un año de casados, no tuvieran 
hijos vivos o concebidos y de común acuerdo 
hubiesen liquidado la sociedad conyugal, si bajo 
ese régimen se casaron. 

El judicial o voluntario, que procedía 
cuando, sin importar la edad de los cónyuges y 
habiendo procreado hijos, estaban de acuerdo 
en disolver el vínculo conyugal, para lo cual 
celebraban un convenio que sometían a la 
aprobación de un juez de lo familiar y, 
finalmente, el divorcio contencioso necesario, 
que podía pedirse por el cónyuge inocente 
cuando el otro había cometido uno de los hechos 
considerados como causas de divorcio por el 
mismo código en comento. Entre algunas de ellas 
está el adulterio, el que la mujer diera a luz un hijo 
concebido con anterioridad al matrimonio y que 
fuera desconocido por el marido y la propuesta 
del marido para prostituir a la mujer. 

Con motivo de la reforma que nos 
ocupa, “el legislador local conservó la posibilidad 
d e  q u e  l o s  c ó n y u g e s  s e  d i v o r c i e n  
administrativamente y suprimió el divorcio por 
mutuo consentimiento, pero al mismo tiempo 
creó el divorcio sin causales, decantando por un 
régimen de fácil acceso al divorcio, en el que es 
suficiente la solicitud unilateral de la disolución 
del matrimonio, para que el juez la decrete aún 
sin causa para ello, no importando la posible 
oposición del diverso consorte. Lo anterior, con la 
finalidad de evitar enfrentamientos entre 
personas y familias que alientan con demasiada 
frecuencia entre ellos odio, violencia, egoísmo y 
acciones maliciosas, lo que suele trascender al 
equilibrio anímico no tan solo de los hijos sino 
también de los miembros que integran ese 
núcleo familiar.”  

Así, cuando los cónyuges consideran 
que ya les es imposible convivir, el Estado, a 
través del divorcio proporciona el instrumento 
jurídico necesario para finalizar esa relación, “sin 

Como expresión volitiva de 
un deseo, de un querer, la 

voluntad puede adoptar, en 
los extremos, un aspecto 

simplemente positivo 
(consentimiento) o un 

aspecto negativo 
(disentimiento).

 Véase: Decreto por el que se reforma y deroga el Código Civil para el Distrito Federal y se reforma, deroga y adiciona el Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 3 de octubre de 2008. En 
el primer caso, Artículo primero. Se reforman los artículos 266, 267, 271, 277, 280, 282, 283, 283 Bis, 287, 288; y se derogan los 
artículos 273, 275, 276, 278. 281, 284, 285 y 289 Bis. En el segundo, Artículo segundo. Se reforman los artículos 114, 255, 260, 
272-A, 274, 290, 299, 346, y se derogan el Título Undécimo y los artículos 674 al 682; y se adicionan los artículos 272-B y 685 Bis, 
así como el Capítulo V, del Título Sexto. 

 Para Platón “el alma se halla a mitad del camino entre las ideas y el mundo corpóreo, uniendo a ambos (...), la forma en el alma, 
poder agitador y animador, es el eslabón entre la idea y el fenómeno”, refiere Eduardo Séller, Prólogo a los Diálogos de Platón, 
Universidad Nacional de México, 1921, pp. 32 y 33. 
 Véase: Arturo Schopenhauer, El mundo como voluntad y representación, Libro Cuarto “El mundo de la voluntad”, Editorial 
Porrúa, Colección Sepan Cuantos, No. 419, México, 1987, pp. 87 a 138. 
 Véase: “Divorcio exprés y garantía de audiencia”, Revista Compromiso, Órgano informativo del Poder Judicial de la Federación, 
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que sea su objetivo crear candados para mantener 
unidos a quienes han decidido, por su propia 
voluntad, no cohabitar ni cumplir con los deberes 
del matrimonio sino que, por el contrario, uno de 
los objetivos que persigue al proteger a la familia 
es evitar la violencia, ya sea física o moral como 
consecuencia de la controversia suscitada con 
motivo de los divorcios necesarios.”  

Es de concluir que después de la reforma 
persisten dos tipos de divorcio, el administrativo y 
el incausado. En el entendido de que, de acuerdo 
con el artículo tercero del decreto de reforma al 
código civil que nos ocupa, en los juicios de 
divorcio en trámite, será potestativo para 
cualquiera de las partes acogerse a las reformas 
establecidas en tal decreto y, en su caso, seguirán 
rigiéndose con las disposiciones vigentes 
anteriores a la publicación del multicitado 
decreto, hasta en tanto hayan concluido en su 
totalidad. 

3. Divorcio por voluntad unilateral 

El divorcio por voluntad unilateral de uno de los 
cónyuges está contenido en los artículos 266 y 267 
del Código Civil para el Distrito Federal, los cuales 
refieren: 

ARTÍCULO 266. El divorcio disuelve el 
vínculo del matrimonio y deja a los cónyuges 
en aptitud de contraer otro. Podrá solicitarse 
por uno o ambos cónyuges cuando 
cualquiera de ellos lo reclame ante la 
autoridad judicial manifestando su voluntad 
de no querer continuar con el matrimonio, 
sin que se requiera señalar la causa por la 
cual se solicita, siempre que haya 
transcurrido cuando menos un año desde la 
celebración del mismo.

Solo se decretará cuando se cumplan los 
requisitos exigidos por el siguiente artículo.

ARTÍCULO 267. El  cónyuge que 
unilateralmente desee promover el juicio de 
divorcio deberá acompañar a su solicitud la 
propuesta de convenio para regular las 
consecuencias inherentes a la disolución del 
vínculo matrimonial, debiendo contener los 
siguientes requisitos:

I. La designación de la persona que 
tendrá la guarda y custodia de los hijos 
menores o incapaces;

II. Las modalidades bajo las cuales el 
progenitor, que no tenga la guarda y 

custodia, ejercerá el derecho de visitas, 
respetando los horarios de comidas, 
descanso y estudio de los hijos;

III. El modo de atender las necesidades 
de los hijos y, en su caso, del cónyuge a quien 
deba darse alimentos, especificando la 
forma, lugar y fecha de pago de la obligación 
alimentaria, así como la garantía para 
asegurar su debido cumplimiento;

IV. Designación del cónyuge al que 
corresponderá el uso del domicilio conyugal, 
en su caso, y del menaje;

V. La manera de administrar los bienes de 
l a  s o c i e d a d  c o ny u g a l  d u r a n t e  e l  
procedimiento y hasta que se liquide, así 
como la forma de liquidarla, exhibiendo para 
ese efecto, en su caso, las capitulaciones 
matrimoniales, el inventario, avalúo y el 
proyecto de partición;

VI. En el caso de que los cónyuges hayan 
celebrado el matrimonio bajo el régimen de 
separación de bienes deberá señalarse la 
compensación, que no podrá ser superior al 
50% del valor de los bienes que hubieren 
adquirido, a que tendrá derecho el cónyuge 

 Véase: Decreto por el que se reforma y deroga el Código Civil para el Distrito Federal y se reforma, deroga y adiciona el Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 3 de octubre de 2008. En 
el primer caso, Artículo primero. Se reforman los artículos 266, 267, 271, 277, 280, 282, 283, 283 Bis, 287, 288; y se derogan los 
artículos 273, 275, 276, 278. 281, 284, 285 y 289 Bis. En el segundo, Artículo segundo. Se reforman los artículos 114, 255, 260, 
272-A, 274, 290, 299, 346, y se derogan el Título Undécimo y los artículos 674 al 682; y se adicionan los artículos 272-B y 685 Bis, 
así como el Capítulo V, del Título Sexto. 
 Para Platón “el alma se halla a mitad del camino entre las ideas y el mundo corpóreo, uniendo a ambos (...), la forma en el alma, 

poder agitador y animador, es el eslabón entre la idea y el fenómeno”, refiere Eduardo Séller, Prólogo a los Diálogos de Platón, 
Universidad Nacional de México, 1921, pp. 32 y 33. 
 Véase: Arturo Schopenhauer, El mundo como voluntad y representación, Libro Cuarto “El mundo de la voluntad”, Editorial 
Porrúa, Colección Sepan Cuantos, No. 419, México, 1987, pp. 87 a 138. 
 Véase: “Divorcio exprés y garantía de audiencia”, Revista Compromiso, Órgano informativo del Poder Judicial de la Federación, 
México, Número 111, septiembre de 2010. 
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que, durante el matrimonio, se haya 
dedicado al desempeño del trabajo del hogar 
y, en su caso, al cuidado de los hijos o que no 
haya adquirido bienes propios o habiéndolos 
adquirido, sean notoriamente menores a los 
de la contraparte. El Juez de lo Familiar 
resolverá atendiendo las circunstancias 
especiales de cada caso.

De los artículos antes referidos se 
desprende, por una parte, que cualquiera de los 
cónyuges puede reclamar el divorcio ante la 
autoridad judicial competente, manifestando su 
voluntad de no querer continuar con el 
matrimonio, sin que sea necesario que justifique 
la causa por la cual lo solicita y, por otra, que el 
cónyuge que uni lateralmente lo  pida 
acompañará el convenio que contendrá la 
propuesta para regular las consecuencias que 
derivan de la disolución del vínculo matrimonial. 

Se desprende también el interés del 
Estado de evitar conflictos en el proceso de la 
disolución del matrimonio, respetando para ello 
el libre desarrollo de la personalidad, pues es 
preponderante la voluntad del individuo cuando 
ya no desea seguir vinculado con su cónyuge, en 
virtud de que esa voluntad no está supeditada a 
explicación alguna, sino, simplemente, a su 
deseo de ya no continuar casado. 

La voluntad así legislada, constituye, en 
consecuencia, el reconocimiento primario de un 
derecho fundamental de todo ser humano, el 
derecho a su intimidad y determinación 
autónoma de no revelar el porqué, en el caso, ya 
no convivir más en matrimonio. Hecho 
m e r e c e d o r  d e l  m á x i m o  r e s p e t o ,  
incontrovertible, incuestionable y, por lo mismo, 
de improcedente litigio.

La solicitud del divorcio (no así la 
propuesta de convenio), como acto unilateral de 
voluntad, constituye la concreción de la 
intimidad, el “espejo de la voluntad”, diría 
Schopenhauer, pero, de ninguna manera, la 
intimidad misma. 

L a  i nt i m i d a d ,  d i s c ú l p e s e m e  l a  
insistencia, constituye un sentir (odiar, amar o 
envidiar) que nadie, más que el sujeto que lo 
siente, sabe. Es por sí misma inobservable, 
siempre y cuando de ese ámbito no salga, ya que 
de señalar públicamente por qué se odia, ama o 
envidia a alguien, entonces, es claro que la misma 
persona deja el ámbito de la intimidad para 
instalarse en el público, que sí admite prueba en 
contrario. 

De lo anterior resulta que es de capital 
importancia distinguir el actuar de lo público, 
privado e íntimo. Para ello, el punto central de 
referencia será el ámbito en que se desenvuelvan 
las actuaciones. Esto traducido al objeto propio 
de nuestro estudio significa que el cónyuge que 
solicita el divorcio bajo la hipótesis de no señalar 
causal, no arriba por ningún motivo al ámbito de 
las acciones ni públicas ni privadas y, por lo 
mismo, se queda sujeto en el ámbito de su 
intimidad, cuestión que como derecho 
fundamental debe ser respetado. 

El derecho a la intimidad está contenido 
en el artículo 16 constitucional como parte del 
derecho que tiene todo gobernado a la 

privacidad (dignidad humana, honor y 
personalidad, entre otros), al referir que “nadie 
puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la causa legal 
del procedimiento.” 

También en el artículo 12 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
al señalar que “nadie será objeto de injerencias 
arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a 
su honra o a su reputación,” y en el mismo 
sentido el artículo 16 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 

Asimismo, en el “artículo 11 de la 
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, al disponer que toda persona tiene 
derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad; nadie puede ser 
objeto de ingerencias arbitrarias o abusivas en su 
vida privada, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación; toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra esas ingerencias o 
esos ataques. De manera similar, esta protección 
resulta del artículo 17 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. Conforme al mismo, 
nadie puede ser objeto de ingerencias arbitrarias 
en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra y reputación; toda persona tiene derecho  
a la protección de la ley contra esas ingerencias o 
ataques.”   

Agréguese a lo anterior el criterio que 
señala que “la protección constitucional de la 
vida privada implica poder conducir parte de la 
vida de uno protegido de la mirada y las 
injerencias de los demás, y guarda conexiones de 
variado tipo con pretensiones más concretas que 
los textos constitucionales actuales reconocen a 
veces como derechos conexos: el derecho de 
poder tomar libremente ciertas decisiones 
atinentes al propio plan de vida, el derecho a ver 
protegidas ciertas manifestaciones de integridad 
física y moral, el derecho al honor o reputación, el 
derecho a no ser presentado bajo una falsa 
apariencia, el derecho a impedir la divulgación de 
ciertos hechos o la publicación no autorizada de 
cierto tipo de fotografías, la protección contra el 
espionaje, la protección contra el uso abusivo de 
las comunicaciones privadas, o la protección 
contra la divulgación de informaciones 
comunicadas o recibidas confidencialmente por 
un particular.”  

4. Divorcio por voluntad unilateral y garantía de 
audiencia

Con lo hasta aquí expuesto es claro que en el 
divorcio que nos ocupa, es innecesario que el 
cónyuge del que se desea divorciar se oponga a 
dicha disolución, entre otras razones, porque el 
“matrimonio es una institución de derecho civil 
que parte de la base de la autonomía de la 
voluntad de las personas, lo que implica una 
decisión libre de ambas para continuar o no 
unidas por ese vínculo; de manera que con la 
solicitud unilateral de divorcio no se priva de 
defensa alguna al cónyuge que esté en 
desacuerdo, pues si no existe la voluntad del otro 

para continuar con el matrimonio, el divorcio 
debe autorizarse; máxime que la resolución que 
la autoridad judicial pronuncie no será 
constitutiva de derechos sino declarativa, pues 
sólo evidencia una s ituación jur ídica 
determinada, como lo es el rompimiento de 
facto de las relaciones afectivas entre los 
cónyuges.”  

De la acción declarativa conviene 
remarcar su carácter autónomo y potestativo, su 
carencia de fuerza vinculante y su incuestionable 
finalidad de perseguir un pronunciamiento 
judicial que, como su nombre lo indica, declare la 
pertenencia de un determinado derecho de una 
persona. Su importancia radica, por tanto, en 
que “fija derechos, desvanece dudas y 
oscuridades y previene litigios futuros. Esta 
última función de prevención de litigios y de 
aseguramiento de la paz entre los individuos ha 
sido la causa fundamental del desarrollo de esta 
institución en los pueblos de mayor adelanto 
jurídico, y precisamente es lo que impulsó al 
legislador mexicano a acogerla. El interés para 
desvanecer incertidumbres y señalar conductas 
no solo existe en una declaración positiva de un 
derecho, sino también en una declaración 
negativa.”  

B a j o  e s t e  r a z o n a m i e n t o  e s  
jurídicamente correcto que hecha la solicitud por 
el actor, el juez de lo familiar lleve a cabo el 
divorcio solicitado, incluso sin existir acuerdo 
respecto al convenio, pues en él no existe un 
problema litigioso, como sí se puede dar 
respecto del convenio, razón por la cual el juez 
dejará su solución en la vía incidental, teniendo 
en cuenta las pruebas para tal efecto ofrecidas. 
“Lo contrario implicaría permitir que el juez 
resuelva sobre un aspecto que debe ser materia 
de convenio sin contar con pruebas admitidas y 
desahogadas conforme a las formalidades 
legales correspondientes, lo cual violaría el 
derecho de contradicción de los cónyuges y 
rompería con las condiciones de impartición de 
justicia imparcial.”  

En relación con lo innecesario de que la 
parte demandada se excepcione en el divorcio 
sin causal, debo comentar que tal hecho es 
compatible con la intención del legislador al 
crear dicha figura, ya que, por una parte, éste 
argumenta que la voluntad de uno de los 
cónyuges de disolver el vínculo matrimonial no 
debe propiciar controversia alguna y, de 
generarse, se circunscriba al convenio, pues 
incluso en éste último existe la posibilidad de 
que, a pesar de su regulación en controversia, 
éste se acepte como se presenta, sin necesidad 
de llegar a la vía incidental, dada la flexibilidad 
para establecer sus términos y condiciones para 
regular los efectos de la disolución del vínculo 

 La doctrina de los actos propios “es un principio general del derecho, fundado en la buena fe, que impone un deber jurídico de 
respeto y sometimiento a una situación jurídica creada anteriormente por la conducta del mismo sujeto, evitando así la agresión a 
un interés ajeno y el daño consiguiente”. Fueyo Laneri, Fernando, Instituciones de derecho civil moderno, Editorial Jurídica de 
Chile, Santiago, 1990, p. 310, citado por Marcelo J. López Mesa, Carlos Rogel Vide, La doctrina de los actos propios, Editorial Reus, 
Madrid, España, 2005, p. 89.
 Véase: Nuevo diccionario jurídico, Editorial Porrúa, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, México, 2001, p. 3905. 

 El artículo 1,803 Código Civil Federal, señala: “El consentimiento puede ser expreso o tácito, para ello se estará a lo siguiente: 
l. Será expreso cuando la voluntad se manifiesta verbalmente, por escrito, por medios electrónicos, ópticos o por cualquier 
otra tecnología, o por signos inequívocos, y II. El tácito resultará de hechos o de actos que lo presupongan o que autoricen a 
presumirlo, excepto en los casos en que por ley o por convenio la voluntad deba manifestarse expresamente.” 
 Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal Civil, Editorial Porrúa, Vigesimosexta edición, México, 2001, p. 261. 
 Resolución de la contradicción de tesis 322/2009, fallada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 
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matrimonial que comentamos y, por otra, 
remarca su intención de que mediante esta 
forma de divorcio se eviten conflictos en el 
proceso de la disolución del vínculo matrimonial.  

Empero, sería erróneo deducir que la 
prioridad de la reforma se centre en la flexibilidad 
y rapidez para tramitar el divorcio cuando uno de 
los cónyuges ya no desea continuar con el 
matrimonio y aprobar, a renglón seguido, el 
convenio propuesto, siempre y cuando éste 
cumpla con los requerimientos legales 
establecidos. 

Conviene no pasar desapercibido que 
mediante las reformas que nos ocupan el 
legislador estructuró todo un sistema de divorcio 
sin causal. Cuidó en particular la satisfacción de 
las obligaciones de los cónyuges inherentes a la 
disolución del vínculo matrimonial y a la familia 
misma. Patentizó su convicción de evitar 
violencias innecesarias cuando los consortes 
carecen de la voluntad de permanecer unidos, 
con lo cual, a su vez, protegió a los menores 
involucrados y respetó la voluntad de los 
cónyuges de no continuar casados, lo que 
propició un ambiente adecuado para su 
bienestar emocional, con la consecuente 
armonía entre los integrantes del núcleo familiar. 

Razón por la cual reformó, además de 
los artículos 266 y 267 del Código Civil para el 
Distrito Federal, los artículos 283, 283 bis y 287 
del mismo ordenamiento. Así como los artículos 
88, 255, fracción X, 260, fracción VIII, 272-A y 
272-B del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal. 

Los primeros versan sobre la guarda y 
custodia de los hijos o incapaces, régimen de 
visitas, alimentos de los hijos y/o cónyuge, el 
modo de garantizarlos, uso del domicilio 
conyugal y menaje, administración de los bienes 
de la sociedad conyugal hasta su liquidación y 
señalamiento de la compensación dado el caso 
de que el matrimonio se haya celebrado bajo el 
régimen de separación de bienes y, los segundos, 
a las formalidades procesales a que se debe 
someter la controversia cuando no exista 
acuerdo sobre el convenio presentado, cuestión 
que el juez resolverá con base en las pruebas 
aportadas sobre el particular. 

Tenemos entonces que, de darse la 
controversia, ésta se limitará en cuanto al 
convenio que anexa el solicitante en este tipo de 
divorcio. En él el cónyuge demandado puede 
allanarse o manifestar su desacuerdo, por 
ejemplo, con respecto a la distribución de bienes 
comunes, pago indemnizatorio, alimentos, 
guarda, custodia y convivencia respecto de 
menores e incapaces. Ofrecer las pruebas 
correspondientes mediante las cuales el juzgador 
determinará lo conducente. 

Lo anterior se traduce en que, tanto los 
artículos que contienen el divorcio que nos 
ocupa, como aquellos que regulan su 
tramitación, además de proporcionar un trato 
igualitario en virtud de que ambos tienen el 
derecho de solicitar el divorcio en las mismas 
condiciones, de ninguna manera violan, entre 
otras garantías constitucionales, la de audiencia 
que es la que aquí se comenta. 

5. ¿Existe plena voluntad en el divorcio por 
declaración unilateral sin invocar causal alguna? 

Naturalmente que comparto la disolución del 
vínculo matrimonial por voluntad unilateral del 
cónyuge. Es incuestionable su racionalidad y 
prudencia, respeto absoluto a la dignidad, libre 
desarrollo de la personalidad de los consortes, 
acierto de evitar violencia y desgaste gratuitos y, 
por sobre todas las cosas, respeto a su derecho 
fundamental de ya no continuar casada o casado. 

Recuerdo aquí la premisa de Carlos 
Castilla del Pino: “Quien contrae libremente 
matrimonio posee derecho a deshacerlo 
libremente.”  Nada más certero. Si dos personas 
se han dejado de amar y de entenderse. Si por 
obligación se hablan lo indispensable y viven en 
una soledad involuntaria, ¿para qué seguir en 
matrimonio?

Sin embargo, ¿se actualiza la plena 
voluntad de la persona que solicita el divorcio que 
aquí se comenta? Entramos al ámbito de los 
límites del derecho a la intimidad, autonomía de 
la voluntad y, en general, de los derechos 
fundamentales. Como premisa: Ningún derecho 
fundamental es ilimitado. Sus límites los fija “la 
constitución por sí misma en algunas ocasiones, 
mientras en otras el límite deriva de una manera 
mediata o indirecta de tal norma, en cuanto ha de 
justificarse por la necesidad de proteger o 
p r e s e r v a r  n o  s ó l o  o t r o s  d e r e c h o s  
constitucionales, sino también otros bienes 
constitucionalmente protegidos.”  

Ciertamente, la propia constitución 
desconoce el ejercicio de libertades absolutas. La 
intimidad está sujeta a este mandato “por más 
importante que sea esa libertad, su jerarquía es 
igual a la de las restantes l ibertades 
constitucionales en la dimensión individual. 
Todas ellas son especies de un género único: la 
libertad. De modo que el reconocimiento de la 
intimidad no puede conducir al exceso de anular 
otras libertades constitucionales, ni tampoco el 
ejercicio de cualquiera de esas últimas puede 
desembocar en el cercenamiento liso y llano de la 
intimidad”  

Considero inoportuno abordar aquí los 
límites de los derechos públicos, privados e 
íntimos de las personas, más bien, me parece que 

por el tema es suficiente con abordar –grosso 
modo– el límite que proporciona a la intimidad, 
por una parte, el contenido de responsabilidad 
que tiene la persona para sustentar la voluntad de 
sus actos y, por otra, el que impone el propio 
código de la materia a la voluntad de la persona 
que solicita, sin causal alguna y unilateralmente, 
disolver su vínculo matrimonial. 

En cuanto al de responsabilidad se 
puede argumentar que éste se ubica en el ámbito 
de la moral de cada persona y, por ello, el único 
cuestionamiento posible es la propia conciencia 
de ésta. No sucede así cuando las razones del 
porqué se tiene un determinado sentimiento es 
exteriorizado, con la posibilidad y riesgo de 
perjudicar u ofender a terceros. Es entonces 
cuando el derecho a la intimidad, su garantía 
constitucional, debe armonizarse de igual manera 
que el resto de las libertades amparadas por la 
propia constitución.

El problema se centra más que en una 
ponderación de garantías constitucionales 
(intimidad y audiencia), en un problema de 
valoración de responsabilidades, más todavía en 
un contexto donde es prácticamente inexistente 
la cultura de la responsabilidad compartida, sea 
en alimentos, cuestiones domésticas, patria 
potestad, entre otros. 

La conciencia de cada cual es el juzgador 
básico de su propia voluntad de disolver el vínculo 
matrimonial. La razón o motivo íntimo que 
propició tal voluntad puede ir, efectivamente, 
desde un acto plenamente maduro y meditado en 
todos  sus  efectos ,  como por  s imples  
manifestaciones emocionales de coyuntura. Lo 
cierto es que el Estado respeta su derecho 
humano al libre desarrollo de personalidad y a su 
derecho fundamental, como dije, de ya no 
continuar en matrimonio. 

Así las cosas, y en cuanto a la garantía de 
audiencia, es claro que a nada práctico llevaría 
permitir que el consorte demandado escuchara, 
en vía de motivación y aclaración, el porqué de su 
voluntad. El matrimonio, como se ha dicho 
anteriormente, parte de la base de la autonomía 
de la voluntad de las personas, lo cuan implica una 
decisión libre de ambas para continuar o no 
unidas a ese vínculo. 

El acto del solicitante no propicia 
ninguna controversia ni incide en la esfera de 
derechos de la persona con la cual ya no desea 
tener convivencia común. Es distinto lo que 
acontece con las consecuencias derivadas de la 
disolución del vínculo matrimonial, razón por la 
cual acompaña, precisamente, una propuesta de 
convenio para su aceptación o disputa. 

Insisto, la voluntad de una persona no 
priva de un derecho a nadie, constituye un acto 
íntimo, unilateral, no sujeto a controversia ni a 
procedimiento judicial alguno. Nadie más que el 
interesado puede argumentar su proceder o 
abstenerse de ello. No requiere pruebas a fin de 
que el juzgador determine si su acto de voluntad 
está o no conforme a derecho. 

Al no existir privación de derecho 
alguno, no se actualiza la violación a la garantía de 
audiencia, contenida en el artículo 14 
constitucional. Se reitera, a nada práctico 
conduciría proporcionar audiencia al cónyuge 

La voluntad así legislada, 

constituye, en 

consecuencia, el 

reconocimiento primario 

de un derecho 

fundamental de todo ser 

humano, el derecho a su  

intimidad y 

determinación autónoma.

18 de noviembre de 2009. 
 Amparo Directo en Revisión 917/2009, fallado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 23 de septiembre 
de 2009. 
 Véase: Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Proceso Legislativo de la reforma que nos ocupa, tanto al Código Civil como 
del Código de Procedimientos Civiles, ambos para el Distrito Federal, publicados el 3 de octubre de 2008 en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal. 

 Badeni, Gregorio, Tratado de Derecho Constitucional, Tomo I, 2ª edición, Fondo Editorial de Derecho y Economía, Buenos Aires, 
Argentina, 2006, p. 566. 
 Tesis aislada 1a. CCXIV/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
diciembre de 2009, p. 277, de rubro: Derecho a la vida privada. Su contenido general y la importancia de no descontextualizar 
las referencias a la misma. 
 Tesis aislada 1a. CCXXIII/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
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demandado, ya que su intervención ni variaría la 
actitud íntima del cónyuge solicitante, cuya 
voluntad es la de no continuar con el 
matrimonio, ni obstaculizaría la autorización del 
juzgador para declarar el divorcio solicitado.

Por lo que se refiere al límite de la 
voluntad de los cónyuges contenidos en el 
propio Código Civil para el Distrito Federal, se 
tiene que, en realidad éstos responden al mismo 
derecho familiar y, en el caso, se concretan en la 
propuesta de convenio. Propuesta que tamiza la 
idea de que basta el acuerdo de las partes para 
llevar a cabo la disolución del vínculo 
matrimonial. Remito, en especial, al artículo 287 
del código referido.  

En él queda claro que la limitante “se 
orienta a evitar que el pacto sea dañino para los 
hijos, o perjudicial para alguno de los cónyuges, 
el estatuto relativo a los cónyuges, cargas 

económicas, domicilio y vivienda familiar, 
garantías, incumplimiento, modificación en el 
que se designe al cónyuge a quien sean confiados 
los hijos, alimentos, habitación, el modo de 
administrar los bienes y sobre todo la 
compensación económica. En ese sentido, no 
basta la conformidad del cónyuge demandado 
con la propuesta de convenio del actor para que 
éste sea aprobado, sino que es menester que 
satisfaga los requisitos legales, y para verificar 
esto, el juez familiar ha de apoyarse 
necesariamente en las pruebas que las partes 
están obligadas a ofrecer en su escritos de 
demanda y contestación, y deben desahogarse 
en la vía incidental.”  

Concluyo, entonces, que el divorcio por 
voluntad unilateral del cónyuge de ninguna 
manera viola la garantía constitucional de 
audiencia. El no proporcionar la razón del porqué 

lo solicita, hace que dicha voluntad se quede 
instalada en el ámbito de su intimidad, lo cual 
constituye un derecho constitucional a respetar.

Ahora bien, si la resolución del juez con 
respecto al convenio no le satisface, puede 
promover el recurso legal correspondiente, mas 
tendría un contrasentido que cuestionara la 
declaratoria de disolución del  vínculo 
matrimonial pues de hacerlo, en gran parte 
confirma la voluntad del solicitante de disolver 
dicho vínculo, entre otras cosas, por no 
respetársele  su voluntad,  su  derecho 
constitucional, su garantía fundamental, de ya no 
continuar casada o casado.

Por más importante que sea esa libertad, su 
jerarquía es igual a la de las restantes libertades 

constitucionales en la dimensión individual.

diciembre de 2009, p. 280, de rubro: Divorcio por voluntad unilateral del cónyuge. Los artículos 266, 267, 282, 283, fracciones 
IV, V, VI, VII y VIII, 283 bis, 287 y 288 del Código Civil para el Distrito Federal, reformado mediante decreto publicado en la gaceta 
oficial de la entidad el 3 de octubre de 2008, que regulan su tramitación, no violan las garantías de audiencia y de debido 
proceso legal. 
 Tesis aislada de la entonces Tercera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Cuarta Parte, IX, Sexta Época, p. 
9, de rubro: Acciones declarativas. 

 Tesis jurisprudencial 1a./J. 137/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época,  Tomo XXXI, 
abril de 2010, p. 175, de rubro: Divorcio por declaración unilaterial de voluntad. Ante la falta de acuerdo de las partes respecto del 
convenio para regular las obligaciones que persisten después de disuelto el matrimonio, el juez de lo familiar debe decretar aquél 
y reservar para la vía incidental la resolución de todas las demás cuestiones (legislación del Distrito Federal vigente a partir del 4 
de octubre de 2008). 
 Véase: Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Proceso Legislativo, op. cit. 
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        La patria potestad consiste en un conjunto de poderes y 
derechos que la ley otorga a los padres sobre la persona y los 
bienes de sus hijos menores, para que puedan cumplir con los 
deberes paternos.

       Cuando la pareja se divorcia, el peor problema a resolver 
suele ser la tenencia de los hijos. entiéndase por tenencia, 
custodia y/o guarda, los cuidados y protección que los padres 
desarrollan hacia sus descendientes, esto implica convivencia, 
atención diaria y contención afectiva.

         La separación de los cónyuges supone un proceso doloroso 
en la vida familiar que involucra a todos sus integrantes, ya que 
se transforma en una guerra de poder y chantaje pecuniario 
constante, además de que los hijos son utilizados a 
conveniencia de ambas partes, convirtiéndose en armas 
poderosas para lograr una victoria personal en donde se cobran 
afrentas, desprecios, desamor, injurias, violencia, abandono, 
entre otros sentimientos que dan como resultado la falta de 
entendimiento y disposición para llegar a un  acuerdo de 
separación civilizado.

        Este proceso presenta una suerte de confusión y 
dificultades para toda la familia, sobre todo a los miembros 
menores de este núcleo. Trayendo como consecuencia 
sentimientos dolorosos para progenitores, así como traumas 
profundos  a los hijos, originándoles una baja autoestima, una 
rebeldía incontrolable y un enojo  con la vida y la sociedad.
 
        La norma legal, en cumplimiento a sus fines individuales y 
sociales, garantiza con su vigencia la paz social y las bases para la 
realización del bien común. Es por ello que el sistema jurídico 
debe tutelar los intereses de los menores dentro del 
procedimiento jurisdiccional en donde se ven involucrados, 
para asegurar el reconocimiento legal de sus derechos 
individuales,        reconocidos por el articulo 4° de nuestra Carta 
Magna y por tratados internacionales que vinculan al estado 
mexicano para su cumplimento.

          En esta tesitura, tomando en consideración que la 
institución del derecho de familia denominada custodia se 
traduce en  todos los deberes y facultades que los padres en la 
esfera personal realizan sobre sus hijos y que esto lleva implícito 
el instituto de la patria potestad, la cual se ejercerá siempre en 
beneficio de los hijos atendiendo a su personalidad, resulta 
lógico que los menores por su mayor indefensión, tanto desde 
el punto de vista biológico, como en el desarrollo psicológico, 
ocupan un lugar predominante en la protección jurídica, por 

Por: Mtra. María Refugio González Reyes
Juez Segundo del Ramo Civil
San Luis Potosí, S.L.P.

El interés superior del menor y la 
convivencia en el procedimiento 

judicial. 

consiguiente los problemas de tenencia y de visitas que en la 
practica se suscitan, ante la separación de la pareja, sea esta de 
hecho, por  divorcio o  nulidad del matrimonio de los padres 
deben de ser atendidos de manera eficaz, propiciando la mejor 
comunicación, respeto, amor y tolerancia, a efecto de fortalecer 
los vínculos filiales.    

          La convivencia entre los integrantes del núcleo familiar, es 
un derecho que encuentra su raíz en la naturaleza y es 
irrenunciable. El régimen de visitas de estilo amplio contribuye a 
proteger al menor de los sentimientos de desamparo e 
incertidumbre que la separación de sus padres le producen. 
Resultando ser el único medio eficaz para evitar el 
resquebrajamiento de la relación paterno-materno-filial que 
produce la cesación de la convivencia en el núcleo familiar. 

Bajo este contexto, si el derecho de visitas se funda en 
elementales principios de orden natural, su regulación debe 
efectuarse procurando el mayor acercamiento posible entre las 
partes, garantizando que este contacto sea adecuado, sin reglas 
fijas y sobre todo que sea espontáneo, dada su naturaleza, por lo 
que no se debe cercar en lugares predeterminados, que limiten 
su finalidad. Sin embargo, ante la problemática de la pareja, no 
siempre se tiene un acuerdo de voluntades para regular la mejor 
forma de dicha convivencia ni tampoco se puede optar por 
lugares diversos para tales encuentros, viéndose limitado este 
derecho a la casa de uno de los progenitores o bien al recinto 
judicial. Por lo que es necesario adaptar el espacio con que 
actualmente se cuenta a efecto de no perder esta 
espontaneidad en el encuentro, un proyecto ambicioso de alto 
contenido social será adaptar un área común a los cuatro 
juzgados familiares para este fin. Por ello se propone la creación 
de una sala o un centro de convivencia que cuente con el 
material de una ludoteca, toda vez que las ludotecas 
constituyen un recurso muy importante para el desarrollo 
infantil. El juego, además de ser el principal procedimiento con 
que cuentan los niños para socializarse y aprender, es un 
elemento indispensable para su sano desarrollo físico, psíquico 
y emocional. En conclusión una actividad lúdica rica en 
propuestas, posibilita un armonioso crecimiento del cuerpo, la 
inteligencia, la afectividad, la sociabilidad y la creatividad. Es una 
de las más importantes fuentes de aprendizaje para la infancia, 
que puede propiciar la comunicación interactiva entre padres e 
hijos devolviendo la espontaneidad de sus encuentros. 

Un lugar especial de convivencia familiar apoyado en 
las bases que da la ludoteca, garantiza el pleno respeto de la 
infancia y la adolescencia y; promueve la cultura no 
discriminatoria en relación a niños y adolescentes, toda vez que 
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un espacio digno para el juego y la recreación con sus 
progenitores fortalece los vínculos con alegría y da mejores 
oportunidades a la integración familiar.
          Lo anterior resulta congruente con las políticas nacionales 
e internacionales que establecen el principio de interés 
superior del menor, derecho de la infancia y adolescentes, que 
en el caso se traduce a convivir con los miembros de su familia 
en espacios adecuados, que les permitan material y 
objetivamente fomentar las relaciones paterno-materno-
filiales y los lazos de amor que deben de existir en el entorno 
familiar.  

Destacándose que los beneficiarios de  una ludoteca son:

-Dinamiza procesos socializando con el adulto y sobre el 
entorno.
-Favorece una cultura del conocimiento creando condiciones de 
mayor accesibilidad al mismo, a su comprensión y aplicación en 
la vida práctica.
- F o m e n t a  l a  a u t o n o m í a ,  l a  a u t o d i r e c c i ó n  y  
autodimensionamiento de la realidad para entenderla y 
transformarla.
-Influye positivamente en los ambientes de socialización en la 
perspectiva de contribuir a la apertura de espacios pedagógicos 
y una educación para la formación de sujetos críticos, así como 
la formación ciudadana desde la infancia donde, entre otros, se 
privilegia sobre bases de solidaridad y cooperación, el 
conocimiento de la historia, la realidad, las instituciones, los 
mecanismos de participación, el desarrollo de habilidades para 
incidir efectivamente en el su entorno.

Es en la familia el escenario en el cual los niños inician 
el proceso de construcción de su propia identidad, así como el 
de identidad social. Es en este contexto en donde el niño inicia 
sus procesos de socialización, es decir en donde aprende las 
formas de interacción y de comunicación, las primeras normas, 
el afecto. Los adultos son su referente inmediato y por lo tanto a 
través de éstos comienza a llenar su vida de contenido. 

Dentro de los recursos metodológicos, se 
encuentran: lecturas motivadoras, personajes fantásticos, 
regalos sorpresas, investigación de un tema, reportaje 
fotográfico, lecturas complementarias, juegos interactivos y 
actividades plásticas. 

En base a lo anteriormente dicho el titular de la sala de 
convivencia común a los juzgados familiares debe tener un 
perfil especial: debe ser afectivo, motivador, receptivo, 
orientador, dinámico, observador, coherente, flexible, 
personalizador, dinamizador y creativo, humanista y con una 
gran mística de servicio. Ya que gran parte de la calidad de un 
proceso formativo dependerá no sólo de la actitud y funciones 
que desempeñe la persona encargada sino de la manera y el 
planteamiento que elija a la hora de ponerlo en práctica con los 

beneficiarios, además se debe de contar con el dispositivo de 
seguridad necesario a efecto de garantizar la tranquilidad de la 
convivencia.  

        CONCLUSIÓN: En cumplimiento a los artículos 4º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 12 de la 
Constitución Política para el Estado Libre y Soberano de San Luís 
Potosí, vinculado con el  artículo 31 de la Convención 
Internacional sobre los Derechos de la Infancia, artículo 19 de la 
Ley para la Protección de los Derechos de los Niños y 
Adolescentes, artículos 1º, 4º, 10, 12 último párrafo, 14 y 33 de 
la Ley para la Protección de los Derechos de los Niños, Niñas y 
Adolescentes del estado de San Luís Potosí, la creación de una 
sala de convivencias con el material propio de una ludoteca, 
sería acorde a los postulados de protección de la norma jurídica 
a un grupo que por mucho tiempo fue olvidado y que ha sido 
vulnerable en sus derechos como lo son los niños, las niñas y 
adolescentes.

Los problemas psico-sociales de la infancia, se 
originan en el núcleo familiar: el maltrato, la violencia, la 
desnutrición, la carencia de afecto, desatención por parte de sus 
padres y cuando la pareja  se ve en conflicto inconcientemente 
involucra a sus menores hijos quienes sufren las consecuencias 
devastadoras de la separación haciendo imposible el acuerdo de 
voluntades respecto a una sana convivencia entre padres, 
madres e hijos. Este es el motivo por lo que se considera 
benéfico la creación de un espacio adecuado en donde la 
relación filial se vea fortalecida con una convivencia familiar 
efectiva y espontánea, a efecto de apoyar a los padres en una 
asertiva relación con sus descendientes, sin que resulte para 
estos últimos, una convivencia aburrida, fastidiosa, sin 
motivación, ya que bastante tienen con su entorno familiar 
vuelto al revés. 

Por todo lo antes expuesto y siendo el derecho de 
convivencia un conjunto de facultades y obligaciones protegidas 
por el ordenamiento jurídico, a favor de los menores y 
adolescente, como titulares de la relación filial y que 
corresponde a las autoridades en el ámbito de sus atribuciones, 
la de asegurar  la toma de medidas necesarias para el bienestar 
de estos, tomando en cuenta los derechos y deberes de madres 
y padres, ascendientes o tutores, resulta que una sala o un 
centro de convivencia en sede de Ciudad Judicial, sería acorde a 
la Legislación de protección del grupo vulnerable a que me he 
referido.

El niño tiene derecho al juego, al 
reposo, a la diversión y a dedicarse 
a las actividades que mas le gusten.

FUENTES DE INVESTIGACIÓN:
www.ludoteka.com 
Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos
Constitución Política para el Estado Libre y Soberano de San Luís Potosí

Convención Internacional sobre los Derechos de la Infancia
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas y Niños y Adolescentes
Ley sobre Derechos de los Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de San Luís Potosí
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INTRODUCCION.- La mujer indígena ha 
enfrentado desde siglos atrás,  múltiples 
obstáculos para lograr su pleno desarrollo como 
ser humano; obstáculos que tienen diversas 
fuentes: El modelo de familia patriarcal 
sustentado en la supremacía del hombre, el ser 
considerada como ente generador de vida; las 
condiciones de pobreza extrema en que nace y 
crece, el analfabetismo funcional, la desnutrición 
y otras causas que sería prolijo enumerar, han 
impedido a la mujer indígena no sólo tener pleno 
acceso a la justicia jurisdiccional sino también a la 
llamada justicia social.

La mujer indígena, por definición, sufre 
una doble discriminación: Por su condición de 
mujer per se y por su origen étnico. En el Estado 
de San Luis Potosí, las mujeres indígenas son 
aquel las  personas que se consideran 
pertenecientes y descendientes de los pueblos 
originarios asentados en el territorio del Estado, 
como lo son el Tenek o Huasteco, el Náhuatl y el 
Pame o Xi´oi. La población Indígena de acuerdo 
con el Consejo Nacional de Población, se estima 
en 348,551 personas, que representan el 15.2% 
de la población total del Estado.

Los pueblos originarios Tenek y Náhuatl 
habitan en la zona geográfica conocida como 
Huasteca Potosina, en varios Municipios del 
Estado, como Aquismón, Ciudad Valles, Axtla de 
Terrazas, Huehuetlán, Matlapa, San Antonio, San 
Martín Chalchicuahutla, Tancanhuitz, Tamuín, 
Tamazunchale y Xilitla; Municipios, la mayoría, 
considerados de alta y muy alta marginalidad, 
dado el deficiente nivel de desarrollo humano y 
social, carencia de servicios de infraestructura 
básica, escuelas de nivel medio superior, 
servicios de salud, fuentes de empleo, etcétera. 

El Pueblo originario Pame o Xi´oi, se 
concentra en la zona media de San Luis Potosí y 
abarca parte de la Huasteca Potosina y, hacia el 
sur, el noreste del Estado de Querétaro. En el 
Estado de San Luis Potosí, abarca de norte a sur 5 
municipios que son Ciudad del Maíz, Alaquines, 
Tamasopo y Rayón, y al sur, entre Aquismón y 
Tamasopo, los Municipios de Santa Catarina 
S.L.P., y Jalpan de Serra, Querétaro. En el 

Por: Mgdo. Ramón Sandoval Hernández
Coordinador de la Comisión de Justicia Indígena 
del Supremo Tribunal de Justicia del Estado.

La Mujer Indígena y 
la Impartición de la Justicia.

municipio de Santa Catarina, se encuentra Santa 
Maria Acapulco, que se considera el núcleo Pame 
más importante por el número de habitantes 
(5,767), por vivir en él la mayor cantidad de 
hablantes Pame y por constituir el principal centro 

(1)ceremonial de la Pamería.

Contexto en que se desarrolla la mujer 
indígena.- Las mujeres indígenas nacen, crecen y 
se desarrollan en localidades o comunidades, 
compartiendo las costumbres, creencias, 
tradiciones y la lengua o dialecto, dependiendo de 
la etnia a la que pertenecen. Viven en casas de 
otate, techos de palma y pisos de tierra, en su 
mayoría. Carecen de agua potable, la cual deben 
acarrear de pozos o ríos, no tienen drenaje; los 
medios de transporte son escasos; es decir, 
conviven padeciendo las mismas necesidades 
físicas, económicas y sociales con los hombres.

Por tradición cultural, a la mujer 
indígena se le reconoce y valora en su entorno 
comunitario y familiar, por el número de hijos que 
llegue a tener. Así, las políticas de planificación 
familiar implementadas por el Estado no son 
aceptadas del todo. Las mujeres que llegan a 
aceptar planificar la familia como un derecho, se 
enfrentan al esposo quien les prohíbe accedan a 
esos beneficios. En suma, la mujer indígena se 
considera así misma valiosa como persona y 
mujer, en razón al número de hijos que llegue a 
concebir. De ahí que la familia indígena, por lo 
general, se integre por un elevado número de 
miembros. 

Por costumbre ancestral, para la mujer 
indígena, el formar parte de un hogar con su 
pareja, se traduce en servir al esposo o concubino, 
de la misma manera como lo hizo con su padre y 
sus hermanos, ello debido a que es lo que 
aprendió de su madre y además, porque el varón 
es quien se encargará de proporcionarle lo 
necesario para la subsistencia de ella y de los 
hijos; dando así origen a una absoluta 
dependencia económica de la mujer hacia el 
hombre; por lo cual es valido afirmar que esa 
dependencia económica de la mujer, es una de las 
causas generadoras de que sea abusada o 
maltratada por su pareja, iniciando con ello una 
relación de subordinación basada en la premisa: 
“El hombre es la cabeza de la casa”. Éste es el 

modelo de familia indígena donde la equidad de 
género es inconcebible.

Lo anterior también se traslada a la 
vida comunitaria donde la participación de la 
mujer es mínima. Las asambleas generalmente 
las dirigen los hombres y en la asistencia a esas 
reuniones prevalecen los varones; por ello las 
decisiones generalmente se toman con base en 
las opiniones  de los indígenas hombres, 
quedando reducido el papel de la mujer indígena 
a sólo testigos presenciales de los hechos en que 
se desarrollan las asambleas comunitarias. En 
suma, la mujer indígena en el ámbito familiar y 
comunitario, es considerada como un ser que se 
debe a su casa u hogar y a la obediencia de su 
pareja. Pocas llegan a ocupar algún cargo en su 
comunidad, como Juez Auxiliar, en el consejo de 
vigilancia o integrante de algún comité. Es decir, 
tiene escasa participación y representación 
dentro de su comunidad.  

En contrapartida, el esposo o 
concubino de la mujer indígena, tiene tendencia 
al alcoholismo, su nivel de educación es mínimo, 
carece de empleo o trabajo estable lo cual hace 
que sus ingresos económicos sean escasos. El 
alcoholismo constituye si no la causa principal, 
una de las más importantes generadoras de 
violencia física y moral hacia la mujer indígena.

PROBLEMAS DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS.

LA MIGRACIÓN.- U n o  d e  l o s  
problemas trascendentes de los pueblos 
originarios es el de la migración. Los habitantes 
de los pueblos indígenas, al no encontrar empleo 
en el lugar donde nacieron y crecieron, se ven 
obligados a emigrar a los Estados Unidos de 
Norteamérica, en busca de mejores condiciones 
de trabajo e ingresos para ellos y sus familias. 

Es común también  que la mujer 
indígena joven, entre 15 y 18 años, salga a 
t raba jar  fuera  de  sus  comunidades ,  
empleándose como domésticas en las cabeceras 
municipales, en la capital del Estado o en otras 
grandes c iudades como Monterrey y  
Guadalajara. Esta labor generalmente la realizan 
en condiciones desfavorables, perciben un 
salario no remunerador por su trabajo y, en 
ocasiones sufren malos tratos y discriminación 
por parte de los empleadores.

(1) Pueblos Indígenas del México Contemporáneo. Pames. Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas. Primera Edición, 2004, pp.  13 y 14.
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MARGINACIÓN Y DISCRIMINACION 
RACIAL.- 295 Municipios indígenas están 
catalogados como de muy alta marginación, lo 
cual significa que sus pobladores viven en 
condiciones de pobreza extrema, con las 
consecuencias que esta situación representa.

Así, el grado de desarrollo de estos 
pueblos es bajo, debido a la falta de escolaridad, 
problemas de enfermedades (salud) y ausencia 
de nutrientes para un sano desarrollo de sus 
habitantes (nutrición). Es sabido que las personas 
indígenas, por lo general, consumen poca carne y 
leche. 

La discriminación y la marginación 
afectan fundamentalmente a las mujeres y a los 
niños indígenas. De acuerdo con el Doctor 
Rodolfo Stavenhagen, (ex alto comisionado de la 
ONU para la Atención de los Pueblos Originarios), 
los pueblos indígenas resultan especialmente 
vulnerables en situaciones de conflictos civiles y 
de violencia intrafamiliar.

PROBLEMA DE EDUCACION Y DE 
SALUD.-  En México existen 2019 localidades, 
entre 40% al 69%, con menos de cien habitantes, 
lo que representa un problema para el Estado 
para dotarles de escuelas, clínicas, etcétera.

 En San Luis Potosí, existen 6887 
localidades, de las cuales 4777, tienen menos de 
cien habitantes, es decir, 69.36%, lo que genera el 
problema para el Gobierno estatal de 
proporcionarles servicios de educación y de 
salud.

La problemática de salud de la 
población indígena representa un rezago 
s ignif icat ivo,  producto de las  hondas 
desigualdades existentes en la sociedad 
mexicana. 

En el Estado de San Luís Potosí, esta 
problemática de educación y salud, se concentra 
en la zona huasteca y en la llamada zona media, 
donde habitan los pueblos Nahuatl, Tenek o 
Huasteco y Xi´oi.

Las desigualdades o inequidades como 
las llama el sector salud, se expresan a través de 
una serie de variables entre las que destacan los 
n ive les  económicos-ocupac ionales ,  la  
pertenencia al medio rural  o urbano, la 
condición de indígena- no indígena; la situación 
de marginalidad y/o pobreza, la pertenencia o 
no, la seguridad social y la situación de género. El 
riesgo de muerte materna es un 40% más alto en 
la zonas rurales que en las urbanas y la 
desnutrición es 2 veces y media mayor en el 
medio rural.

La mujer indígena y la justicia.- En este 
apartado expondré las causas que, a mi juicio, 
obstaculizan a la mujer indígena acceder 
plenamente a la justicia.

Violencia intrafamiliar.- D e  
acuerdo a la información recabada en los eventos 
de capacitación impartidos a los Jueces Auxiliares 
Indígenas, así como a la estadística obtenida de 
los distintos procesos donde se involucra a 



mujeres indígenas, en su calidad de parte 
ofendida, es factible afirmar que las conductas 
ilícitas que padece en su contra son la violencia 
familiar física o moral, los delitos de lesiones, 
delitos sexuales (violación, abuso sexual e 
incesto), así como delito de incumplimiento de las 
obligaciones de asistencia familiar; siendo la causa 
generadora de esas conductas, el alcoholismo.

A la violencia, en los ámbitos 
de la Psicología y del derecho, se le considera 
como una fuerza que anula o limita el libre 
ejercicio de la voluntad y la coacción como una 
fuerza que actúa de un modo meramente 

(2)intencional.  

La Declaración Sobre la Eliminación de la 
Violencia Contra la Mujer (Resolución de la 
Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 
1993), en su artículo 1 establece que por 
“violencia contra la mujer” se entiende todo acto 
de violencia basado en la pertenencia al sexo 
femenino que tenga o pueda tener como 
resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico para la mujer, así como las amenazas 
de tales actos la coacción o la privación arbitraria 
de la libertad, tanto si se producen en la vida 
pública como en la privada, definición con la cual 
coincide, en su artículo 1, la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Contra la Mujer; 
estableciendo en su artículo 2 que la violencia 
contra la mujer incluye la física, sexual y 
psicológica. Convención publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, Primera Sección, el 19 de 
enero de 1999. 

En los años recientes, la violencia ha 
penetrado no solo en los campos de la vida política 
y social de los pueblos, sino en la llamada célula 
básica de la sociedad: la familia, en cuyo seno se 
han trastocado los valores de respeto, solidaridad, 
tolerancia, amor y dignidad. Así, hablamos de 
violencia intrafamiliar, cuando alguno de los 
miembros de la familia, abusa de su fuerza, de su 
autoridad, violentando la integridad física o la 
tranquilidad emocional de uno o varios de los 
otros miembros de esa célula fundamental.

Esa violencia se traduce en agresiones 
físicas (golpes, cortadas, tocamientos, actos 
sexuales forzados), o en agresiones verbales 
(ofensas, humillaciones, amenazas o insultos); así 
como en abandono (dejar de proporcionar los 
medios necesarios de subsistencia y cuidados que 
requieren cada miembro de la familia), o cualquier 
otra conducta que cause daño físico o emocional.

Este tipo de violencia que es frecuente 
en  las  fami l ias  mest i zas ,  l a  padecen  
constantemente las famil ias indígenas, 
particularmente la mujer, la que afecta su 

autoestima, integridad física  y psicológica, 
convirtiéndose en un grave problema de salud 
pública. En suma, podemos afirmar que la 
violencia familiar, la padece un 75% de las 
familias indígenas.

Un elevado porcentaje de los delitos de 
lesiones, homicidios y violaciones, acaecidos 
entre los miembros de una familia indígena, son 
el resultado de situaciones crónicas de violencia 
doméstica.

CULTURA DE LA PAZ.

Por lo antes expuesto, resulta 
impostergable el establecimiento de una cultura 
alternativa que resalte los valores y derechos que 
como seres humanos tenemos; una cultura que 
proporcione los elementos adecuados para la 
resolución de los conflictos mediante el diálogo 
que culmine en una cultura de la paz y armonía 
para los miembros de las familias indígenas.

Esa política de Estado para combatir y 
erradicar la violencia de género y por origen 
étnico, debe aglutinar a las instituciones públicas 
como a la sociedad civil en su conjunto. Es decir, 
en ella deben participar todos los sectores 
involucrados, y no sólo una institución  o grupo 
social, pues si así no fuera toda política o acción 
encaminada a ese objetivo prioritario, resultaría 
estéril.

 Una cultura de la paz que fomente 
valores como el respeto, la solidaridad, la 
tolerancia, la generosidad, la responsabilidad;   
que cambie o modifique patrones o conductas de 
comportamiento; una cultura que impulse la 
participación de las mujeres indígenas en la 
estructura de cargos de sus comunidades; que 
participe en la solución de la problemática que 
enfrentan como mujeres dentro de sus 
comunidades; en donde conjuntamente con los 
hombres se siembre una actitud positiva basada 
en un trato respetuoso hacia ellas, en donde 
ambos compartan oportunidades, obligaciones, 
responsabilidades familiares y comunitarias.

LA MUJER INDÍGENA Y EL ACCESO A LA 
JUSTICIA. OBSTACULOS.

Aquí cabe preguntarnos ¿la mujer 
indígena tiene pleno acceso a la justicia? ¿cómo 
es tratada cuando acude ante las autoridades?  
¿recibe un trato digno?.

Una desventaja para la mujer indígena 
la constituye, en mi opinión, la lengua; el Juez de 
origen mestizo desconoce el dialecto que se 
habla en la comunidad de la cual es originaria, lo 
que dificulta la comunicación generando 
desconfianza de la mujer indígena denunciante o 
acusada. 

Otro obstáculo, lo constituye el hecho 
de que ante los Juzgados el procedimiento se 

sigue mediante los escritos presentados por las 
partes, esto es, predomina la escritura sobre la 
oralidad, lo que dificulta el conocimiento directo 
del Juez con las partes, al resolver los asuntos con 
base en las constancias integrantes del 
expediente, ello perjudica a la mujer indígena al 
verse obligada a hablar en español y no en su 
dialecto debido a que en los Juzgados se carece de 
intérpretes y traductores, siendo suficiente para el 
Juez el que la mujer haya manifestado hablar y 
entender suficientemente el español o castellano. 
Así, el asunto expuesto al conocimiento del Juez, 
se analiza sin haber conocido directamente a la 
demandante o denunciante, con base en lo que 
quedó escrito en el expediente. 

Además, se ha observado que los 
juzgadores dictan sus resoluciones, en la mayoría 
de los casos, sin haber recabado el peritaje 
antropológico cultural para que resuelvan el 
asunto con conocimiento del entorno cultural así 
como de las costumbres prevalecientes en la 
comunidad indígena correspondiente.

Otra causa que dificulta un pleno acceso 
a la justicia para la mujer indígena, es de carácter 
económico, las grandes distancias existentes entre 
su lugar de origen a las cabeceras municipales 
donde se localizan las oficinas de gobierno 
(Juzgados, Agencias del Ministerio Público), 
impiden que acudan a denunciar las conductas 
ilícitas de las que son objeto. 

LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
INDÍGENA EN SAN LUIS POTOSÍ.

En algunas regiones los indígenas son 
juzgados sin tomar en cuenta su entorno cultural 
ni los usos y costumbres de su comunidad. En 
algunos casos carecen de una defensa adecuada, 
al omitir designarles un intérprete o un traductor 
cuando no dominan suficientemente el castellano, 
lo que se traduce en violación a sus garantías 
individuales y a los artículos 9 y 10 de la Ley 
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos 
Indígenas, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el 13 de marzo del 2003, preceptos 
conforme a los cuales es derecho de todo 
mexicano comunicarse en la lengua de la que sea 
hablante, sin restricciones en el ámbito público o 
privado, en forma oral o escrita, para lo cual es 
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obligación del Estado garantizar el derecho de 
los pueblos y comunidades indígenas el acceso a 
la jurisdicción del estado en la lengua indígena 
de que sean hablantes. Para garantizar ese 
derecho, en todos los juicios y procedimientos 
en que sean parte, individual o colectivamente, 
se deberán tomar en cuenta sus costumbres y 
especificidades culturales respetando los 
preceptos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Además, en las 
entidades federativas y en los municipios con 
comunidades que hablen lenguas indígenas, se 
adoptarán e instrumentarán las medidas 
tendientes a que en los juicios, los indígenas 
sean asistidos, en todo tiempo, por intérpretes y 
defensores que tengan conocimiento de su 
lengua y cultura. 

En San Luis Potosí, se ha avanzado en 
materia de Justicia hacia la población indígena. 
Se reformó la Constitución Local para reconocer 
a los pueblos originarios como sujetos de 
derechos, sus sistemas normativos, así como las 
autoridades tradicionales.

Asimismo, se expidió por el Poder 
Legislativo del Estado La Ley de Administración 
de Justicia Indígena y Comunitaria, otorgando a 
los Jueces Auxiliares de esas comunidades, 
competencia para conocer y resolver, vía 
conciliación los conflictos de sus habitantes, 
aplicando los usos y costumbres propias de cada 
comunidad. Se trabaja actualmente, en la 
capacitación y orientación a los mencionados 
jueces en la aplicación de la Ley, por la Comisión 
de Justicia Indígena del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado.

Por otra parte, es de sentido común 
afirmar que una buena legislación, per se, no 
erradica la problemática social de los habitantes 
de los pueblos originarios. Así, verbigracia, la 
violencia y demás conductas ilícitas ejercidas 
contra la mujer indígena, no van a desaparecer 
por contar con una adecuada legislación ni 
porque el Juez pronuncie un fallo favorable a sus 
intereses. Éste es un problema que se combate 
con una política social de estado que fomente 
valores como la solidaridad, respeto, 
responsabilidad, tolerancia, etcétera, en las 
nuevas generaciones, por ejemplo, mediante 
políticas de educación que fomenten esos 
valores desde la niñez. En suma, debe existir 
voluntad polít ica  en las  autoridades 
gubernamentales, así como una coordinación 
entre todas aquéllas relacionadas con la 
atención a las personas indígenas, para evitar la 
diversificación de criterios, uniendo esfuerzos y 
voluntades para lograr la finalidad que se 
persigue: la erradicación de la violencia contra la 
mujer indígena desde la niñez hasta la edad 

adulta.

La expedición de la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 1° de febrero del 2007, y la Ley de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado de San Luís Potosí, 
publicada en el Periódico Oficial de la Entidad, el 
7 de agosto del 2007; son los primeros pasos 
para atender éste problema. 

La estadística recabada por el Poder 
Judicial del Estado, arrojó que existen 122 
procesos donde la mujer indígena con el carácter 
de parte ofendida, ha sido violentada por 
diversidad de conductas delictivas, entre los que 
predominan las de violencia familiar, 
incumplimiento de las obligaciones de asistencia 
familiar, lesiones, violación, abuso sexual 
calificado, estupro e incesto . 

De ese número de mujeres ofendidas, 
30 pertenecen al pueblo indígena Tenek o 
Huasteco; 115 al pueblo indígena  Náhuatl, y 5 al 
pueblo originario Xi´oi o Pame. 

A raíz de las reformas constitucionales, 
iniciadas básicamente después de la firma del 
Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo, la adición al artículo 4º 
Constitucional, al 27, y la reforma federal del 14 
de agosto del 2001, la cual modificó los artículos 
1º, 2º, 4º, 18 y 115 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
Derechos y Cultura Indígena; obligó a definir una 
nueva relación del Estado, la Sociedad y los 
Pueblos Indígenas y sus Comunidades; 
rompiendo con ello, con el pensamiento 
imperante de la integración cultural como 
sustento para el progreso de los Pueblos 
Indígenas, a quienes se les reconoce la 
capacidad para crecer y desarrollarse dentro de 
sus propios cauces.

En el Estado de San Luis Potosí, los 
cambios comenzaron con la reforma integral de 
la Ley Fundamental del Estado, en su artículo 9º 
(publicada en el Periódico Oficial del Estado el 11 
de julio del 2003), posteriormente, el 13 de 
septiembre de ese año, se publicó la Ley Sobre 
Derechos y Cultura Indígena, reglamentaria del 
artículo 9º Constitucional; lo que generó 
cambios en la Legislación secundaria, naciendo 
instituciones como la Defensoría Social. Por 
decreto 279, se reformó la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado adicionando el artículo 
66 Bis, para otorgar a los Jueces de Menor 
cuantía la facultad de actuar como instancia 
conciliatoria, en los conflictos entre personas 
indígenas, aplicando sus usos y costumbres. 

En el capítulo relativo a la Impartición 
de Justicia Indígena, en el mes de enero del año 
2000 el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado, conformó la Comisión de Justicia 
Indígena, con la finalidad de conocer la 
problemática de las tres Etnias asentadas en el 
territorio del Estado y mejorar la impartición de 
justicia hacia los habitantes de esos pueblos 
originarios; dándose a la tarea los Magistrados 
integrantes de la Comisión, a realizar visitas a las 
Comunidades para conocer de manera directa 
por voz de sus habitantes y autoridades la 
manera en que resuelven los conflictos internos, 
así como las diversas costumbres imperantes en 
cada una de esas localidades. Además del trabajo 
en campo, se realizó un estudio de Derecho 
Comparado y se visitó el Estado de Chiapas para 
conocer el funcionamiento de los Juzgados de 
Paz y Conciliación Indígenas establecidos en esa 
Entidad, a raíz de los acuerdos de San Andrés; 
todo lo cual condujo a la elaboración de un 
proyecto de Ley de Justicia Indígena, el cual hizo 
suyo el titular del Poder Ejecutivo, quien lo envió 
en el mes de julio del 2000 como iniciativa de ley 
al Congreso del Estado, la que después de pasar 
dos legislaturas, fue aprobada por el Poder 
Legislativo en el mes de mayo del año 2006 y 
publicada en el Periódico Oficial del Estado el 1º 
de junio de ese año; cumpliendo así el Supremo 
Tribunal de Justicia con el compromiso contraído 
en el año 2000 para impartir una mejor justicia a 
los Pueblos Originarios, con base en sus sistemas 
normativos, otorgando competencia a los Jueces 
Auxiliares (quienes imparten la justicia indígena 
en sus comunidades), para conocer y resolver de 
determinados asuntos en las materias Penal, Civil 
y Familiar.

Al igual que en la Constitución Federal, 
en la Ley Suprema Local, se reconoce el respeto 
de los Derechos Indígenas para aplicar sus 
propios sistemas normativos en la tramitación y 
solución de las controversias surgidas en las 
Comunidades Indígenas (como parte de su libre 
determinación en el marco constitucional de la 
autonomía), así como el acceso pleno a la 
jurisdicción del Estado (garantizando los 
derechos de las personas indígenas en los 
procedimientos en condiciones de igualdad ante 
la ley). Acceder a la jurisdicción del Estado, 
significa que en los procesos donde sean partes 
las personas indígenas, se tomen en cuenta los 
usos y costumbres de su comunidad de origen.

Para finalizar, considero oportuno citar 
las siguientes palabras expresadas por el Doctor 
Rodolfo Stavenhagen: “No es exagerado afirmar 
que la “injusticia” del sistema de justicia no es 
más que una expresión de una situación más 
generalizada de discriminación y exclusión social, 
que sólo se resolverá si se respetan todos los 
derechos de las Mujeres Indígenas.”.
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CONCLUSIONES

PRIMERA.- Para lograr desarrollarse a 
plenitud como ser humano, la mujer indígena ha 
enfrentado, desde tiempos remotos, múltiples 
obstáculos.

S E G U N D A . -  L a s  c a u s a s  q u e  
obstaculizan a la mujer indígena tener a un pleno 
acceso a la justicia, entre otras, son el modelo de 
familia patriarcal, las condiciones de pobreza 
extrema en que viven, el analfabetismo 
funcional, la desnutrición, la marginación y la 
discriminación racial; así como que no se tomen 
en cuenta los usos y costumbres de su comunidad 
durante los juicios o procesos.

TERCERA.-  Los pueblos originarios 
asentados en el territorio del estado de San Luis 
Potosí, son el Tenek o Huasteco, el Náhuatl y el 
Pame o Xi´oi. 

CUARTA.- El alcoholismo constituye 
una de las causas generadoras de violencia física 
y moral hacia la mujer indígena, contra quien se 
cometen delitos principalmente de Lesiones, 
Violación, Abuso Sexual e Incumplimiento de las 
Obligaciones de Asistencia Familiar.

QUINTA.- Las personas indígenas son 
juzgadas sin tomar en cuenta su entorno cultural 
ni los usos  y costumbres de su comunidad; se 
omite designarles un intérprete o traductor 
conocedor de su lengua y cultura, como lo 
establecen los artículos 9 y 10 de la Ley General 
de Derechos Lingüísticos de los Pueblos 
Indígenas.

SEXTA.- En San Luis Potosí se reformó la 
Constitución Local para reconocer a los pueblos 
originarios como sujetos de derechos, sus 
sistemas normativos, así como las autoridades 
tradicionales. Se expidió por el Poder Legislativo 
del Estado, la Ley Reglamentaria del Articulo 9º 
Constitucional sobre derechos y culturas 
indígenas.  

OCTAVA.- El 1º de junio del 2006, se 
expidió la Ley de Administración de Justicia 
Indígena y Comunitaria del Estado, otorgando a 
los Jueces Auxiliares competencia para conocer y 
resolver los conflictos de sus habitantes, de 
manera conciliatoria, aplicando los usos y 
costumbres de su comunidad. El 7 de agosto del 
2007, se publicó en el Periódico Oficial del 
Estado, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia, y la más reciente la Ley de 
Consulta Indígena publicada en el Periódico 
Oficial el 6 de julio del 2010.

NOVENA.- El Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia del estado de San Luís Potosí, 
en el mes de enero del año 2000, creó la Comisión 

de Justicia Indígena con la finalidad de conocer la 
problemática de los pueblos originarios 
asentados en el territorio del  Estado y mejorar la 
impartición de justicia hacia sus habitantes, lo 
que condujo a la elaboración de un proyecto de 
Ley de Justicia Indígena que en el mes de julio del 
2000, se envió al Congreso del Estado como 
iniciativa de Ley por parte del titular del Poder 
Ejecutivo. Actualmente la Comisión trabaja 
impartiendo capacitación y orientación a los 
Jueces Auxiliares sobre la aplicación de la Ley de 
Justicia Indígena y Comunitaria.

P R O P U E S T A S:

San Luís Potosí, se ha colocado a la 
vanguardia entre los Estados de la República 
Mexicana, en contar con una legislación de 
avanzada en la materia. Así, podría pensarse que 
ya no hay más por hacer, pero adoptar este 
pensamiento significaría asumir una postura 
conformista y estática, cuando se sabe que los 
fenómenos sociales, entre los cuales se 
encuentra el Derecho, son por definición 
dinámicos por lo que deben adecuarse a los 
cambios que acaecen en la realidad social.

Por tanto, a ocho años de la Reforma 
Constitucional Local, a cuatro de la expedición de 
la Ley de Administración de Justicia Indígena y 
Comunitaria del Estado, y a tres años de la 
promulgación de la Ley de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, para cumplir con un 
pleno acceso a la justicia de la mujer indígena, 
formulo las siguientes propuestas: 

I.- El establecimiento de una política de 
estado tendiente a combatir y erradicar la 
violencia de género y por origen étnico, que 
resalte los valores y derechos que como ser 
humano tiene la mujer indígena.

II.- La adopción de una política estatal 
que fomente la contratación de personas de 
origen indígena en los órganos legislativos, 
judiciales, ministeriales y penitenciarios, para 
lograr una mejor y eficaz administración de 
justicia hacia los Pueblos Originarios. 

III.- Contratar intérpretes y traductores 
que estén adscritos a los juzgados ubicados en los 
distritos judiciales con población indígena para 
garantizar que en los juicios o procesos en que 
sean parte personas indígenas, tengan una 
adecuada defensa al ser asistidas por personas 
hablantes de su lengua y conocedoras de su 
entorno cultural. 

IV.- Que las instituciones encargadas de 
la procuración, defensoría y administración de 
justicia, a nivel federal y estatal, actúen de 
manera coordinada para capacitar, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, a ministerios 

públicos, defensores, jueces y Magistrados, en el 
conocimiento del derecho indígena, de los 
ordenamientos internacionales ratificados por 
nuestro país, así como de la diversidad cultural y 
lingüística de los pueblos originarios.

V.- Concientizar a los servidores  
judiciales para que en los procesos en que sean 
parte personas indígenas, recaben de oficio los 
peritajes antropológicos culturales con la 
finalidad de resolver los asuntos con base en el 
conocimiento de su cultura, usos y costumbres 
imperantes en sus Comunidades, para lo cual se 
propone reformar el artículo 248 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado Libre y 
Soberano de San Luís Potosí, con la finalidad de 
que quede como obligación del juzgador recabar 
de oficio el dictamen antropológico cultural, 
dado que conforme a la actual redacción del 
citado precepto, sólo queda como una facultad 
del juez, al establecer: “…se procurará allegarse 
dictámenes periciales”.

VI.-  Para cumplir con la garantía de 
debido proceso, en los procesos en que una 
mujer indígena sea parte, designarle un 
intérprete o traductor conocedor de su lengua y 
entorno cultural. 

VII.- Que el Poder Judicial del Estado, 
continúe organizando seminarios, talleres, ciclos 
de conferencias, con la finalidad de capacitar y 
mantener actualizado al personal jurídico 
(Secretarios de Acuerdos y Proyectistas, Jueces y 
Magistrados) en el conocimiento de la legislación 
Internacional y Nacional sobre la materia; de las 
tradiciones, cultura, cosmovisión y costumbres 
de los pueblos originarios, para estar en 
condiciones de velar por el respeto de los 
derechos de las mujeres indígenas  a ser juzgadas 
conforme a sus usos y costumbres imperantes en 
sus comunidades y a su entorno cultural, 
respetándoles los derechos consagrados a su 
favor en los ordenamientos internacionales, en la 
Constitución Federal, la particular del Estado y 
Leyes secundarias.

VIII.- Que los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo del Estado, asuman el compromiso de 
otorgar al Poder Judicial el presupuesto 
requerido para cumplir con los compromisos 
contraídos en beneficio de los pueblos 
originarios, particularmente de los niños, 
ancianos y mujeres indígenas.
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humano.
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Por: Mtro. Alejandro Rosillo Martínez
Profesor de la Facultad de Derecho
de la Universidad Autónoma de San 
Luis Potosí.

La Defensa de las Víctimas en la 
Función Jurisdiccional de Vasco De Quiroga

Vasco de Quiroga fue primordialmente un 
abogado y obispo cuya praxis quedó plasmada en 
su quehacer como oidor y en sus fundaciones de 
pueblos-hospitales e instituciones educativas. En 
este artículo queremos destacar algunos 
elementos de su función como miembro de la 
Segunda Real Audiencia de Nueva España. Este 
órgano fue el que ejerció las funciones de 
gobierno, previo a la existencia de los virreyes, y 
entre sus principales funciones estaba la de ser el 
órgano de impartición de justicia. Recordar 
brevemente la manera en que Quiroga practicó 
su función jurisdiccional es importante, pues es 
un ejemplo de defensa de los derechos de las 
víctimas. Además, mantener viva la memoria 
sobre los proyectos de don Vasco no es algo ajeno 
a las conmemoraciones que este año se han 
realizado sobre el  Bicentenario de la 
Independencia de México. En 1769, el rector del 
Colegio de San Nicolás, Juan Joseph Moreno 
publicó una biografía del fundador; su impacto 
fue tan importante entre los estudiantes que 
comenzaron a debatir sobre la organización 
social ideal debido a la experiencia de los 
pueblos-hospitales; se retomó la enseñanza de 
las lenguas indígenas y hubo un acercamiento a 
los pueblos. De ahí que no es de extrañarse que el 

Colegio se volvió un semillero de movimientos 
independentistas: Miguel Hidalgo fue su 
estudiante y posterior rector, y José María 
Morelos estudió en sus aulas. No por nada, al 
vencer las tropas realistas al ejército insurgente, 
se decretó el cierre del Colegio y se destruyeron 
los retratos de Quiroga.

Vasco compartió, con cierta seguridad, 
los planteamientos teóricos iusnaturalistas y 
humanistas de la filosofía de otros defensores de 
indios; conoció y tuvo conversaciones con 
Bartolomé de Las Casas y contó con la 
colaboración de Alonso de la Veracruz en la 
diócesis de Michoacán. Si bien no compartió con 
ellos todas sus posturas políticas, el fundamento 
filosófico que pudo tener Quiroga en cuanto a la 
justicia y al derecho tendría estrecha relación con 
el de ellos. Pero, desde su calidad de abogado y 
funcionario de la Audiencia, incorporó en su 
pensamiento corrientes humanistas y el derecho 
romano. Debemos considerar que “[e]stamos 
ante un hombre que sobresale por su mentalidad 
laical en el ejercicio de su profesión en su papel de 
abogado, juez, oidor e incluso obispo”, y desde 
estas múltiples facetas hemos de valorar la 
defensa que hizo de los indígenas.

Como miembro de la Segunda Audiencia, 
Quiroga realizó el juicio de residencia contra 
Nuño de Guzmán y su gente. Por eso pudo 
conocer de forma cercana las injusticias y abusos 
cometidos contra los indios. La Audiencia había 
recibidos las quejas y peticiones de los indios, y 
tenía el deber de hacer justicia. Guzmán se había 
ensañado con la población indígena, pues desde 

su gobernación en Pánuco, iniciada en 1526, 
había ganado una fortuna vendiendo indios 
esclavos, productos de supuestas guerras, que 
había exportado a las islas donde los colonos 
carecían ya de esta mano de obra. Como 
presidente de la Audiencia de México, junto con 
otros oidores y colaboradores, Nuño extendió a 
Nueva España las prácticas esclavistas.

Las principales denuncias de Quiroga 
tienen relación con el trabajo forzoso a que 
someten a los indios en las minas. Por eso, ante la 
provisión real de 20 de febrero de 1534 por la que 
la Corona vuelve a permitir la esclavitud por 
rescate o justa guerra en las Indias, Quiroga 
denuncia cuál será su auténtico uso: llevar a los 
indios al trabajo en minas para que mueran y los 
pueblos queden sin habitantes. Quiroga afirma 
que “los que tienen minas y no tuvieren ánimas ni 
ánimos de poblar la alaben [la provisión real]; 
que los verdaderos pobladores, cierto soy, ven 
claro lo que es: la total perdición de toda la tierra. 
Porque, aunque a aquéllos hincha las bolsas y 
pueblen las minas, a estos verdaderos 
pobladores destruye y despuebla los pueblos; y a 
estos miserables que por ella, como rebaños de 
ovejas, han de ser herrados quita las vidas con las 
libertades; digo a aquestos pobrecillos 
maceoale”.

Quiroga denuncia que las nuevas 
disposiciones afectarán a los más pobres de entre 
los oprimidos, es decir, a los indios maceguales. 
Estos eran los que estaban en la situación más 
riesgosa de ser puestos en esclavitud en función 
de lo normado por la provisión. Ve con claridad 



que la raíz de esta situación tiene que ver con la 
acumulación de riquezas, es decir, “por la 
condición, manera y codicia desenfrenada de 
nuestra nación, que en ninguna manera esto allá 
se podría imaginar cuánto y de la manera que 
sea”. Afirma que “la desenfrenada codicia de los 
que acá pasan lo causa, que por cautivar para 
echar en las minas a estos miserables”. 

La situación en las minas la compara con 
un infierno, donde no existe derecho, y donde la 
situación niega cualquier posibilidad de 
producción y reproducción de vida: “...la 
confusión e infierno de las minas, donde no hay 
orden alguno, sino habita un horror semptierno, 
donde estos pobrecillos miserables, que así han 
de ser herrados, han de ir a maldecir el día en que 
nacieron”. Situación que conduciría a la 
desaparición de los pueblos: “en la buitrera de las 
minas; porque aquéste es el fin de estos 
alborotos y, al fin, ha de ser el fin y el cabo, y 
destrucción también de toda esta tierra, como lo 
fue en las Islas y Tierra Firme, si Dios no lo 
remedia por su piedad”. En efecto, el nuevo 
sistema económico mundial que se iba gestando, 
que requería del oro de las Indias, negaba la vida 
a los pueblos vencidos; por eso, el oidor afirma 
que por obtener riquezas, los encomenderos 
“[l]es sacan las vidas y la sangre y les destruyen 
las almas”.

En general, Quiroga denuncia diversas 
prácticas que conducían a la muerte a los indios: 
“…por aprovecharnos de ellos y para que mejor 
nos sirvamos de ellos, como de bestias y animales 
sin razón, hasta acabarlos con trabajos, 
vejaciones y servicios excesivos, sería una 
especie de tiranía”. “[H]aya más lugar su deseo 
que es éste de poblar las minas: rapiñas, robos, 
fuerzas, opresiones, tomas y violencias, 
tomándoles, talándoles y comiéndoles y 
destruyéndoles lo que tienen, y casas e hijos y 
mujeres, sin ellos saber ni entender ni aun 
merecer por qué…”.

Por otro lado, el tema de la valoración 
que realiza Quiroga sobre los gobiernos indios es 
un tema controvertido. El contexto desde el que 
escribe esta crítica, en su Información de 
derecho, es el siguiente: Quiroga se encuentra 
con indígenas destrozados por la guerra, que 
trataban desesperadamente de adaptarse, para 
poder sobrevivir, a las costumbres, al idioma y a la 
religión de los vencedores. La nobleza y su 
organización política habían venido a menos; si 
en un principio Cortés pensó utilizarla para 
mantener la paz en la región, con el asesinato del 
calzonci se había reforzado su humillación y su 
relegación a un papel simbólico. Lo que 
realmente existía eran indígenas sin pueblos, sin 
lugar, huyendo por los montes, y siendo cazados 
por los conquistadores para llevarlos a las minas. 
Las encomiendas eran un fracaso pues lejos 
estaban de cumplir con su función. La nueva 
provisión de la Corona abría la puerta a conseguir 
nuevos esclavos a través del supuesto “rescate” y 
la “guerra justa”.

En un inicio, a primera vista, la postura de 
Quiroga es totalmente opuesta a las posturas de 
Bartolomé de Las Casas y Alonso de la Veracruz. 
En ellos la valoración de la manera de gobernarse 
de los indios es positiva, y consideran que tenían 
buena “policía” y contaban con leyes. En cambio, 
nuestro autor afirma que carecían de ambas 
cosas, y por eso les aplica el término “bárbaros”. 
No obstante, para hacer una lectura adecuada de 
esta crítica, que además sea congruente con la 

gran valoración que tenía Vasco de los indios en 
general y sobretodo de la praxis que generó a 
favor de ellos, es necesario ubicar la 
funcionalidad de su argumento en cuanto a la 
defensa de la vida y la libertad de los indios.

Desde esta perspectiva, los intereses de 
Quiroga son claros: como oidor debe buscar 
justicia para los indígenas, usando el derecho 
que por su cargo está obligado a aplicar, y 
procurando solucionar su bienestar. La situación 
concreta en que vio a los indios, agravada por la 
previsión esclavista de la Corona, lo conduce a 
escribir su Información en derecho. Es decir, en 
dicho texto, aunque se refiere al pasado de los 
pueblos indios, su informe es con base en el 
presente y los testimonios que escucha de los 
indios, especialmente de los jueces indios y de 
los maceguales, y a partir de ellos busca dar 
solución a estas realidades.

En efecto, nuestro autor realiza la 
división de tipos de gobierno siguiendo a Gerson 
y Aristóteles. Señala que los gobiernos indios no 
tienen ninguna de los tres modos de buen 
gobierno (la real, la aristocracia, y la timocracia). 
En cambio, considera que entre los indígenas se 
dan las tres maneras de mala policía (la tiranía, la 
oligarcia, la democracia). Sobre la base de estas 
clasificaciones, Quiroga afirma “yo las tengo 
cotejadas con las que he visto entre estos 
naturales”, y al margen del texto de la 
Información en derecho se encuentra la 
siguiente frase: “compárense las de estos 
naturales a éstas malas, porque en los efectos 
parecen ser las mismas”. De este par de frases 
podemos corroborar lo que ya hemos dicho: por 
un lado, nuestro autor está dando su parecer 
como oidor y testigo de los hechos, cuando la 
conquista es un hecho consumado, y observa la 
organización política a través de una nobleza 
in d ígen a  mal t rech a ,  f u n c io n a l  a  lo s  
colonizadores –como parece haberlo sido don 
Pedro Cuínierángari– y contando con el 
testimonio de los indígenas maceguales que 
pedían justicia ante la Audiencia; y por otro lado, 
más que una crítica puramente teórica sobre la 
organización política de los indígenas, está 
interesado por los resultados y los efectos. 
Además, es importante tener en cuenta que al 
llegar el oidor ya se habían eliminado diversas 
estructuras de la organización política 
autóctona.

La situación política en que observa a los 
indígenas, lleva a Quiroga dar las siguientes 
apreciaciones: “Porque yo veo que Moctezuma, 
que fue el que presidía entre ellos cuando esta 
tierra se ganó, a quien acataban y tenían como a 
Dios, tenía las condiciones del uno malo”. “Pues 
tampoco veo ni alcanzo que tuvieren la policía de 
los pocos buenos, que procurasen no el bien 
propio, sino el común; antes veo que tenían y 
tienen la de los pocos malos, que procuraban y 
procuran el bien propio, y destruían y destruyen 
el bien y la gente común”. “Y menos veo entre 
ellos la policía de los muchos buenos, que 
principalmente procuren y pretendan el bien 
común y no el propio suyo particular; antes me 
parece veo la de los muchos malos que lo hacen 
todo al contrario”.

Es probable que tanto Las Casas como 
Veracruz conocieran mejor la organización 
política originaria de los indios, y su valoración 
haya sido más justa que la realizada por Quiroga. 
No obstante, el oidor no pretendía, al ser crítico 
de los gobiernos indios, sumarse a las filas de los 

justificadores de la conquista, de la explotación y 
de las tesis de la inferioridad natural. Una prueba 
de esto es el hecho de que en la junta de obispos 
celebrada en 1546, don Vasco firmó junto con 
Bartolomé de Las Casas y otros obispos, las 
conclusiones aprobadas, una de las cuales 
versaba sobre el reconocimiento de los 
principados, señoríos y bienes de los indios. Es 
decir, Quiroga no negaba el dominio y la 
jurisdicción legítima de los indios, pero era crítico 
de ellos al considerarlos tiránicos.

Ahora bien, si Quiroga no deseaba 
justificar la explotación de los indios al considerar 
tiránicos a sus gobiernos, entonces qué 
pretendía. La crítica a los gobiernos indios surge 
de la realidad que observó y la búsqueda de dar 
una solución a los oprimidos y víctimas. Con los 
hechos consumados de la conquista y la 
destrucción de los gobiernos originarios, 
seguramente Quiroga juzgó improcedente la 
pretensión de restablecerlos. Asumía que era 
necesario establecer una ética y una política que 
hiciera viable y justa la convivencia entre 
españoles e indígenas. En este sentido, creemos 
que diversos autores han realizado una 
interpretación idealista de Quiroga: lo presentan 
como un humanista que obsesionado por la 
Utopía de Tomás Moro, por los Saturnales de 
Luciano y los relatos de la Iglesia primitiva hace 
todo lo posible por imponer su proyecto a los 
indios, promoviendo un proceso de aculturación; 
es decir, presentan a un Quiroga utopista más que 
utópico. En cambio, se debe realizar una 
interpretación materialista de la praxis 
quiroguiana: don Vasco se enfrenta a la realidad, 
la interpreta y se hace cargo de ella, y esto lo hace 
desde el marco teórico disponible; es decir, a 
partir de la vivencia de la realidad, del encuentro 
con el otro oprimido y pobre –que no es una idea 
sino una realidad material– y de la indignación 
ética que de esto surgió, interpreta y busca 
soluciones con las categorías cristianas y 
humanistas de que disponía.

Al asumir lo anterior, es necesario tener 
en cuenta la opción por lo pobres que se muestra 
en la praxis de Quiroga. Su crítica a los gobiernos 
indios no se basa en la supuesta superioridad de 
la cultura europea, sino en su incumplimiento del 
bien común. Pero se trata de un “bien común” 
concreto, que tiene que ver son la satisfacción de 
las necesidades materiales para la producción, 
reproducción y desarrollo de la vida, y que parte 
desde la verificación histórica de que todos gocen 
de los bienes para vivir; verificación que debe 
iniciar desde los pobres y los excluidos del 
sistema. No se trata de una pretensión de 
aculturación sino de contar un criterio material 
capaz de juzgar a los gobiernos, tanto indígenas 
como europeos: “Cierto, gran ceguera es la 
nuestra, si esto no vemos y si esto no 
remediamos, habiendo manera tan fácil, tan útil 
y tan buena para cumplir con todo y gozar de todo 
y que gozasen todos”. No obstante, cabe aclarar, 
en la praxis se descubre que, desde otra 
p e r s p e c t i v a ,  Q u i r o g a  v a l o r ó  c i e r t a s  
características del sistema político indígena que 
incorporó a la organización de los pueblos-
hospitales.

La crítica quiroguiana a los gobiernos 
indios se centra en la manera en que satisfacen o 
no las necesidades de vida de los pobres: los 
indios maceguales. No son juicios esencialistas o 
ideal istas,  s ino materiales,  concretos,  
contextuales y a posteriori. En efecto, afirma que 
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los príncipes indígenas son tiranos porque actúan 
“contra los menores y maceoales que poco 
pueden y tienen opresos”, y que “aunque muy 
dócil, tan opresa y tiranizada de los que más 
podían, que no osaban resistir, ni contradecir ni 
alzar cabeza”. La sociedad del reino tarasco 
estaba claramente dividida entre la clase noble 
(acháecha) y la de los indios comunes, 
purépecha. La clase dominante poseía gran 
cantidad de tierras para su sustento, distribuidas 
en todo el territorio del reino, y trabajadas por 
labradores locales o traídos, llamados acípecha. 
Se considera que este grupo era particularmente 
numeroso en Michoacán a comparación de otras 
provincias, además de que los españoles los 
llegaron a considerar en calidad de esclavos. Los 
campes inos ,  apareceros ,  pescadores ,  
comerciantes y artesanos eran quienes 
constituían las clases sociales no pertenecientes 
a la nobleza. 

Si repasamos las críticas a los gobiernos 
indios, una gran cantidad de ellas se refiere a la 
situación de opresión que vivían los maceguales. 
El bien común es verificado por Quiroga en la 
situación de los indios comunes, y condena la 
manera en que la clase noble se aprovecha de 
ellos y les niega el acceso a los satisfactores de sus 
necesidades. Algunos de estos textos son los 
siguientes: “[sobre Moctezuma] y quería y 
trabajaba que sus súbditos ni pudiesen ni 
supiesen ni entendiesen, ni tuviesen libertad de 
alzar los ojos a mirarle, ni traer buenas mantas ni 
calzado delante de él ni aun oler, según todos 
afirman, ciertas rosas, porque eran buenas y 
olorosas, ni de comer gallinas y cosas buenas 
semejantes”. “Con otras cosas peores, muchas 
que en perjuicio del común de esta pobre gente 
moceoal se cree y tiene por muy cierto que 
hacen; y no se entiende ni se pueden remediar 
por estar como están así bárbaros y derramados: 
así de prenderlos por su autoridad en cepos y 
cárceles y prisiones endiabladas que tienen, 
donde nunca parecen, según dicen, más algunos 
de ellos, sin poderse averiguar, por más 
diligencias que haya, qué se hizo de ellos, como 
haciéndolos esclavos, porque no les pueden 
acudir tan presto con el tributo incomportable 
por su gran miseria, o porque los hallaron malos y 
los curaron o los dieron algo con que se curasen, o 
por otras cosas semejantes, cosa de mucha 
lástima e inhumanidad”.

Además de establecer el criterio del bien 
común verificado desde la satisfacción de las 
necesidades de los indios comunes, la crítica de 
Quiroga tiene por lo menos otras dos finalidades: 
servir de base para descalificar uno de los tipos 
legales de esclavitud y fortalecer la crítica a la 
opresión y explotación. Por un lado, la crítica a la 
nobleza india no era tan sólo una referencia al 
pasado, sino que seguramente buscaba 
deslegitimarla al darse cuenta de que si bien en 
ciertas ocasiones servía de cohesión entre 
algunos pueblos indios, también era funcional a 
los intereses de los colonizadores. Al respecto, 
Martínez Barac señala que “la sumisión a una 
autoridad superior era condición para el 
mantenimiento de las autoridades y formas de 
gobierno locales. También se ha hablado de una 
suerte de indirect rule, dominio indirecto, en el 
que la clase dirigente india quedó en el papel de 
intermediaria entre los pueblos de indios y las 
autoridades y encomenderos españoles”. En este 
contexto, Quiroga denuncia cómo la nobleza 
india explota a los indios comunes para el pago de 
los tributos a los españoles: “son los principalejos 

que éstos [los macegulaes] tienen entre sí y sobre 
sí; que, según muchos, se quejan aún ahora so 
color de recoger de la gente maceoal, que es de la 
gente común de que tienen cargo, los tributos 
para su Majestad y para sus amos y comenderos 
españoles. Se quejan los cobran para sí más 
acrecentados que solían y los alquilan por 
tamemes, hasta que mueren por los caminos, por 
beberse ellos las botijas de vino que los 
españoles les dan por ello”.

Por otro lado, Quiroga critica a los 
caciques indios que, como describe en el párrafo 
citado líneas arriba, apresaban a los indios 
comunes “como haciéndolos esclavos”, y que los 
españoles negociaban con ellos para, amparados 
en la provisión real, los legalizaban bajo la 
categoría de “esclavos de rescate”. Por eso, la 
crítica quiroguiana a las formas de gobierno no 
sólo se enfila a los nobles indios sino también a 
los colonizadores españoles: tan tiránicos son 
unos como otros, pues ambos niegan sus 
libertades a los indios comunes: “aunque los 
libraron del tirano y bárbaro, pero no de la tiranía 
y barbarie en que estaban”; y las formas de 
explotación aumentaron y empeoraron: 
“habiendo como hoy hay tantos Moctezumas 
que mantener en esta tierra, yo no siento cómo 
se puede sufrir mayormente acrecentándoles 
éstos y no disminuyéndoseles los otros que solían 
dar a sus principales”. Estas “nuevas tiranías” 
establecidas en las Indias, deslegitimaban la 
presencia de los españoles: “[S]i estaban antes de 
la venida de los españoles en una tiranía puestos, 
opresos y tiranizados, ahora, después de venidos, 
los veo que están en ciento entre nosotros, 
debiendo ser todo al contrario…”.

Como hemos mostrado, Quiroga critica a 
los gobiernos indios y colonos por no ocuparse de 
los indios comunes, que eran los que más sufrían 
la opresión y la pobreza, y los que requerían un 
cambio en la política para evitar su muerte. Por 
eso, el oidor valora –al grado de considerarlo un 
regalo divino– la manera en que los indios se 
acercaban a la Audiencia a pedir sus libertades en 
contra tanto de la “tiranía” de sus caciques como 
de los encomenderos: “Pues Dios permitió que 
yo, por experiencia cierta, lo viese y entendiese y 
supiese no como privado, sino como en la 
audiencia de sus libertad, que me está cometida 
por esta Real Audiencia, que hago cada día con 
sencillez y llaneza entre estos indios naturales 
sobre sus libertades, donde concurren de 
muchas y diversas partes gentes muchas a pedir 
sus libertades y otras cosas, como quien sale y se 
escapa de una tan gran tiranía, como era en la 
que hasta ahora (que se ha entendido la cosa) 
siempre estaban”.

E s t e  t i p o  d e  a c c i o n e s  f u e r o n  
empoderando a los maceguales, y seguramente 
fue algo de lo que se percató Quiroga. Ante esto, 
hay voces críticas que consideran un error este 
tipo de acciones, pues a la larga el ataque a la 
nobleza indígena fortaleció a las estructuras 
coloniales sin beneficiar a los indios comunes. 
Así, por ejemplo, Serrano Gasset señala:

“Se va completando así, aunque esta no fuera 
la intención de Don Vasco, la obra de la 
conquista. Sin pretenderlo, los reformistas, en 
su afán destructivo de lo que consideraban 
crueles sistemas tiránicos, terminaron por 
acabar con toda la estructura jerárquica india, 
con un resultado final que no fue el de elevar a 
todos los indios pobres a un orden superior, de 

mayor civilidad física y espiritual, sino el de 
arrastrar a todos, nobles y comunes, a una 
penuria mayor que la anterior, una vez que fue 
imposible la implantación de la utopía”.

Este tipo de críticas tiene algo de cierto: 
el debilitamiento de la nobleza india era 
funcional al fortalecimiento de las estructuras 
coloniales, pero pasa por alto que esas noblezas 
indias eran ya en sí mismas funcionales a los 
colonizadores. Ni una ni otra opción significaba la 
promoción de la vida de los indios comunes, pues 
finalmente eran víctimas de las negociaciones 
que podían establecerse entre sus dos tipos de 
gobernantes. Las soluciones podrían entonces 
ser dos: la última y más radical de Las Casas, o la 
de siempre de Quiroga y la primera de Las Casas; 
es decir, exigir el abandono total de las Indias por 
parte de los españoles y restituir los gobiernos 
independientes a los pueblos indios, o buscar 
una organización social –la utopía– donde los 
indios pudiesen organizarse con cierta 
autonomía, conservando lo mejor de sus 
culturas, conviviendo con los españoles y 
contando con la suficiente protección de la 
Corona. Para Las Casas la segunda opción 
significó un fracaso que lo condujo a radicalizar su 
postura; en cambio, Quiroga tuvo un gran éxito 
con sus hospitales-pueblo y, a juzgar por el 
contenido de su testamento, pensó que eso 
podía expandirse y perpetuarse en beneficio de 
los indios. En este sentido, la misma Serrano 
Gasset matiza su crítica al reconocer que Quiroga 
“vivió en un momento más abierto, donde 
todavía parecía posible incidir en el rumbo de la 
conquista, no fingió el gobierno conveniente, 
sino que intentó realizarlo”.

Ahora bien, su acercamiento a la realidad 
de opresión que padecían los indios, también 
repercutió en el uso que del derecho hacía 
Quiroga. José Luis González describe de la 
siguiente manera esta conversión: “La realidad 
del nuevo mundo, cambió al abogado Vasco de 
Quiroga. El hombre de leyes, funcionario y 
burócrata, experimentó una gran transformación 
personal en contacto con la realidad que 
encontró en la Gran Tenochtitlan. El Vasco de 
Quiroga mexicano, fue resultado del impacto que 
la miserable condición en que habían quedado 
los indios vencidos tuvo en el humanista recién 
llegado. Aquí, el leguleyo pragmático y el 
cancerbero conservador del orden establecido 
en la metrópoli, se transformó en el extraño 
utópico que se arriesgó a ensayar un nuevo orden 
social en el que, los indios que se refugiasen en él, 
podrían vivir al resguardo de muchas de las 
perversidades del nuevo orden implantado”.

Vasco comprendió que la justicia para los 
indios dependía en gran medida de “una 
adecuación del derecho castellano a la compleja 
realidad indígena”, y por eso “abrevió el 
procedimiento en los juicios civiles relativos a los 
pleitos entre indios y españoles y, sobre todo, en 
las peticiones que se referían a libertades de 
esclavos”. En efecto, en su Información en 
derecho hace ver que la aplicación de la provisión 
esclavista es un derecho que se aplica lejos de la 
realidad de los indígenas: “…y la manera y 
comodidad de su vivienda derramada, y la 
manera de los españoles y como a esta causa 
semejantes justificaciones y remedios al hecho ni 
a estos naturales no se pueden aplicar, queda que 
habemos de decir que las tales justificaciones 
sirvan solamente de bien parecer, y no a los 

Revista del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí

página
19



20
página

hechos, sino a las palabras, y que por esto tal se 
pueda decir que la ley ha sido aplicada a las 
palabras y no a la realidad”.

Esta opción por los pobres llevó a 
Quiroga a valorar de manera muy positiva la 
manera en que los maceguales comenzaban a 
presentarse ante la Audiencia para pedir justicia 
y exigir el respeto de sus libertades: “Lo cual 
todo, con el auxilio y favor divino, iba ya cesando 
y la cosa se entendiendo y se desentiranizando, 
y la gente maceoal se animando y esforzando, y 
pidiendo su justicia y libertades (por sus libelos 
de pinturas), por tan buena manera y con tanto 
silencio (que es el culto de la justicia), que esto 
es cosa increíble a quien no lo ve, y tanta 
consolación y gozo del ánima para quien en ello 
entiende, que no se siente el trabajo del cuerpo 
que se recibe ni el quedar defraudado en las 
horas del comer y reposo, porque sus 
intenciones, simplecillas y buenas, no queden 
defraudadas en sus libertades; y en la notoria 
justicia y derecho que en ello, a mi ver, tienen, 
pretenden y piden, con tan buenos modos y 
maneras y medios, reposo y razonamientos que 
tienen en lo pedir, que cierto es, a mi ver, gran 
vergüenza y confusión para la soberbia nuestra”.

Las pinturas a que se refiere Quiroga son 
los códices, que constituyen testimonios 
documentales relativos a diversos temas de los 
pueblos indígenas. Son manuscritos con 
pictografías con carácter ideográfico; eran 
hechos por las tlacuilos, expertos en el arte de la 
escritura. En el siglo XVI, los indígenas usaron la 
escritura pictográfica como prueba legal frente a 
los tribunales españoles. Estos fueron utilizados 
como pruebas en contra de encomenderos, 
colonos y funcionarios reales por diversos 
abusos. También fueron usados “en litigios de 
las cabeceras indígenas en contra de sus sujetos 
tributarios y viceversa; en contratos de compra-
venta de casas y en contratos tributarios entre 
los pueblos y la nobleza, los encomenderos o la 
propia corona; como testimonio de méritos y 
servicios prestados al nuevo poder por parte de 
los principales y por los propios pueblos, y 
finalmente, como testamentos y mapas de las 
propiedades de los individuos o pueblos”. 
Además, los códices posthispánicos describen 
las condiciones sociales de explotación y 
dominio  de los  pueblos  indios ,  con 
descripciones sobre el despojo sistemático de 
sus tierras, el cobro elevado de tributos, la 
explotación laboral, entre otros abusos.

Esto era parte de lo que los indios 
demandaban ante la Audiencia, y de lo que 
Vasco hace referencia en su Información en 
derecho; los códices eran aceptados “como 
documentos probatorios de diversos asuntos”. 
En efecto, señala que a través de estos 
documentos los indios defienden sus derechos: 
“[T]an bien dicho y alegado por sus pinturas 
como lo supieron hacer Bartulo y Baldo en sus 
tiempos por escrito”. Ésta es tan sólo una 
muestra de cómo fue adaptando el derecho 
castellano a las realidades indígenas, buscando 
proteger sus libertades y hacer justicia.

En su Información en derecho ,  
refiriéndose a algunos de los efectos de la 
provisión esclavista, Quiroga realiza una crítica 
sobre el modo ideologizado de operar el 
derecho. Afirma que no basta la expedición de 
leyes si en los hechos no se dan las acciones 
necesarias para evitar la muerte, y que seguir 
permitiendo la esclavitud de los indios es 

permitir su explotación y su muerte, y cualquier 
otra norma que se pretendiese dar sería “ley 
solamente a las palabras”. Pero no bastaba la 
prohibición legal de la esclavitud sino que urgía 
tomar medidas para reconstruir la sociedad y 
evitar que los indios anduvieran sin “buena 
policía” expuestos a los abusos de los 
conquistadores: “…han de ir de necesidad a parar 
a la buitrera del hierro de guerra o de rescate, 
como dicen, de cangas o de mangas, y de ahí 
consumirse en la sepultura de las minas, como 
tengo dicho, sin embargo de todas las 
ordenanzas sobre ello hechas, y que se harán, 
pues ningún remedio de ésto basta, que todos 
quedan cojos y cortos y llegan muy tardíos o 
nunca, si las ocasiones y raíces, de donde tantos 
males y pestilencias que los acaban nacen, no se 
cortan. Porque sin esto, en esta tierra, todo otro 
remedio y toda otra ordenanza es imposible y es 
dar ley solamente a las palabras; porque en las 
obras, permitida una vez la cosa y dada la 
ocasión, hay imposibilidad en el cumplimiento de 
las justificaciones, modos, maneras, condiciones 
y limitaciones con que se permite, y mucha 
licencia y facultad y atrevimiento y soltura en las 
tiranías, fuerzas y robos y agravios y malos 
t ratamiento s ,  que  a  causa  de l  g ran  
derramamiento de los indios y de estar así como 
están por los campos solos, donde no les dejan 
de hacer males y daños, robos y violencias, y 
tomas de tamemes y comidas, y de hijos y 
mujeres, sino solamente el que no quiere, porque 
el que quiere, que son casi todos los españoles, 
bien sabe que no tiene de qué se temer”.

La lucha por el acceso a la justicia por 
parte de los indígenas fue una manera en que 
Quiroga contribuyó con la igualdad. En su 
Información en derecho denuncia cómo aquéllos 
no tenían acceso a la justicia, pues al tratar de 
interponer alguna demanda eran acusados de 
desacato y rebeldía por los encomenderos; es 
decir, exigir sus derechos era para ellos una 
acción ilegal: “…luego el español dice que osarse 
quejar el indio a la audiencia del territorio es 
grande desacato y señal de levantamiento, como 
en la verdad sea de seguridad y sosiego, pues 
pide justicia de su injuria a los ministros de su rey, 
que es señal de no la querer él tomar por sus 
manos; y que ya los indios se les atreven y se les 
atreven y se quieren levantar, y así luego los 
levantan que rabian”. 

Hemos comentado la manera en que el 
oidor ejerció su función escuchando las 
demandas de los indígenas nobles y maceguales. 
Esto significó tanto una limitación a los abusos de 
los españoles sobre los indígenas como un 
empoderamiento de los maceguales ante los 
encomenderos y la nobleza indígena. 

La trascendencia de esta manera de 
ejercer la justicia fue tal que una de las primeras 
iniciativas de Mendoza fue aceptar la innovación 
de escuchar a los indios en la propia casa, como lo 
había comenzado a hacer Vasco. Gracias a esto se 
reducían los costos a los indios, en especial para 
aquéllos que venían de lugares fuereños y tenían 
que pasar días esperando su audiencia. Además, 
“Quiroga había agregado a sus tareas de 
funcionamiento, el prolongar las horas de 
audiencia en su propio domicilio, para resolver 
los complejos pleitos, de y entre los indios, que 
requerían de mucha paciencia por la prolijidad de 
desenvolver sus argumentaciones llenas de 
formas de cortesía tan naturales en ellos, 
agregada la monótona repetición de los 
argumentos”.

La igualdad en la impartición de justicia 

que logró Quiroga no se debió a la aplicación 
formal del derecho europeo tanto a los pueblos 
indígenas como a los españoles. El oidor se 
percató de que era necesario tomar en cuenta las 
características específicas y a partir de ellas 
renovar la manera en que se ejercía la judicatura. 
Era consciente de que la manera de acceder a la 
justicia sobre la base del derecho castellano 
terminaría haciéndola materialmente imposible 
para los indígenas. A partir de esta experiencia, 
suponemos que nació la siguiente regla de los 
pueblos-hospitales:

“Cómo se averigüen las quejas, y pleitos, que 
nacieren entre ellos (que sean pocos, o 
ningunos), sin ser menester juez.
Item si alguno de los Indios pobres de este 
Hospital tuviere quejas de otro, o de otros,  
entre vosotros mismos, con el Rector, y 
Regidores lo  averiguaréis  l lana,  y  
amigablemente, y todos digan verdad, y 
nadie la niegue, porque no haya necesidad 
de se ir a quejar al Juez a otra parte, donde 
paguéis derechos, y después os echen en la 
cárcel. Y esto hagáis aunque cada uno sea 
perdidoso; que vale más así con paz, y 
concordia perder, que ganar pleiteando, y 
aborreciendo al prójimo, y procurando 
vencerle, y dañarle, pues habéis de ser en 
este Hospital todos hermanos…”.

Como se observa, la organización que 
propone don Vasco para los pueblos-hospitales 
contemplaba lo que hoy llamamos “mediación”. 
Pero lo más importante es que esto posibilitaba 
que los indígenas rehicieran en parte sus formas 
comunitarias de solución de conflictos, logrando 
cierta autonomía de las estructuras coloniales del 
estado novohispano. Sólo así era posible una 
igualdad real en el acceso a la justicia.

Ésta es tan sólo una 
muestra de cómo fue 
adaptando el derecho 

castellano a las realidades 
indígenas, buscando 

proteger sus libertades y 
hacer justicia
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Investigación y Análisis Sobre la Figura 
Denominada “Jueces sin Rostro”

Por: Lic. Amalia González Herrera
Magistrada de la Tercera Sala del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado.  

“Su adopción proviene de la 
necesidad práctica de proteger 

de posibles atentados o 
venganzas al juzgador, sobre 

todo en el terreno escabroso de 
la delincuencia organizada y 

del narcotráfico. Sin embargo, 
el individuo sujeto a juicio o 

proceso tiene el derecho de ser 
mirado al rostro y de poder 

mirar a los rostros a quien lo 
juzga y de quien lo acusa. Es 

una relación personal, 
humana, en la que no caben 

los subterfugios o las 
interposiciones. A mi juicio es 

imperativo buscar otra solución 
distinta a la de tales jueces. No 

se niega la importancia de 
proteger al juzgador en el cabal 

cumplimiento de su alto 
cometido, pero los jueces sin 
rostro recuerdan el relato de 
Giovanni Papini intitulado “El 

tribunal electrónico”, en El libro 
negro, donde literalmente se 
escupían las sentencias por el 

buzón de una máquina 
precisamente sin rostro.”

Raúl Carrancá y Rivas

La Licenciada María de la Luz Núñez Camacho, ex 
titular de la Unidad Especializada Contra el Lavado de 
Dinero de la Procuraduría General de la República 
(PGR), afirma que “en atención a la violenta actuación 
de los criminales y su reacción a los avances en la lucha 
contra la delincuencia organizada y contra el 
narcotráfico, surge la idea de establecer mecanismos 
para garantizar la seguridad de los jueces que a últimas 
fechas ya no sólo son intimidados, puesto que la 
contraofensiva de la delincuencia organizada ha 
desembocado en asesinatos de jueces y magistrados 
que se negaron a otorgar amparos a jefes de cárteles, 
que al proceder conforme a sus atribuciones y 
responsabilidades quedaron en un total desamparo 
frente al hampa; por esto, es necesario analizar 
diversas posibilidades para dar mayor seguridad a los 
jueces y magistrados, mediante una nueva ley o 
establecimiento de un mecanismo para que los 
responsables de impartir justicia puedan actuar con 
plena seguridad para ellos y sus familias”. Lo anterior 
fue precisado cuando se le cuestionó con respecto al 
establecimiento de “jueces sin rostro” en el territorio 
mexicano. Ante el incremento de atentados contra 
jueces que atienden casos sobre delincuencia 
organizada, varios impartidores de justicia han 
señalado que ya es tiempo que el Consejo de la 
Judicatura Federal analice la posibilidad de recurrir a la 
figura de “jueces sin rostro”, la cual se ha aplicado en 
países de Sudamérica, como Perú y Colombia.

Sobre el tópico, se ha destacado que la figura de 
“jueces sin rostro”, que se impuso en Colombia en los 
tiempos más agudos de la narcoviolencia, “sería 
deseable que se aplicara una medida así en algunos 
tribunales mexicanos donde ya no está garantizada la 
seguridad personal de sus titulares. Hay muchos casos 
que los jueces dejan sin resolver por miedo a las 
amenazas frecuentes que reciben de los criminales más 
peligrosos”.

A) COLOMBIA. 

Contexto social.

Colombia ha estado marcada históricamente por la 
violencia política y social. Desde la década de los 60´s 
se ha hecho notorio un movimiento insurgente, cuyos 
orígenes pueden en parte explicarse en el contexto de 
polarización y guerra fría de esa época. Para enfrentar 
dicho movimiento rebelde, el Estado incorporó a sus 
actividades de contrainsurgencia grupos de civiles 
armados que con el paso de los años se convirtieron en 
un nuevo foco de perturbación del orden público. En el 
decenio de los 70´s irrumpió el fenómeno del 
narcotráfico que, al proyectarse en amplios sectores de 
la sociedad colombiana, dio lugar a nuevas formas de 
criminalidad y corrupción. 

En su momento, Colombia presentó una de las tasas de 
homicidios más altas del mundo. Dentro del contexto 
de violencia debe hacerse referencia a la criminalidad 

ANTECEDENTES

generada por las organizaciones de narcotraficantes, 
que incluso llegaron a ofensivas terroristas, mediante 
la colocación de explosivos en sitios públicos. Existen 
indicios sobre el apoyo que estas organizaciones 
prestan a los grupos paramilitares, que en ocasiones 
actúan como ejércitos privados de los grandes jefes de 
los carteles de la droga. La agravación de la violencia y 
el acrecentamiento del conflicto armado golpearon 
gravemente la economía del país, generando poca 
inversión, desempleo, disminución en la actividad 
productora de alimentos básicos, marginación y 
pobreza. Se estima que, durante el periodo que abarca 
de 1986 a 1995, se calculó en 238,000 el número de 
personas asesinadas, es decir, una   media   de    
aproximadamente 
24,000 homicidios al año. Se constata incluso una 
recrudescencia de la violencia en 1995, en cuyo curso 
se perpetraron 25,398 homicidios.

Las principales víctimas de esta violencia política y 
selectiva (circularon listas de personalidades 
designadas nominalmente para ser asesinadas) 
fueron esencialmente dirigentes de Asociaciones 
Políticas de Izquierda (Parlamentarios, Consejeros 
municipales), Abogados y Defensores de los Derechos 
Humanos, altos Responsables de Partidos 
tradicionales, Artistas, Intelectuales, Periodistas, 
Responsables sociales y sindicales asociativos, ex-
funcionarios gubernamentales, Oficiales militares 
retirados. 

Esta situación fue el resultado de la violencia 
con jugada  de  de l incuentes  comunes ,  de  
narcotraficantes, de la guerrilla, de la milicia, pero 
también y principalmente de policías y militares, que 
actuaron, a menudo, encubiertos por grupos 
paramil i tares,  procediendo a operaciones 
clandestinas y engendrando un verdadero terrorismo 
paramilitar. Esta violencia se alimentó de una 
impunidad también excepcional ya que el 97% de los 
casos de asesinatos puestos en conocimiento de las 
autoridades públicas quedaron impunes mientras que 
solamente el 50% de los casos se denunciaron. Esta 
impunidad cómplice, fue frecuentemente puesta de 
manifiesto desde hace numerosos años por las 
Organizaciones de Defensa de los Derechos Humanos 
nacionales o internacionales, pero a pesar de las 
promesas de los Presidentes, ya que todos se 
comprometieron a desmantelar los grupos 
paramilitares y a castigar a los responsables, esta 
impunidad continuo trabajando. 

En los años ochenta, la agravación de la violencia y el 
acrecentamiento del conflicto por parte de las 
organizaciones de narcotraficantes, implicó un gran 
número de problemas en el ramo de impartición de 
justicia. Los magistrados de las salas Penal y 
Constitucional de la Corte Suprema de Colombia eran 
constantemente amenazados de muerte por parte de 
los narcotraficantes, cuyo cabecilla del cártel de Cali 
era Pablo Escobar Gaviria, vinculado, aseguran, con la 
guerrilla del M19. Una vez que este delincuente fue 
detenido, hubo el temor de que él y algunos otros 
denominados 'Los Extraditables', fueran enviados a 
Estados Unidos, por lo que las amenazas arreciaron. 

Así, el 6 de noviembre de 1985, más de 35 miembros 
del M19 ingresaron al Palacio de Justicia en Bogotá, 
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sede de la Corte Suprema y del Consejo de Estado. 
Apenas entraron asesinaron a dos vigilantes y al 
administrador del edificio. Después se dirigieron al 
piso donde se ubicaban las salas Penal y Constitucional 
de la Corte y continuaron su cometido. El saldo de esta 
acción fueron 11 magistrados muertos, entre los 
cuales estaba Alfonso Reyes Echandía, presidente de la 
Corte Suprema de Justicia; 22 funcionarios, siete 
abogados auxiliares y 11 miembros de la Fuerza 
Pública, además de unos tres civiles. Por la 
intervención de las fuerzas armadas y de la policía 
colombiana murieron cerca de 40 rebeldes y 11 
desaparecieron.

Como consecuencia de este lamentable episodio, en 
C o l o m b i a  s e  l l e v a r o n  a  c a b o  m ú l t i p l e s  
transformaciones en el ramo judicial, las cuales iban 
desde la creación de nuevas figuras delictivas, 
aumento de las penas aplicable, creación de jueces y 
nuevas jurisdicciones, entre otras. En este contexto y 
con el fin de luchar contra esta impunidad y violencia, 
fueron elaborados diferentes Decretos que permitían 
la introducción de jurisdicciones de excepción. Con 
base en un sistema excepcional en virtud del Estado de 
Emergencia, con la finalidad de perseguir y sancionar a 
aquellos delincuentes que se encontraran dentro de 
este régimen de excepción. Precisamente a raíz de 
aquellos hechos se instauraron los “jueces sin rostro”. 

Los principales objetivos de esta jurisdicción de 
excepción eran los siguientes: luchar contra la 
violencia alimentada por la impunidad, sobre todo 
contra la gran criminalidad representada por los 
narcotraficantes, y contra el terrorismo, asimilados a la 
guerrilla. Para esto, los participantes de esta 
jurisdicción de excepción debían beneficiarse del 
anonimato para poder cumplir su función 
eficazmente. 

En Colombia se consideró que introduciendo la figura 
de juez sin rostro podrían solucionar el problema que 
aquejaba a los impartidores de justicia. Se pensó que, 
creando juzgadores anónimos, se protegería a los 
servidores públicos y a su familia, garantizando de este 
modo una correcta impartición de justicia la cual se 
aplicaría sin temor a repercusiones. Sin embargo, el 
resultado fue contraproducente toda vez que lo único 
que se hizo fue encarecer el producto. Los 
delincuentes pagaron cantidades enormes de dinero y 
al final sabían, debido a la propia corrupción y a la 
traición de muchos servidores públicos, quiénes eran 
las personas que llevaban los casos; de modo que 
también ejecutaron a los “jueces sin rostro”, a pesar de 
esconder la identidad de los juzgadores. Como 
ejemplo, al año siguiente de haber establecido la figura 
del Juez sin rostro, fue asesinado el magistrado de la 
Sala Penal Hernando Baquero Borda.

Sistema de Justicia de Orden Público.

Los “jueces sin rostro” fueron creados con el decreto 
numero 2790 de 1990, publicado el 20 noviembre de 
1990, bajo la denominación de Jueces de Orden 
Público. Con la publicación del referido Decreto, se 
estableció que mientras subsistiera turbado el orden 
público y en estado de sitio el territorio de Colombia, la 
Jurisdicción de Orden Público funcionaria con el 
Tribunal Superior, los Jueces, Fiscales y Policía Judicial 
de Orden Público. 

A esta Jurisdicción de Orden Público le correspondía 
conocer de los procesos instruidos por los delitos de 
mayor relevancia, siendo estos el secuestro, extorsión, 
terrorismo, rebelión, sedición y tráfico de drogas.

El artículo 90 del referido Decreto, precisó el número de 
jueces y la fecha en que comenzarían a funcionar los 
mismos. Asimismo, señalaba quien sería la autoridad 
competente para designar a estos jueces. El numeral 90 
establecía lo siguiente:

“ARTICULO 90. A partir del 16 de enero de 
1991, créanse ochenta y dos (82) cargos de 
Jueces de Orden Público, los que serán 
designados por el Tribunal de Orden Público 
de entre las personas que venían 
desempeñando los cargos de Jueces de 
Orden Público o Especializados en los 
despachos suprimidos por este Decreto y 
cuya remuneración corresponderá a la 
señalada para el grado 21 de la escala 
salarial de la Rama Jurisdiccional con sus 
correspondientes primas.”

Así las cosas, la figura de “juez sin rostro” fue creada 
bajo la denominación de Juez de Orden Público, los 
cuales eran designados por el Tribunal de Orden 
Público, mismo que era competente para conocer en 
segunda instancia, los procesos llevados por los jueces 
de orden público. 

En el Decreto 2790 de 1990, del cual se ha venido 
hablando, se estableció una serie de normas de 
seguridad para los funcionarios del orden público. Esta 
serie de reglas fueron las que permitieron que los 
juicios se llevaran a cabo con la reserva de identidad de 
los jueces y magistrados. Destacan las siguientes 
disposiciones:

CAPITULO VII
DISPOSICIONES COMUNES A LA INVESTIGACION Y 

AL JUICIO.

ARTICULO 47. El Director Seccional de Orden 
Público asignará el Juez de Instrucción o de 
Conocimiento que deba controlar o adelantar 
una indagación o un proceso determinado, y 
podrá variar la asignación hecha, siempre que 
lo considere necesario para garantizar la 
reserva de su identidad.

ARTICULO 48. El Director Seccional de Orden 
Público o su Asistente, bajo la reserva 
pertinente, entregarán o recibirán de los Jueces 
de Orden Público y del Jefe de la Sección 
Jurisdiccional los expedientes o providencias 
las cuales agregarán a aquéllos en copia 
autenticada en la que no aparezca la firma del 
Juez.

ARTICULO 49. Durante el proceso todas las 
providencias que dicten los Magistrados y 
Jueces, así como los conceptos de los Agentes 
del Ministerio Público, deberán ser suscritos 
por ellos; pero se agregarán al expediente en 
copia autenticada por el Presidente del 
Tribunal o el Director Seccional de Orden 
Público respectivo en la que no aparecerán las 
firmas de aquéllos. El original se guardará por 
el Presidente del Tribunal o el Director 
Seccional de Orden Público con las seguridades 
del caso.

ARTICULO 50. A fin de garantizar su seguridad, 
cuando el Juez considere conveniente 
mantener la reserva de su identidad o la de los 
intervinientes en el proceso, dispondrá que la 
práctica de pruebas, incluidas la recepción de 
i n d a g a t o r i a  o  d e  v e r s i ó n ,  
contrainterrogatorios, solicitud de aclaración 
de dictámenes o cualquier petición similar, se 
formulen por escrito, o se utilice cualquier 
medio o mecanismo adecuado para tal efecto.

De lo anterior se desprende que, por ser un régimen de 
excepción, se permitía la reserva de identidad de los 
funcionarios que participaban en el conocimiento de la 
causa, esto con la finalidad de garantizar la seguridad 
de los mismos, y una correcta impartición de justicia. 

Sin embargo, con el transcurso de los primeros meses 
de entrar en vigor la Jurisdicción de Orden Público, se 
presentaron varios problemas que no habían sido 
contemplados al momento de su creación, motivo por 
el cual la Justicia de Orden Público fue eliminada con el 
Decreto 2700 de 1991, publicado en el Diario Oficial 
No. 40.190, de 30 de noviembre de 1991, y pasó a ser 
conocida como Justicia Regional.
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Sistema de Justicia Regional.

 Los “jueces sin rostro” conocidos como Jueces del 
Orden Público, desaparecieron a menos de un año de 
ser creados, pero simplemente para cambiar de 
denominación. Los nuevos jueces comenzaron a 
funcionar en el territorio de Colombia con la 
implementación del sistema de Justicia Regional, 
mismo que entró en vigor con el Decreto 2700 de 1991, 
publicado en el Diario Oficial No. 40.190, de 30 de 
noviembre de 1991. Este sistema de Justicia Regional, 
como ya fue mencionado, también surgió a la realidad 
jurídica como un régimen de excepción en virtud de la 
crisis que vivía la impartición de justicia en aquel país. El 
artículo  5 de las Normas Transitorias del Decreto 
señalaba lo siguiente:

“ARTÍCULO 5o. INTEGRACIÓN A LA JURISDICCIÓN 
ORDINARIA DE LA JURISDICCIÓN DE ORDEN PÚBLICO. 
La jurisdicción de orden público se integrará a la 
jurisdicción ordinaria desde el momento en que 
comience a regir este nuevo código. Los jueces de 
orden público se llamarán jueces regionales y el 
Tribunal Superior de Orden Público se llamará 
Tribunal Nacional. La competencia de estos despachos 
no se modifica, continuarán conociendo de los mismos 
hechos punibles que han venido conociendo hasta 
ahora, de acuerdo con los decretos que no impruebe la 
Comisión Especial para convertir normas expedidas en 
ejercicio de facultades de Estado de Sitio en legislación 
permanente.”

Uno de los problemas que presentó la Justicia de Orden 
Público, fue que a pesar de ser un régimen excepcional, 
fue creada sin determinar la fecha en que dejaría de 
funcionar; consecuentemente, a diferencia del Sistema 
de Justicia de Orden Público, la Justicia Regional fue 
creada por un periodo determinado de tiempo. En 
virtud de su excepcionalidad, fue necesario que el 
legislador precisara el lapso por el cual, únicamente 
regiría el sistema; así las cosas, el artículo segundo de 
las normas transitorias del Decreto 2700 señalaba:

“ A R T Í C U L O  2 o .  T E M P O R A L I D A D .  
Transcurridos diez años a partir de la vigencia 
del presente Código, los jueces regionales y el 
tribunal nacional perderán la competencia 
para conocer de los procesos que este código 
les hubiere adjudicado, y la misma será 
asignada a jueces del circuito, o a los que 
designe la ley. 

Sin perjuicio de lo anterior, pasados cinco años 
contados a partir de la vigencia del presente 
Código, el Presidente de la República rendirá 
un informe al Congreso Nacional en el que 
evaluará los resultados de la actividad de los 
jueces regionales y el Tribunal Nacional.”

De lo anterior se desprende que, los “jueces sin rostro” 
o Jueces Regionales, al momento de ser creados se les 
dio un periodo de vida de diez años únicamente.

En Colombia, la administración de justicia en materia 
penal, durante la etapa del juicio, se ejercía de manera 
permanente por: la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, las salas de decisión penales de los 
Tribunales Superiores de Distrito, el Tribunal Nacional, 
los jueces regionales, los jueces penales del circuito, los 
jueces penales municipales, los jueces de menores, los 
promiscuos y los jurados de derecho. También 
administraban justicia los jueces de paz, tribunales 
militares y el Senado de la República.

La Jurisdicción de excepción se integró en el llamado 
Sistema de Justicia Regional, en el cual operaban los 

“Jueces sin Rostro”. La justicia regional la integraban el 
Tribunal Nacional, y los jueces regionales, mismos que 
estaban organizados geográficamente en cinco 
regiones: Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cúcuta 
y seis fiscalías regionales. En general, los jueces 
regionales eran competentes para conocer de los 
siguientes delitos: 

? Tráfico de droga (según la cuantía 
embargada y la naturaleza de los productos 
estupefacientes: heroína, cocaína, marihuana, 
hachís).

? Rebelión y sedición. 
? Extorsión de fondos (más allá de 1.500 000 

pesos).
? Perjuicio a la conducción de fluidos o 

fuerzas motrices por oleoductos. 
? Terrorismo, concierto para delinquir, porte, 

fabricación y tráfico de armas de uso privativo de 
las fuerzas militares, conformación de grupos 
paramilitares, utilización ilegal de prendas de uso 
privativo de las fuerzas militares, el secuestro 
extorsivo y el homicidio con fines terroristas. 

El Sistema de Justicia Regional contemplaba un juicio 
en dos instancias.  El Tribunal Nacional era el órgano 
competente para conocer de los recursos promovidos 
en contra de las sentencias dictadas por los Jueces 
Regionales. El artículo 69 del Decreto 2700 de 1991 
delimitaba la competencia del Tribunal Nacional de la 
siguiente manera:

“ARTÍCULO 69. COMPETENCIA DEL TRIBUNAL 
NACIONAL. A los magistrados del Tribunal 
Nacional les corresponde conocer, en sala de 
decisión:

1. En segunda instancia de los recursos de 
apelación y de hecho interpuestos contra las 
decisiones proferidas por los jueces regionales.

2. En primera instancia, de los procesos que se 
sigan a los jueces regionales, fiscales y agentes 
del ministerio público delegados ante ellos por 
delitos que cometan por razón de sus 
funciones.

3. De la solicitud de cambio de radicación de 
procesos penales que adelanten los jueces 
regionales.”

El referido Tribunal tenía jurisdicción en todo el 
territorio de Colombia, y sede en la ciudad de Bogotá. 
Este tribunal estaba compuesto por doce, magistrados, 
y dividido en cuatro salas de tres magistrados cada una. 
El Tribunal Nacional designaba a los jueces regionales. 
Del mismo modo, correspondía a la Sala Plena de la 
Corte Suprema Justicia, elegir a los magistrados 
integrantes del Tribunal Nacional.

Los jueces de la justicia regional no eran miembros del 
cuerpo de magistrados y se benefician de sueldos más 
elevados que sus colegas. 

La protección de la identidad de los funcionarios que 
participaban en el proceso, era contemplada en el 
artículo 158 del Decreto, el cual precisaba lo siguiente:

“ARTÍCULO 158. PROTECCIÓN DE LA 
IDENTIDAD DE FUNCIONARIOS. En los delitos 
de competencia de los jueces regionales, los 
servidores públicos distintos del fiscal que 
intervengan en la actuación pueden ocultar su 
identidad conforme lo establezca el  
reglamento, cuando existan graves peligros 
contra su integridad personal.

Las providencias que dicte el Tribunal Nacional, 
los jueces regionales o los fiscales delegados 
ante estos deberán ser suscritas por ellos. No 
obstante, se agregarán al expediente en copia 
autenticada en la que no aparecerán sus 
firmas. El original se guardará con las 
seguridades del caso.

Mecanismo análogo se utilizará para mantener la 
reserva de los funcionarios de policía judicial 
cuando actúen en procesos de competencia de 
los jueces regionales. 

La determinación acerca de la reserva de un fiscal 
será discrecional del Fiscal General de la 
Nación.”

Para reservar su identidad, el juez ejercía su actividad 
en una cabina de 2 metros por uno muy parecida a las 
que sirven a los intérpretes, detrás de un cristal opaco y 
usaba un aparato para distorsionar su voz. 

La implementación del Sistema de Justicia Regional 
comenzó en buenos términos. Sin embargo, la 
violencia en contra de los fiscales, jueces y demás 
funcionarios no ceso. A pesar de las figuras “sin 
rostro”, aún existían amenazas en contra de los 
integrantes del orden judicial. Se pensó que, creando 
juzgadores anónimos, se protegería a los servidores 
públicos y a su familia, garantizando de este modo una 
correcta impartición de justicia la cual se aplicaría sin 
temor a repercusiones. Sin embargo, el resultado fue 
contraproducente toda vez que lo único que se hizo 
fue encarecer el producto. Los delincuentes pagaron 
cantidades enormes de dinero y al final sabían, debido 
a la propia corrupción y a la traición de muchos 
servidores públicos, quiénes eran las personas que 
llevaban los casos; de modo que también ejecutaron a 
los “jueces sin rostro”, a pesar de esconder la 
identidad de los juzgadores. Como ejemplo, al año 
siguiente de haber establecido la figura del juez sin 
rostro, fue asesinado el magistrado de la Sala Penal 
Hernando Baquero Borda.

En Colombia la excepción legislativa referida a la 
persecución y sanción de comportamientos definidos 
por ella misma como criminales, comenzó por 
enfrentar una alteración particular del orden político, 
sin embargo, con el tiempo se condujo a las más 
diversas finalidades. Se dirigieron efectivamente igual 
a enfrentar conflictos laborales, disputas político-
partidistas, alzamientos militares, la subversión, la 
protesta civil, insurrecciones estudiantiles, el 
narcotráfico, el terrorismo, el "narcoterrorismo", el 
sicariato y, aún, incrementos de la delincuencia 
común. Consecuentemente, los “jueces sin rostro” 
comenzaron a conocer de todo tipo de delitos, y no 
únicamente aquellos tan graves por los cuales fue 
creado el régimen excepcional.

Fin de la Justicia Regional.

El nuevo sistema excepcional comenzó a padecer de 
muchos males, destacando entre ellos un gran número 
de violaciones a los derechos de los procesados. En 
virtud de lo anterior, fueron varias las ocasiones en que 
los organismos defensores y protectores de los 
derechos humanos criticaron severamente este 
sistema de justicia penal. Cabe hacer mención de las 
conclusiones vertidas por parte de la Federación 
Internacional de las Ligas de los Derechos Humanos en 
su informe No. 229/2 elaborado en Diciembre de 1996, 
en el cual concluye:
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“…Así pues, este procedimiento judicial de 
excepción llamado Justicia regional afecta 
seriamente las normas internas de la Constitución y 
Legislación colombianas, sino también las 
Convenciones internacionales suscritas por 
Colombia. 

Además, este procedimiento de excepción se revela 
casi ineficaz dados los objetivos asignados por sus 
autores. 

En efecto, en lo que se refiere a la protección de los 
magistrados designados en la Justicia regional, si los 
magistrados cuestionados por la misión de 
investigación subrayaron que, con el anonimato, 
sino también por su estatuto financiero privilegiado 
(sueldo mensual llevado a $2.200  en vez de $1.500), 
tenían el sentimiento de estar mejor protegidos y 
libres de la corrupción, sin embargo, la infiltración de 
los narcotraficantes en todos los niveles de la 
Administración -tanto gubernamental como 
legislativa o judicial- quita toda efectividad de esta 
reserva de identidad. La Misión pudo constatar que 
los narcotraficantes tienen la capacidad de 
identificar muy rápidamente a los Jueces actuando 
bajo esta presunta reserva de identidad. Desde 
entonces, y si se nota un cierto descenso en el 
número de Jueces y Funcionarios asesinados desde 
1990 (período 1980-1990: 220 asesinatos contra 12 
en el período 1990-1995), este descenso -que la 
Misión se debe de constatar- no se puede imputar al 
solo procedimiento de la Justicia regional ya que 
otros factores explican esta evolución y, 
particularmente, la modificación de los métodos del 
Cartel de Cali, organización de narcotraficantes 
disponiendo actualmente de una influencia 
preponderante entre ellos, al detrimento del cartel 
de Medellín, usando de forma menos sistemática el 
asesinato de funcionarios o jueces al beneficio de 
métodos menos espectaculares pero todavía 
ilegales. Prueba de ello, es que bajó al mismo tiempo 
el número de policías asesinados, lo que no tiene 
nada que ver con la Justicia regional. 

En cuanto al otro objetivo que se había asignado la 
Justicia regional -luchar contra la guerrilla, el 
terrorismo y los narcotraficantes- y más 
generalmente contra la violencia que sacude 
violentamente la sociedad colombiana - el fracaso es 
flagrante. Los guerrilleros no solo mantienen sino 
aumentan también su presencia en el territorio 
(entre 1991 y 1994 los FARC aumentaron del 28%, la 
ELN del 51% y la rama disidente de la EPL del 45%) los 
enfrentamientos recientes muy violentos entre la 
guerrilla y el ejército testifican de la incapacidad de 
la Justicia regional de acabar -o por lo menos de 
reducir sensiblemente- con las acciones de la 
guerrilla. De toda forma la solución del conflicto 
seguramente no es jurídica sino política. En lo que se 
refiere a los narcotraficantes, el fracaso es tan 
patente: su impacto no ha disminuido y su 
implantación en las esferas gubernamentales y 
parlamentarias no deja de crecer, como ilustra el 
caso del Presidente Ernesto Samper acusado de 
haber financiado su campaña electoral con el dinero 
del narcotráfico. Según ciertas estimaciones, su 
actividad de exportación ha sido afectada, pero el 
nivel global de su actividad no ha bajado. Los 
resultados obtenidos en la lucha contra las 
organizaciones de narcotraficantes -en particular, la 
captura o la eliminación de los jefes- si afectó la 
infraestructura de los carteles los más famosos entre 
los cuales él de Medellín - pero no la capacidad 
operativa de las estructuras intermedias. Además, 
las capturas y el desmantelamiento de las 

infraestructuras operativas y de comunicación 
resultan de las operaciones muy precisamente 
elaboradas por las fuerzas de policía y no de las 
investigaciones de la Justicia regional. 

Esta Justicia regional aparece aún más incapaz 
de luchar contra la violencia generalizada en 
Colombia porque no actúa sobre la violencia 
causada por grupos paramilitares, verdadero 
terrorismo paramilitar ya expuesto en la 
introducción de este informe, que constituye el 
factor más importante de violaciones masivas y 
reiteradas de derechos fundamentales en Colombia. 
Ahora bien, esos grupos paramilitares, legalizados 
de una cierta forma por el gobierno que creó las 
Cooperativas de Seguridad Convivir, siguen 
actuando en total impunidad porque gozan a 
menudo de la protección de militares, al amparo de 
los cuales actúan y cometen asesinatos colectivos o 
individuales, de responsables políticos o 
representantes de la oposición, dirigentes 
asociativos o sindicales. 

A este último nivel, la Justicia regional se revela 
como un instrumento terrible y peligroso que tiene 
como fin de eliminar toda forma de oposición o de 
protesta social. 

La misión, por otra parte observó que casi todas 
las autoridades gubernamentales y judiciales o los 
representantes de asociaciones que consultó 
denunciaron la ineficacia de la Justicia regional y las 
violaciones de los Derechos Fundamentales que 
causa este tipo de procedimiento. 

En estas condiciones, la misión de investigación, 
aunque entiende y comparte la doble preocupación 
del Estado colombiano de proteger eficazmente a 
sus magistrados y de instaurar estructuras judiciales 
que permiten luchar contra la violencia y la 
impunidad, sin embargo llega a la conclusión de la 
incompatibilidad absoluta de este procedimiento de 
excepción llamado Justicia regional con los 
principios que rigen. La organización política de la 
sociedad colombiana que se determina como una 
Democracia, y la ineficacia comprobada de tal 
procedimiento.”

En virtud de estas conclusiones, la Federación 
Internacional de las Ligas de los Derechos Humanos 
emitió, entre otras recomendaciones, la siguiente:

“…El panorama descrito, con las constantes 
violaciones de los Derechos Humanos del Proceso, 
transgrediendo los tratados internacionales 
suscritos por la República de Colombia, así como la 
propia ineficacia para los fines para los que fue 
concebida la jurisdicción analizada nos lleva 
inexorablemente a la: 

Primera recomendación: 

La abrogación y supresión de la Jurisdicción 
regional o "Justicia sin rostro". 

Esta supresión dotaría a la República de Colombia 
de una credibilidad internacional en materia de 
protección y respeto a los Derechos Humanos, al 
tiempo que no produciría ningún descenso de 
eficacia en la persecución del crimen organizado, lo 
que contribuiría a un fortalecimiento del proceso 
penal ordinario, que no presenta ni mayor ni menor 
índice de eficacia. No obstante, hemos de apuntar 
que este argumento no es un aval hacia el 
procedimiento ordinario que recoge el actual 
Código de Procedimiento Penal sino que supone 
potenciar el principio general de la Jurisdicción 
ordinaria única recogida en los Tratados 
Internacionales sin analizar, pues no es el objetivo 

de está misión, el procedimiento penal ordinario. 
Evidentemente, la Justicia regional no ha 
conseguido sus objetivos de persecución del crimen 
organizado pero si se ha convertido en un 
instrumento de represión contra la protesta social y 
de eliminación de la oposición política.”

Con motivo de las constantes críticas emitidas en contra 
del Sistema de Justicia Regional, en 1996 las 
autoridades colombianas se vieron en la necesidad de 
tomar cartas en el asunto. Así las cosas, con la emisión 
de la Ley 270 de 1996, publicada el 7 de marzo del 
mismo año, se estableció un nuevo sistema de justicia, 
esto “considerando que la justicia es un valor superior 
consagrado en la Constitución Política que debe guiar la 
acción del Estado y está llamada a garantizar la 
efectividad de los derechos fundamentales, dentro del 
marco del Estado Social y Democrático de Derecho, y a 
lograr la convivencia pacífica entre los colombianos, y 
que dada la trascendencia de su misión debe generar 
responsabilidad de quienes están encargados de 
ejercerla”. El artículo 205 transitorio de dicha Ley 
señalaba:

“ARTICULO 205. TRANSITORIO. Mientras 
subsistan, el Tribunal Nacional y los Juzgados 
Regionales forman parte de la Rama Judicial. 
Los Fiscales delegados ante ellos forman parte 
de la Fiscalía General de la Nación.

En todo caso, la Justicia Regional dejará de 
funcionar a más tardar el 30 de junio de 1999.”

Así las cosas, se marcó como fin de la Justicia Regional, 
el 30 de junio de 1999; esto es, dos años antes de la 
fecha con la que originalmente se había planteado el 
final de su vigencia. 

Los jueces sin rostro desaparecieron de Colombia el 30 
de junio de 1999. El desmantelamiento de la Justicia 
Regional, fue hecho de manera progresiva, de modo 
que fuera posible su completa eliminación para junio de 
1999. El primero de julio de 1999, los medios de 
comunicación colombianos publicaban la noticia de 
este modo:

JULIO. 99/07/01 

DESAPARECIERON JUECES SIN ROSTRO. 
DURANTE MAS DE 10 AÑOS COMBATIERON EL 
T E R R O R I S M O ,  N A R C O T R A F I C O ,  
PARAMILITARISMO, SECUESTRO Y SUBVERSION 

UBIC: www.elespectador.com 

Ayer, a las seis de la tarde, cuando por ley 
desaparecieron los jueces regionales o sin rostro, 
en el edificio del Tribunal Nacional -en Bogotá-, 
donde operaban los juzgados regionales, la 
situación era de "completa incertidumbre" para 
muchos de aquellos que durante más de una 
década, sin dejarse ver la cara, combatieron 
delitos como el terrorismo, el narcotráfico, el 
paramilitarismo, el secuestro y la subversión. Ante 
tal clima de incertidumbre, desde tempranas 
horas del mediodía, el presidente del Tribunal 
Nacional -máxima instancia de la justicia sin 
rostro- se reunió con los magistrados y con 
algunos jueces regionales, quienes hicieron notar 
su preocupación por su seguridad futura y por la 
posible pérdida de una prima salarial que recibían 
por pertenecer a la jurisdicción regional. En dicho 
encuentro, se explicó la situación de 38 jueces 
regionales, quienes hasta ayer desconocían su 
futuro en la rama judicial. Se sabe sí que estos 
funcionarios serán ubicados en ciudades 
diferentes a las que ejercieron sus cargos, y que 
por ningún motivo llegarán a sus manos aquellos 
procesos que otrora conocieron y juzgaron en la 
jurisdicción regional. Hasta hace un par de meses 
en Colombia había 57 jueces sin rostro. Dieciocho 
de ellos ya fueron ubicados en la justicia ordinaria, 
y los casos de los 38 restantes eran analizados 
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anoche. Desde hoy, los que hasta ayer fueron 
jueces sin rostro, deberán hacer un balance 
pormenorizados ante la justicia especializada 
de los procesos que instruyeron. En tal 
diligencia, y para evitar irregularidades, estarán 
presentes funcionarios del Ministerio Público y 
de la misma Fiscalía. También se sabe que los 
procesos que conocían los jueces sin rostro 
están siendo enviados, desde hace un mes, a la 
Corte Suprema de Justicia; allí reposan en 
bóvedas de seguridad y son vigilados por 
agentes del Fondo de Seguridad de la Rama 
Judicial. Cifras de la Fiscalía: Desde 1991, la 
Fiscalía, a través de su Delegada en temas 
regionales, instruyó alrededor de 32.000 
procesos. De ese total, 5.592 -es decir, el 12 por 
ciento- fueron abiertos por los delitos de 
r e b e l i ó n ,  p o r t e  i l e g a l  d e  a r m a s  y  
enriquecimiento ilícito. Otro 40 por ciento de ese 
total son por narcotráfico y paramilitarismo. Los 
32.000 procesos serán distribuidos en las 
unidades especializadas de Fiscalía, que en 
adelante remplazarán a la Dirección Nacional 
de Fiscalías. De todos modos, vale recordar que 
en la parte instructiva de los procesos, es decir, 
la labor que compete a la Fiscalía, y únicamente 
en casos excepcionales, se mantendrá la figura 
de fiscales y testigos sin rostro. Luego de cumplir 
el trámite en la Fiscalía General de la Nación, los 
procesos pasarán a manos de los nuevos 38 
jueces especializados. La siguiente instancia 
será los juzgados penales del circuito 
especializados. Y habrá un último recurso para 
los procesados que será las salas penales de los 
tribunales superiores. Durante la etapa de 
juzgamiento, el representante de la Fiscalía que 
instruyó el proceso será reemplazado por uno 
de sus colegas, que sí revelará su identidad.

B) PERÚ. 

Contexto social.

Durante la década de 1980, Perú enfrentó una fuerte 
crisis económica y social, debido al descontrol del 
gasto fiscal, una considerable deuda externa y la 
creciente inflación junto con el conflicto armado 
interno, acentuada por la aparición de los grupos 
terroristas de inspiración comunista que pretendían 
instaurar un nuevo Estado mediante la lucha armada, 
como Sendero Luminoso primero y el MRTA después. 
El terrorismo obtuvo una respuesta represiva de las 
fuerzas armadas, la policía primero y el ejército 
después. Los combates entre ambos bandos significó 
la muerte de cerca de 70 mil personas entre 
combatientes, campesinos y citadinos. La crisis entró 
en su fase más crítica a finales de la década, durante 
el primer gobierno de Alan García Pérez, cuando Perú 
entró en una fuerte crisis económica debido al 
descontrol del gasto fiscal y la consiguiente 
hiperinflación que llegó a un máximo de 7.649% en 
1990, mientras que Sendero Luminoso ya había 
incursionado en las grandes ciudades del país, 
dándose la fase más dura del conflicto armado 
interno.

En medio de una creciente impopularidad termina el 
primer gobierno de Alan García, siendo elegido en las 
elecciones de 1990 Alberto Fujimori, que desde el 
inicio de su mandato encontró una fuerte oposición 
en el Congreso por parte de APRA y del FREDEMO. El 
5 de abril de 1992, el presidente Alberto Fujimori 
desató la crisis política en el Autogolpe de 1992 
cuando disolvió ambas cámaras del Congreso y 
convocó a una asamblea constituyente para instaurar 
una nueva constitución política. Cabe destacar que 
previo a la aparición de los “Jueces sin Rostros” en 
Perú, las acciones utilizadas por parte de las 
autoridades en la lucha contra el terrorismo, 
consistían en casos de graves violaciones a los 
derechos humanos tales como las desapariciones 
forzadas y los ejecutados arbitrariamente.

Legislación Penal de Emergencia.

Jueces sin Rostro

En abril de 1991 fue promulgado un nuevo Código 
Penal, en el se incorporó el delito de terrorismo y otras 
figuras de este delito como la asociación ilícita 
terrorista y los actos de colaboración. La tipificación de 
las diversas figuras delictivas comprendidas en el 
capítulo que regulaba el delito de terrorismo se 
mantuvo dentro de la corriente garantista que orientó 
su promulgación; sin embargo, se caracterizaba por la 
presencia de tipos penales abiertos, en especial en lo 
que se refiere a la figura básica del delito de terrorismo. 
Hasta este momento la normatividad antiterrorista, 
aun cuando se trataba de una legislación especial, se 
había desarrollado dentro de los parámetros de un 
Estado de derecho; limitándose a la legislación en 
delitos y penas. Eso cambió radicalmente tras el golpe 
de Estado liderado por Alberto Fujimori en abril de 
1992.

A inicios de mayo de 1992 el régimen fujimorista 
promulgó el Decreto Ley 25475, que desde entonces 
sería reconocido como la nueva ley antiterrorista. Esta 
ley, a diferencia de las anteriores en el tema, no solo 
comprendía normas penales sino también normas 
procesales, normas de organización judicial y normas 
penitenciarias. En materia penal no solo se tipificó la 
figura básica del terrorismo, sino también el 
denominado terrorismo agravado, los actos de 
colaboración, la asociación ilícita, la instigación y la 
apología del terrorismo.

Existe una característica común en la tipificación de 
las figuras delictivas del Decreto Ley 25475: son tipos 
penales esencialmente abiertos. La legislación del 
nuevo régimen se empeñó especialmente en romper 
las reglas de la precisión y claridad de los tipos penales, 
con la evidente finalidad de comprender en cada uno 
de ellos la mayor cantidad de hechos o actos humanos 
pasibles de ser perseguidos penalmente. Por ejemplo, 
el artículo 2 del decreto establece que comete delito de 
terrorismo “el que provoca, crea o mantiene un estado 
de zozobra, alarma o terror en la población o en un 
sector de ella, realiza actos contra la vida, el cuerpo, la 
salud, la libertad y seguridad personales o contra el 
patrimonio o la seguridad de los edificios públicos, vías 
o medios de comunicación o de transporte de cualquier 
índole, torres de energía o transmisión, instalaciones 
motrices o cualquier otro bien o servicio, empleando 
armamentos, materias o artefactos explosivos o 
cualquier otro medio capaz de causar estragos o grave 
perturbación de la tranquilidad pública o afectar las 
relaciones internacionales o la seguridad de la sociedad 
y del Estado, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de veinte años”. Como se puede 
observar, cualquier acto o hecho puede ser 
considerado delito de terrorismo.

El estado de emergencia en Perú no se limita a la 
existencia de tipos penales abiertos; también se enfoca 
a la ruptura del principio de legalidad, que siendo un 
límite impuesto por el propio Estado de derecho para el 
ejercicio de su potestad punitiva no se cumplió. Cabe 
destacar que el Decreto Ley 25475 no solo estableció 
penas elevadas de veinte y treinta años como mínimos 
para varios delitos, sino que también reinstaló la 
cadena perpetua para los delitos más graves. 

El Presidente Fujimori creó los tribunales sin rostro 
poco después de disolver el Congreso y situar el Poder 
Judicial bajo el control del Ejecutivo, el 5 de abril de 
1992. Con esto, la independencia básica del Poder 
Judicial fue completamente eliminada. Fuera de Lima, 
todos los jueces y fiscales de Perú eran provisionales, 
sometidos al capricho del ejecutivo. A diferencia de lo 
sucedido en Colombia; Perú implemento los “Jueces sin 
Rostro” como un medio autoritario por parte del Poder 
Ejecutivo para sustituir las desapariciones forzadas, por 
un “juicio”, el cual seguía siendo por demás arbitrario. 

El Presidente Fujimori promulgó en Perú el Decreto Ley 
25475, mejor conocida como “la ley antiterrorista” y el 
Decreto Ley 25659, o “ley sobre traición a la patria”, en 
junio y agosto de 1992, respectivamente, y a partir de 
entonces, los tribunales sin rostro peruanos 
condenaron y encarcelaron a miles de personas por 
delitos relacionados con el terrorismo. 

Dichas leyes se aprobaron en un momento de trauma 
nacional, debido a la violencia terrorista cada vez mayor, 
especialmente en los alrededores de Lima. El sistema 
judicial había fracasado rotundamente en el intento de 
hacer frente al terrorismo de manera eficaz. El auto-
golpe del Presidente Fujimori, del 5 de abril de 1992, 
mediante el cual disolvió el Congreso, purgó a los 
tribunales e impuso controles a la prensa, abrió paso a la 
introducción de fuertes medidas antiterroristas con una 
oposición mínima. Las leyes terroristas que se 
promulgaron en 1992 disponían que las personas 
acusadas de delitos de violencia política, definidos ya 
fuera como terrorismo o como traición a la patria, 
serían juzgadas por fiscales y jueces sin rostro: el 
terrorismo ante tribunales civiles sin rostro y la traición 
ante tribunales militares secretos. Además, se 
extendían la duración permitida de detención policial, 
se limitaba seriamente el derecho a defensa y se 
establecía un nuevo régimen de prisión punitiva para los 
reos de terrorismo y traición. 

El Decreto Ley Nº 25475, el cual establece la penalidad 
para los delitos de terrorismo y los procedimientos para 
la investigación, la instrucción y el juicio, señalaba en sus 
artículos 15 y 16 el procedimiento con el cual se llevaría 
a cabo el juicio ante los “jueces sin rostro” por el delito 
de terrorismo. Dicho procedimiento también era 
utilizado en los “tribunales sin rostro”, al momento de 
enjuiciar a los acusados por el delito de traición a la 
patria; lo que se hacía de la siguiente manera:

“Artículo 15.- Reserva de identidad de los 
magistrados y otros 

La identidad de los Magistrados y los miembros 
del Ministerio Público así como la de los 
Auxiliares de Justicia que intervienen en el 
juzgamiento de los delitos de terrorismo será 
SECRETA, para lo cual se adoptarán las 
disposiciones que garanticen dicha medida. 
Las resoluciones judiciales no llevarán firmas 
ni rúbricas de los Magistrados intervinientes, 
ni de los Auxiliares de Justicia. Para este 
efecto, se utilizarán códigos y claves que 
igualmente se mantendrán en secreto. 

Los infractores de esta disposición serán 
reprimidos con pena privativa de libertad no 
menor de cinco ni mayor de siete años más 
las accesorias de ley, por delito contra la 
función jurisdiccional. 

Si el agente del delito a que se refiere el 
párrafo precedente es Magistrado o Auxiliar 
de Justicia y/o actúa con fines de lucro o por 
complicidad, la pena privativa de libertad 
será no menor de quince años más las 
accesorias de ley. 

Artículo 16.- Ambientes especiales para el 
juicio 

El Juicio se llevará a cabo en los respectivos 
establecimientos penitenciarios y en 
ambientes que reúnan las condiciones 
adecuadas para que los Magistrados, los 
miembros del Ministerio Público y Auxiliares 
de Justicia no puedan ser identificados visual 
o auditivamente por los procesados y 
abogados defensores.”

Del mismo modo, la manera en que se aseguraba 
el secreto en la identidad de los juzgadores era por 
medio de claves, las cuales, conforme a la disposición 
primera transitoria del referido decreto, debían ser 
modificadas de manera periódica:

“Primera.- Códigos y claves. Para los efectos de lo 
dispuesto en el Artículo 15 del presente Decreto Ley, 
los Presidentes de la Corte Suprema, Cortes 
Superiores, el Fiscal de la Nación y el Fiscal Decano 
del Distrito Judicial respectivo, serán responsables de 
la elaboración de las claves y códigos pertinentes así 
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como de velar por el secreto de los mismos. Por 
razones de seguridad dichos códigos y claves 
deberán ser modificados periódicamente.”

En los procedimientos de los tribunales sin rostro 
reinaba el secreto. En los procedimientos tanto civiles 
como militares, jueces y fiscales se identificaban con 
códigos. Los jueces de la Corte Suprema, cuando 
juzgaban casos de traición, también se identifican con 
códigos secretos. Las audiencias se realizaban en salas 
equipadas especialmente, al interior de las prisiones de 
alta seguridad (o en las bases militares, si se trata de 
casos de traición). Eran salas pequeñas dotadas de una 
sola puerta y con una pared de vidrio-espejo. En una 
sala contigua, del otro lado del espejo, se encontraban 
los jueces, el fiscal y los actuarios. Estos se 
comunicaban con los acusados y sus abogados, al otro 
lado del espejo, por medio de micrófonos que 
distorsionaban la voz. En los procedimientos militares 
los jueces y los funcionarios del tribunal (y a veces 
también los abogados defensores) estaban 
encapuchados. Sólo el acusado y el abogado podían 
asistir al juicio.

Aun cuando el acceso a un abogado 
defensor estaba oficialmente garantizada por la 
ley, incluso bajo custodia policial, en la práctica 
la defensa no pasaba de ser apenas una 
formalidad, especialmente en los tribunales 
militares. Las cortes sin rostro, tanto civiles 
c o m o  m i l i ta re s ,  c o m p a r t í a n  c u a t ro  
características que limitaban gravemente la 
posibilidad de una defensa eficaz. La índole 
s u m a r i a  d e  l a s  i n v e s t i g a c i o n e s  y  
procedimientos judiciales, las prohibiciones de 
interrogar a la policía y el uso de testigos 
secretos, los obstáculos que se oponen al 
acceso a los expedientes judiciales y el 
anonimato de los jueces. 

a) Investigaciones sumarias. En el artículo 
13 de la ley 25475 se establecía un límite rígido 
de treinta días, ampliable a cincuenta días, en 
comparación con los cuatro meses que estipula 
el Código de Procedimiento Criminal para las 
investigaciones de delitos comunes. La 
investigación abreviada significa que los 
abogados defensores t ienen grandes 
dificultades para reunir pruebas. El tiempo no 
alcanza para que los tribunales lleven a cabo 
una investigación criminal correcta; es típico 
que los casos de terrorismo afecten a grupos de 
conspiradores con más de diez acusados y los 
investigadores policiales tienen que vérselas 
con las estrategias que usan los grupos 
terroristas para ocultar pruebas. 

b) Prohibición de contrainterrogar a los 
agentes del estado. El artículo 13 de la Ley 
24575 prohibía que los policías o personal 
militar que participaron en la interrogación se 
presenten como testigos. Esta prohibición legal 
elimina el cuestionamiento eficaz de las 
declaraciones policiales. Dada esta limitación, 
resulta virtualmente imposible comprobar que 
hubo tortura o coacción, por parte de la policía, 
para obtener confesiones o declaraciones 
incriminatorias. Igual que en el caso de los 
jueces, la identidad de los testigos secretos, 
muchas veces personas que se autoproclaman 
terroristas arrepentidos, se mantiene oculta 
ante la defensa durante todo el juicio y a los 
abogados defensores no se les permite verlos, 
entrevistarlos ni contrainterrogarlos. Como las 
normas legales atribuyen mayor peso a la 
seguridad y a la rapidez de las decisiones que a 
la equidad, en la mayoría de los casos los jueces 
realizan poco más que una investigación 
somera. 

c) Procedimientos judiciales sumarios. Los 
procedimientos judiciales que se aplican 

Características de los procedimientos ante los 
Jueces sin Rostro en Perú.

cuando el caso se presenta en juicio oral, frente 
al tribunal sin rostro, también difieren de los 
p ro c e d i m i e nto s  n o r m a l e s .  S e g ú n  e l  
procedimiento criminal corriente, a los testigos, 
incluso policías y peritos forenses, los 
interrogan en la sala los jueces respectivos. 
Según el sistema de los tribunales sin rostro, 
sólo aparecen los acusados y su abogado, con lo 
que resulta virtualmente imposible aclarar las 
contradicciones o los puntos dudosos de las 
declaraciones. Muchas veces las audiencias se 
llevaron a cabo con precipitación, dentro de dos 
horas, estilo línea de montaje industrial, y los 
jueces dictaban su sentencia diez minutos 
después de que el abogado defensor ponía fin a 
su alegato. Los abogados sostenían que los 
jueces descuidaban la valoración de las pruebas 
y a veces ni siquiera habían leído el expediente. 
Ciertos abogados estimaban que los jueces 
tenían su fallo redactado de antemano, y que 
no se dan siquiera el trabajo de sopesar las 
declaraciones que se hacían en la sala.

d) Anonimato de los jueces. Puesto que los 
jueces se identificaban sólo con un código, que 
eran invisibles en todo momento ante los 
acusados y  sus abogados,  y  que el  
procedimiento judicial se llevaba a cabo en 
privado, no había salvaguardias que aseguraran 
la responsabilidad por los dictámenes ni 
mecanismos que permitieran impugnarlos. Por 
lo mismo, tampoco era posible el mecanismo de 
destitución que garantizara la imparcialidad del 
tribunal. De hecho, cuando presentaban su 
alegato oral ante la corte, los abogados de la 
defensa no tenían cómo saber si los jueces 
siquiera estaban presentes, o aun escuchando, 
ya que se ocultaban detrás de un espejo. Según 
una anécdota de unos abogados defensores, 
una persona que fue de visita a la prisión 
Miguel Castro Castro, en Lima, entró a la sala 
del tribunal, por error, por la puerta de los 
jueces y se encontró en el lado del vidrio-
espejo que ocupa el tribunal, desde donde 
pudo ver al abogado defensor alegando con 
energía en defensa de su representado. Al 
mirar en torno suyo, descubrió que los 
asientos que los jueces debían ocupar estaban 
vacíos.

Las limitaciones al derecho de defensa eran aún más 
graves en los tribunales militares sin rostro. La 
dificultad de acceso a la documentación del juicio, que 
afectaba igualmente a los abogados en los tribunales 
civiles sin rostro, era más grave en los militares. Con 
frecuencia las solicitudes de revisar el expediente se 
debían presentar con meses de anticipación. El 
fotocopiado estaba estrictamente prohibido. A 
menudo se notificaba a los abogados un día antes de 
una audiencia importante y con frecuencia se dictaba 
sentencia sin que se les diera ningún aviso. 

Los procedimientos de seguridad a los que se sometía a 
los abogados en las bases militares donde se realizan 
juicios eran humillantes. En la base naval del Callao, los 
abogados primero se identifican en la caseta de 
entrada, donde debían subir a un minibús, de cuatro 
asientos y sin ventanas, en el cual eran llevados durante 
cinco o diez minutos, en la oscuridad absoluta, al lugar 
del juicio. Los jueces ejercían con la cara cubierta con 
máscaras de esquiar. En la base de la fuerza aérea 
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peruana, en Surco, el personal militar cubría la cabeza 
de los abogados con capuchas, y si ellos se negaban, se 
les prohibía la entrada. Los soldados los conducían a un 
vehículo en el que viajan al lugar del juicio. Al llegar, se 
les preguntaba si necesitaban leer algún documento, 
en cuyo caso se les retiraba la capucha; de lo contrario, 
el procedimiento se llevaba a cabo con la capucha 
puesta. Cuando hacían su alegato, los abogados debían 
pararse mirando un armario o estantería grande, para 
evitar que vieran a los jueces. 

En Perú, a diferencia de lo ocurrido en Colombia, los 
“jueces sin rostro” fueron creados a placer del Poder 
Ejecutivo, como consecuencia de un completo 
sometimiento del Poder Judicial. Asimismo, la justicia 
sin rostro no tenía una temporalidad delimitada, lo 
cual complicaba su desaparición, toda vez que la regla 
de excepción se convirtió en la regla general. Pese a lo 
anterior, el Perú se vio en la necesidad de legislar en el 
asunto con motivo de las continuas presiones que el 
gobierno norteamericano hizo al respecto. 

La postura del gobierno norteamericano siempre fue 
en contra de la existencia de los “jueces sin rostro”, los 
cuales, desde el punto de vista de los Estados Unidos 
de Norteamérica, consistía en "una práctica de graves 
v i o l a c i o n e s  d e  l o s  d e r e c h o s  h u m a n o s  
internacionalmente reconocidos". Aunado a esto, el 
caso de Lori Berenson, una periodista norteamericana 
sujeta a procedimiento ante los “tribunales sin rostro”, 
y condenada a cadena perpetua por el delito de 
traición a la patria, no fue de ayuda para el gobierno 
peruano.

En diciembre de 1995, la detención y juicio ante un 
tribunal militar de la ciudadana estadounidense de 26 
años Lori Berenson llamó la atención del público de 
Estados Unidos sobre los tribunales sin rostro de Perú, 
con la publicación en importantes periódicos 
estadounidenses de amplios reportajes y columnas de 
opinión. Berenson fue detenida el 30 de noviembre 
cuando volvía a su casa en autobús después de una 
visita al Congreso. Horas después del arresto, la policía 
llevó a cabo una redada en la casa de La Molina, como 
se describió anteriormente. El 3 de diciembre, Fujimori 
acusó a Berenson en una emisión televisiva de 
colaborar con los guerrilleros del MRTA rentándoles 
una casa en el barrio de La Molina y proveyéndoles 
alimentos. Durante una conferencia organizada por 
DINCOTE previa al juicio, donde Berenson apareció 
esposada y con grilletes, ésta defendió al MRTA y gritó 
sus ideas sobre la pobreza y la injusticia en Perú. El 11 
de enero un tribunal militar sin rostro la condenó a 
prisión perpetua por traición a la patria en un juicio 
sumarial que, al igual que el resto de los celebrados 
ante los tribunales sin rostro, carecía de las garantías 
procesales más fundamentales. 

El vocero del Departamento de Estado en funciones, 
Glyn Davies, declaró ese día: “Estados Unidos lamenta 
profundamente que la Srta. Berenson no fuera juzgada 
ante un tribunal civil con todos sus derechos de defensa 
legal ,  de acuerdo a las normas jur ídicas 
i n t e r n a c i o n a l e s . . .  E s t a d o s  U n i d o s  s i g u e  
preocupándose de que la Srta. Berenson reciba el 
debido proceso. Hemos expresado repetidas veces esta 
preocupación ante el Gobierno de Perú. Solicitamos al 
Gobierno de Perú que tome las medidas necesarias 
dentro del proceso de apelación para ofrecer a la Srta. 
Berenson un proceso judicial abierto ante un tribunal 
civil. Estados Unidos mantendrá un estrecho 
seguimiento de este caso.”

Así las cosas, el gobierno norteamericano 
utilizó todos los medios a su alcance para que la 
“justicia sin rostro” fuera eliminada por completo 
de Perú, y que los casos sentenciados por este 
tipo de jueces y tribunales fueran revisados. Cabe 
mencionar las recomendaciones hechas al 
gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica 
por parte de la Organización Human Rights 

Fin de los Jueces sin Rostro.
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Watch, en 1996, en su trabajo “Presunción de 
Culpa:  Violaciones de los derechos humanos y 
los tribunales sin rostro en Perú”, mismas que 
fueron del tenor siguiente:

“Recomendaciones 

Solicitamos a la Administración Clinton que 
redoble su presión para que el gobierno de Fujimori 
acabe con los tribunales sin rostro en Perú, restaure 
la independencia judicial, y revise los casos de 
todos aquellos juzgados por tribunales sin rostro, 
dando prioridad especial a aquellos considerados 
inocentes por las organizaciones de derechos 
humanos locales. Para este fin, el gobierno de 
Estados Unidos debe: 

-Oponerse al préstamo pendiente del Banco 
Mundial para el sistema judicial y utilizar su 
influencia con otros países para bloquear este 
préstamo; 

-Patrocinar una resolución en la próxima reunión 
de la Subcomisión para la Prevención de la 
Discriminación y la Protección de las Minorías en 
Ginebra que condene las violaciones al debido 
proceso relacionadas con los tribunales sin rostro y 
la negación de la justicia que supone la Ley de 
Amnistía de 1995; 

-Apoyar el nombramiento de un experto 
independiente de la Comisión de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas en su reunión de 
Ginebra durante el primer trimestre de 1997. El 
mandato del experto debe incluir controlar e 
informar públicamente sobre la situación de los 
derechos humanos en Perú.”

Como consecuencia de estas presiones, los “jueces sin 
rostro” que sentenciaron a 3 mil 112 personas por 
terrorismo y otras 764 por traición a la Patria, fueron 
eliminados. El Consejo de Ministros lo acordó el 6 de 
Octubre de 1997, para que el 15 de octubre dichos 
tribunales, que acarrearon múltiples denuncias de 
organismos defensores de derechos humanos locales e 
internacionales, dejasen de funcionar. De acuerdo con 
el en aquel entonces Ministro de Justicia, Alfredo 
Quispe, la eliminación de los "jueces sin rostro" fue una 
"voluntad política" del Presidente Alberto Fujimori. Sin 
embargo, fue hasta el año 2003 que el Gobierno de 
Perú promulgó cinco leyes, entre ellas, la anulación 
definitiva de los tribunales de jueces "sin rostro" (caras 
cubiertas con pasamontañas), afectando a unos 400 
juicios por terrorismo y ordenó nuevos procesos en el 
fuero civil. Según la gaceta oficial, la Sala Nacional de 
Terrorismo tiene sesenta días para anular "de oficio, 
salvo renuncia expresa del reo, la sentencia y el juicio 
oral" a los condenados por terrorismo por tribunales 
conformados por jueces o fiscales "con identidad 
secreta". Las nuevas leyes fueron elaboradas por una 
comisión de alto nivel formada por ministros y expertos 
peruanos en cumplimiento de una decisión del Tribunal 
Constitucional, que declaró inconstitucionales los 
procesos con jueces "sin rostro" y la pena de cadena 
perpetua por delito de traición a la patria.

En Perú, a opinión del periodista Ernesto de la Jara 
Basombrío, muchas veces se pretendió justificar la 
figura de los jueces sin rostro, aduciendo que, como 
Sendero Luminoso atentó contra muchos jueces, era la 
única manera de evitar que por temor terminaran 
liberando a terroristas convictos y confesos. Sin 
embargo, lo cierto es que Sendero Luminoso nunca ha 
tenido una línea de atentados contra los jueces que han 
juzgado y condenado a sus miembros. Es por eso que en 
el Informe del Relator Especial ante la Comisión de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, encargado 
de la Cuestión de la Independencia de los Jueces y 
Abogados, Sr. Param Cumaraswamy, en septiembre de 
1996, expresó: “Con arreglo a la información recibida 
por el Relator Especial, de 1992 a 1997, los jueces no 
fueron víctimas de la violencia terrorista. En 
consecuencia, la utilización de tribunales sin rostro no 
responde al principio de la estricta necesidad”.

Violación de los Derechos Humanos en los 
Procedimientos Seguidos ante la Justicia Sin 

Rostro.

I. DERECHO DE DEFENSA 

En los sistemas de justicia sin rostro que previamente 
fueron analizados se encontraron un gran número de 
violaciones a los derechos humanos de los procesados 
juzgados por los “jueces sin rostro”. 

Como ya se mencionó, las Organizaciones defensoras 
de los Derechos Humanos emitieron fuertes críticas a 
los gobiernos de Colombia y Perú, por el uso de este 
tipo de sistemas de justicia penal, los cuales desde su 
punto de vista consistía en "una práctica de graves 
v i o l a c i o n e s  d e  l o s  d e r e c h o s  h u m a n o s  
internacionalmente reconocidos”

Si se considera imprescindible en todo derecho penal 
democrático la existencia de una acusación que deba 
de ser conocida por el imputado, necesariamente todo 
ordenamiento jurídico democrático debe de reconocer 
el derecho de signo contrario que es el derecho de 
defensa. La tutela efectiva de este derecho, consiste en 
dotar al imputado de una adecuada defensa, es decir, el 
derecho a repeler, a contradecir la acusación, pues a 
través de él se está defendiendo el bien jurídico más 
importante de la persona humana que es el derecho a 
su libertad. 

Este derecho de defensa es una garantía de los 
imputados en el procedimiento que tiende a asegurar 
que éste va a contar con los medios necesarios para 
hacer frente a las acusaciones que contra él va a 
formular el Estado. Este derecho está contenido en los 
Tratados y Convenios Internacionales y en todas las 
normas jurídicas de un país democrático. 

Otro problema que afecta también al derecho de 
defensa es el derecho a ser informado de la acusación: 
el derecho de defensa surge de otro derecho previo, 
que es el derecho a conocer una acusación que es la que 
se pretende rebatir a lo largo del procedimiento con la 
asistencia de un abogado defensor. Este derecho se 
concreta en el derecho que tienen todos los imputados, 
a conocer de forma rápida y eficaz el motivo de la 
acusación que se dirige contra ellos, así como las 
actuaciones que se han practicado dentro del proceso. 
No podrá ejercitarse este derecho de defensa si el 
imputado y su defensor, no son informados 
oportunamente de las pruebas practicadas y de las 
demás actuaciones del proceso, así como tampoco si no 
son notificados e informados oportunamente de las 

resoluciones judiciales. 

a) Derecho a aportar y contradecir las pruebas. Es 
núcleo esencial del derecho de defensa en el sistema 
acusatorio formal o mixto que se puedan aportar y 
contradecir pruebas en el proceso a través de un 
debate contradictorio en el que una parte acusa y 
otra se defiende. Un proceso penal democrático no 
puede admitir en su seno excepciones a este 
principio, sino sólo las que estén plenamente 
justificadas y con observancia del principio de 
legalidad. 

 
b) Los testigos y las pruebas secretas. Quizá el 

aspecto más llamativo de la "Justicia sin rostro" sea la 
reserva de identidad de los testigos y la posibilidad de 
que las pruebas se practiquen de forma secreta. El 
argumento esgrimido para esta excepción procesal 
es el de la seguridad de los testigos. 

No se trata de establecer pruebas secretas ni de 
impedir el principio de contradicción de la prueba, 
pues tales fenómenos procesales están garantizados. 
Lo que garantiza el derecho de defensa y, en general, 
el debido proceso, es que la prueba puede ser 
controvertida por todos los medios consagrados en 
la ley procesal." 

Lo más grave y que demuestra la ineficacia de estos 
sistemas es que aun cuando no se pueda basar la 
condena de un sindicado únicamente en uno o varios 
testimonios secretos estos sí que sirven para que se 
pueda detener a una persona y mantenerla en 
prisión hasta la conclusión del procedimiento por lo 
que constatamos una vez más en que toda esta 
legislación está sirviendo como mecanismo de 
represión de la contestación social importando poco 
que finalmente la resolución judicial sea absolutoria, 
y persiguiendo fundamentalmente el castigo al 
disidente social y político al utilizar como regla 
general la medida cautelar de prisión provisional con 
una duración media entre dos y tres años y que sirven 
como mecanismo de intimidación de los 
movimientos sociales. 

El principio de legalidad es el fundamento de cualquier 
derecho penal  mínimamente democrático,  
fundamentando y sirviendo de base para el desarrollo 
del principio de tipicidad. Este principio supone que 
nadie puede ser condenado por un delito y a una pena 
si no hay una ley previa que lo determine con claridad y 

II. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
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precisión. 

Este principio actúa como limite del "derecho a 
castigar" del Estado, sin que este pueda intervenir y 
castigar si no existe previamente un tipo penal y la 
conducta del imputado se encuentra inmersa en este. 

Para que se respete el principio de legalidad es 
necesario que los tipos penales sean claros y concisos 
sin permitir normas penales abiertas con contenido 
incierto y no determinable. En la Justicia sin rostro se 
han tipificado conductas delictivas de forma amplia y 
vaga dando lugar a que comportamientos que no tienen 
nada que ver con hechos delictivos puedan ser 
perseguidos o no dependiendo del criterio de los 
agentes que intervienen en el proceso. 

Así sucede con los tipos penales que han sido creados al 
amparo de la legislación de orden público que denota 
vaguedad y ambigüedad permitiendo con su 
imprecisión una gran inseguridad jurídica que hace 
depender de la interpretación posterior que en su día 
hagan jueces o fiscales la punición o no de un hecho. 

El proceso de la "Justicia sin rostro" deja a los 
imputados en situación de detención preventiva con 
acusaciones indeterminadas por estos tipos penales 
abiertos.
 
La aplicación de la "Justicia sin rostro" viola en 
consecuencia los Convenios y Tratados internacionales 
suscritos por Colombia sobre el principio de legalidad. 
(Art.- 8 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos y art.- 9 del Pacto internacional de Derechos 
Civiles y Políticos). 

La "Justicia sin rostro" ha supuesto que la detención y 
prisión provisional que han de ser le medida 
excepcional del proceso se convierta en el principio 
general. 

Esta inversión del principio general ha supuesto que 
desde el año 1991 al 1994 alrededor del 70 % de las 
personas privadas de libertad por la "Justicia sin rostro" 
lo sean en calidad de presos preventivos sin que haya 
habido condena sobre ellos. Las solicitudes de libertad 
e n  l a  e ta p a  d e  i n st r u c c i ó n  s o n  n e ga d a s  
sistemáticamente (del seguimiento de expedientes de 
las solicitudes de libertad se llega a la conclusión que un 
81 % fueron denegadas). 

Lo anterior evidencia que este derecho a la libertad no 
es respetado en la aplicación de la denominada 
"Justicia sin rostro" por convertir de hecho el derecho a 
la libertad en excepción y la privación de ésta en regla 
general. 

La implementación de la figura del “juez sin rostro” no 
es un tema nuevo en México. Desde el año 2007 la idea 
ya había sido planteada en el Congreso de la Unión. En 
ese año, la diputación del PVEM anunció que 
presentaría un conjunto de iniciativas de reforma para 
crear la figura de "jueces sin rostro", con el propósito de 
evitar la corrupción en la aplicación de la justicia y el 
asesinato de juzgadores. El diputado Francisco Elizondo 
Garrido, de la Comisión de Seguridad Pública señaló 
que "En el país han ocurrido asesinatos y atentados en 
contra de jueces que analizan casos de narcotraficantes 
y también diferendos entre la PGR y los impartidores de 
justicia, quienes inexplicablemente liberan a presuntos 
delincuentes". Refirió que en países con graves 
problemas de tráfico de estupefacientes y en los que 
operan grandes cárteles, como Colombia, donde los 
narcotraficantes presionaban y amenazaban a los 
jueces para ser beneficiados, se instrumentaron los 
denominados "jueces sin rostro o anónimos", y ello 
sería una buena medida para aplicarla en México. 

I I I .  D E R E C H O  A L A L I B E R TA D  Y  
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 

JUSTICIA SIN ROSTRO EN MÉXICO

Sostuvo que con este tipo de jueces se evitan posibles 
casos de corrupción, ya que los abogados defensores y 
los delincuentes desconocen quién revisaría su 
expediente y dictaría el fallo. "También se evitan las 
presiones y amenazas en contra de los jueces, ya que el 
poder económico del narcotráfico a veces no sólo es 
para corromper, sino también para ajustar cuentas", 
declaró.

Sin embargo, en aquel entonces la iniciativa no dio lugar 
a la creación de los jueces sin rostro, pero si a la llamada 
“reforma penal”, llevada a cabo en junio de 2008 con la 
publicación del Decreto en el Diario Oficial de la 
Federación. Esta reforma constitucional sentó las bases 
de un régimen excepcional en materia de delincuencia 
organizada, con el cual se endurece el procedimiento 
para juzgar a los indiciados en este tipo de delitos. 

Si bien es cierto, después del 2007 ya nada se dijo con 
respecto a la legislación de los “jueces sin rostro”, 
también lo es que recientemente el tema volvió a dar de 
que hablar. Recientemente, en agosto del presente año, 
el presidente Felipe Calderón se pronunció a favor de 
analizar la posibilidad de establecer jueces anónimos 
en México y de realizar modificaciones legales para 
proteger a los denunciantes a fin de que no queden 
expuestos a las venganzas del crimen organizado. El 
mandatario dijo que si bien la figura de jueces 
anónimos va en contra de la tradición jurídica 
mexicana, consideró que "hay que valorar esa 
experiencia" al mismo tiempo de estudiar nuevas 
garantías a policías, fiscales, testigos y ciudadanos en 
general para que denuncien sin temor a sufrir la 
venganza de los criminales.

Aunada a estas declaraciones, cabe destacar lo 
manifestado por el mandatario en una reciente visita 
que tubo en Monterrey, donde no vaciló en señalar que 
la reforma penal no ha resultado para castigar a los 
participantes de la delincuencia organizada. al dar 
contestación a un activista local que señalaba “La causa 
de la violencia en Ciudad Juárez no es la reforma penal”, 
el Presidente replicó: “Tampoco ha sido la solución”. El 
presidente Calderón señaló que quizá la mayoría de los 
110 mil detenidos en el presente sexenio “no están 
purgando alguna pena, ni preventiva ni de sentencia”, 
sólo “por cuidar y respetar los debidos procesos 
legales”.

Con respecto a la propuesta planteada por el presidente 
Felipe Calderón; tras haberse reunido en el X Encuentro 
Nacional de Procuradores y Presidentes de Tribunales, 
ambos actores acordaron que presentarán al Congreso 
de la Unión una propuesta para incluir los jueces sin 
rostro dentro del sistema de justicia penal federal.

Las posturas de las entidades federativas ya han 
comenzado a definirse con respecto al tema de los 
“jueces sin rostro”. Mientras que los estados de 
Durango y Coahuila se contempla crear la figura del 
“juez sin rostro” para casos de delincuencia organizada, 
en Chihuahua, los poderes Judicial y Legislativo la 
descartaron “por inconstitucional”, al menos en 
materia penal.

En Coahuila ya fue presentada una iniciativa que 
propone la creación de los “jueces sin rostro” con 
motivo de la competencia concurrente que tendrán las 
entidades federativas para conocer de los delitos contra 
la salud en su modalidad de narcomenudeo. Al respecto 
se señaló que “El juez que va a tomar cargo de este tipo 
de acciones tendrá un juzgado especial, será un búnker 
blindado, y que será de alguna manera un juez anónimo 
para poder preservar su seguridad”. Sin embargo, no se 
ha resuelto con respecto a quienes serán los 
encargados de nombrar a dicho juez, o las medidas de 
seguridad que se tomarán para llevar a cabo la 
protección del servidor público y de su familia. 

Al respecto cabe señalar que este tipo de detalles no 
son los únicos que no han sido resueltos; es necesario 
ahondar al respecto de quién será el órgano 
responsable de la selección del funcionario público que 
desempeñará la labor, y las medidas de seguridad que 
se tomarán para resguardar la información con 
respecto a dicha elección. Como sucedió en Colombia, 

la identidad de estos funcionarios públicos terminó por 
ser descubierta por motivo de fugas de información y 
corrupción, que por amenazas o incluso sobornos 
terminaron por delatar al “juez sin rostro”. Asimismo, 
es necesario contemplar si sobre la sentencia dictada 
por parte de este juez habrá lugar a recurso alguno, 
toda vez que de ser así, será necesaria también la 
implementación de los “tribunales sin rostro”. 

Pese a lo anterior, lo único cierto en México es que la 
propuesta apenas ha sido considerada como opción, y 
los Estados están comenzando a analizar la viabilidad 
de la misma. Por ejemplo, en Tamaulipas, los jueces sin 
rostro no están contemplados en el Poder Judicial a 
pesar de la violencia que azota al estado. Alejandro 
Etienne Llano, presidente del Tribunal Superior de 
Justicia de Tamaulipas, manifestó su desacuerdo a 
impulsar jueces sin rostro aún en la entidad, precisó 
que "Nosotros en Tamaulipas tenemos la postura de 
que no obstante a las condiciones que actualmente 
tenemos, la labor de los jueces debe de ser de frente a la 
sociedad, de frente a la gente y así lo estamos 
haciendo". 

Del mismo modo, en Chihuahua, los poderes Judicial y 
Legislativo la descartaron “por inconstitucional”, al 
menos en materia penal. El presidente del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado (STJE), Rodolfo Acosta 
Muñoz, señaló que esa figura fue desechada de la 
reforma al Nuevo Sistema de Justicia Penal aprobada 
en Chihuahua por considerarla inconstitucional. 
Asimismo comentó que el “juez sin rostro” no se 
incluyó porque “chocaba” con el sistema penal 
garantista de Chihuahua, donde todo queda a la vista, 
desde el procesado hasta el juzgador, pasando por el 
defensor y el agente del ministerio público.

Contraria a esta postura, en el estado de Veracruz ya se 
han pronunciado a favor de la implementación de los 
“jueces sin rostro”, sin embargo aún no se ha legislado 
al respecto. 

En San Luis Potosí, el Procurador General de Justicia 
del Estado, Cándido Ochoa Rojas, informó 
recientemente que la investigación en torno al 
atentado que sufrió la madrugada del 22 de 
Septiembre pasado, en Ciudad Valles el Subsecretario 
de Prevención y Readaptación Social, Jaime Delgado 
Alcalde, fue asumida directamente por el recién 
designado “fiscal sin rostro”. Lo anterior resulta por 
demás sorpresivo toda vez que en la entidad no se ha 
pronunciado una postura con respecto a la designación 
de funcionarios “sin rostro”, mucho menos se ha 
legislado al respecto. 

La Justicia sin rostro no es un tema nuevo en el ámbito 
de la seguridad y aplicación de justicia. Si bien es cierto 
este sistema ha sido utilizado en otros países como 
Colombia y Perú, también lo es que no cumplió con los 
objetivos y desembocó en una desviación de la 
impartición de justicia.

En Colombia, se tuvo que dar fin al sistema de Justicia 
Regional en la que se trabajaba con  la figura de “juez 
sin rostro”. Originalmente, el régimen excepcional 
estuvo contemplado para desaparecer en el año de 
2001, sin embargo, con motivo del gran número de 
violaciones procesales y violaciones a los derechos 
humanos de los inculpados, se tuvo que legislar 
emergentemente para que el sistema desapareciera 
dos años antes de lo previsto.

Por otro lado, en Perú, el régimen excepcional nunca 
fue contemplado como una opción para acabar con la 
violencia en contra de los jueces; contrario a esto, los 
“jueces sin rostro” fueron una manera de someter al 
Poder del Ejecutivo la independencia del Poder 
Judicial. Aunado a esto, la aparición de la figura del juez 
enmascarado fue una manera de judicializar y sustituir 
las desapariciones forzadas que hasta 1991 llevó a 
cabo el gobierno de Perú. La situación que tuvo lugar 
en Perú fue considerablemente más seria que el 

    CONCLUSIONES



panorama que se vivió en Colombia. Si bien es cierto en 
ambos países fueron violadas las garantías procesales, 
también lo es que en Perú fueron casi suprimidas, al 
grado de convertir la excepción judicial en una regla 
general. La tortura, la incomunicación, la falta de 
oportunidad de defensa y audiencia, así como las altas 
condenas se convirtieron en una situación altamente 
aceptada en ese país. Cualquier conducta podía 
encuadrar en la definición de terrorismo o traición a la 
patria, dando lugar a procesamientos ante tribunales o 
jueces sin rostro. Los jueces sin rostro fueron parte de 
todo un esquema legal antiterrorista que generó miles 
de inocentes en prisión. Al punto que el mismo 
presidente Fujimori no solo tuvo que poner fin a la 
figura, sino que se vio obligado a crear una Comisión de 
Indulto para liberar a  esos inocentes (indultó a cerca de 
500 en 3 años), condenados, precisamente, por jueces 
sin rostro.  

En México, la implementación de la figura no resulta 
pertinente, sobre todo considerando que no existe 
realmente una justificación para la implementación de 
dicho régimen excepcional. La afirmación de la 
existencia latente de amenazas y violencia en contra de 
los impartidores de justicia no es realmente un motivo, 
sino un pretexto para someter al Poder Judicial al Poder 
Ejecutivo. Basta para afirmar lo anterior que el número 
de servidores judiciales amenazados por parte del 
crimen organizado es mínimo, y casi inexistente en 
comparación de los 220 funcionarios colombianos 
asesinados en el periodo de1980-1990. La violación de 

las leyes por parte del crimen organizado no es 
justificación suficiente para que las propias 
autoridades violenten el seguimiento de las mismas.

Aunado a esto, el régimen excepcional plasmado en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el cual da pauta a la existencia de los “jueces sin rostro”, 
está únicamente reservado para el conocimiento de los 
delitos relacionados con delincuencia organizada; 
consecuentemente, la creación por parte de las 
autoridades estatales de los “jueces sin rostro”, resulta 
por demás inconstitucional siendo que, el 
conocimiento de los delitos relacionados con el crimen 
organizado compete solamente a las autoridades 
federales. Así las cosas no se justifica la existencia de 
servidores públicos “sin rostro” dentro de las entidades 
federativas.

Por otro lado, existe un gran número de detalles que no 
han sido aún tratados al hablar de esta figura. 
Únicamente se contempla la existencia del “juez sin 
rostro”, sin embargo nada se ha dicho con respecto a la 
procedencia de recursos en contra de las sentencias 
dictadas por parte del mismo. En caso de que proceda 
algún recurso, ¿quién será el encargado de conocer de 
él y resolverlo?. Del mismo modo, nada se ha dicho al 
respecto de quién será el  encargado del  
nombramiento de los funcionarios sin rostro. Si se 
habla de un juez, ¿será nombrado por el Consejo de la 
Judicatura?, o si se tratase de un magistrado sin rostro, 
¿el Congreso del Estado será el encargado de su 
nombramiento?. ¿Será un único juez el cual conocerá 

de todos los procesos que se lleven a cabo en el 
territorio estatal?, ¿quiénes tendrán conocimiento de 
la identidad de este funcionario?, ¿cómo se garantizará 
que nadie conozca sobre quién recae este 
nombramiento?, ¿cómo se asegurará la integridad 
física del funcionario y de su familia?, ¿cómo se evitará 
que no existan las fugas de información?. Como se 
puede observar, aún quedan muchas preguntas sin 
resolver que nadie se ha encargado de estudiar.

El presidente Felipe Calderón se pronunció a favor 
de analizar la posibilidad de establecer jueces 
anónimos en México.
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La Justicia, como una de las funciones esenciales 
del Estado y además como fin último necesario 
en la convivencia humana, es definida, 
delimitada y concebida en términos de normas 
jurídicas del más alto nivel que las democracias 
han reconocido tanto en sus relaciones internas 
como extra-nacionales.

La alta función de ser depositario de la 
jurisdicción, de la facultad de administrar tan 
preciado bien estatal, solo puede lograrse 
mediante la necesaria independencia que los 
jueces deben mantener para el dictado de sus 
sentencias. Los jueces no pueden estar 
sometidos a nada ni a nadie sino solo a la Ley. 
Toda conquista democrática, amenazada por 
siempre dada su especial naturaleza, debe 
defenderse y fortalecerse, lo que solo logra la 
institucionalización.

Nuestros Ordenamientos Supremos, tanto la 
Constitución General de la República, como la 
particular del Estado de San Luis Potosí, no 
confieren la depositaria de la facultad 
jurisdiccional a un solo órgano estatal sino que, 
por el contrario, enuncian como parte de un todo 
a los diversos entes estatales que hacen de la 
administración de justicia su actividad cotidiana. 
Las distinciones que hay entre estos agentes 
jurisdiccionales es de competencia, no 
jerárquica, en cuanto a que no hay una derivación 
de facultades de un tribunal a otros,  no hay un 
origen único de esta expresión de la Soberanía 
del pueblo sino solo el pueblo mismo, origen y fin 
del Estado.

Lo anterior se traduce en la necesidad de 
contemplar mecanismos que garanticen a los 
jueces, más allá de su nomenclatura, el gozar de 
la más absoluta independencia para el desarrollo 
de su función, que deben solo para y por el 
pueblo.

La función de ser Juez implica una importancia 
enorme en el desarrollo de las actividades de una 
sociedad, de ahí que los jueces tenemos un doble 
compromiso como es el de juzgar a nuestros 
congéneres, dirimir sus diferencias, calificar su 
conducta y aplicar las normas legales, pero al 
mismo  tiempo tenemos la responsabilidad de 

Por: Mtra. Diana Isela Soria Hernández
Juez Primero del Ramo Civil y Presidenta
de la Asociación de Jueces del Poder 
Judicial A.C.

La Independencia de los Jueces Ante 
Relatora de las Naciones Unidas

prepararnos cada día como personas y como 
funcionarios para desarrollar de la mejor manera 
nuestra actividad. Por ello, tenemos la obligación 
de atender a todas las partes involucradas en un 
juicio por igual, de estudiar constantemente, de 
aceptar las críticas, de buscar en nuestra 
actuación el justo equilibrio entre el idealismo y la 
prudencia, de actuar con honradez, de optimizar 
los medios de trabajo pero sobre todo de observar 
una buena conducta, dentro y fuera del 
desempeño del cargo.  Juzgar, en una palabra, es 
apreciar la conducta ante el derecho bien 
interpretado, asimilando la realidad con la 
doctrina, la ley con la justicia. 

Esto solo es posible si el Juez actúa con entera 
libertad, ajeno de presiones y cortapisas, de 
intereses y voluntades ajenas que pretendan 
desviar el recto sentido de su actividad. El 
estatuto judicial es, entonces, el derecho y el 
deber de solo someterse a la ley cuando se ejerce 
jurisdicción, es decir, cuando se pronuncian 
sentencias y se ejecuta lo juzgado.

La inamovilidad, prevista en el artículo 102 de la 
Constitución Política del Estado de San Luis Potosí 
y, por tanto, expresión suprema de la voluntad 
popular, se establece como la permanencia en el 
cargo, salvo causa grave, una vez que 
transcurridos cinco años de ejercicio, se ratifica el 
encargo en base a méritos del juzgador que así, 
queda exento del temor de una destitución o 
remoción forzada por voluntad autoritaria de 
quienes, sin ver más allá de los límites de un 
escritorio burocrático, consideran a la Justicia 
como un mal necesario o, peor aun, como un 
mínimo interés del pueblo. Por el contrario, la 
Justicia requiere, para expresarse, que no se 
cambie indiscriminadamente a sus portavoces, 
cuando han demostrado ser fieles servidores de 

tan alto ideal.

Sin embargo, no solo la inamovilidad garantiza la 
independencia. Al igual que en la esencia del 
Estado Mexicano, la división tripartita del Poder 
Soberano para su ejercicio, con sus pesos y 
contrapesos que equilibran las funciones y los 
órganos públicos, se expresa al interior del Poder 
Judicial, mediante la existencia de una entidad 
que, desplazando las labores eminentemente 
administrativas de la jurisdicción del antiguo 
régimen concentrado en tribunales superiores a 
órganos especializados, como son los Consejos de 
la Judicatura, han buscado coadyuvar con el tema 
de la independencia de los jueces a través de una 
vigilancia objetiva, administración racional y 
preparación continua que se traducen en la 
carrera judicial, como todo un proyecto de vida 
que profesionaliza a quienes la Constitución 
confiere la potestad de juzgar y permite que el 
conocimiento otorgue certeza en su actividad y 
rechace injerencias indebidas para el dictado de 
sus actos.

No es tarea fácil ser Juez. Decidir a quien se 
reconoce la razón de la justicia va más allá de la 
sola lectura de un texto normativo. Lleva implícita 
la experiencia, la formación y los valores 
personales que constituyen el soporte con el que 
llegamos a rendir la protesta del cargo y que nos 
acompañará inexorablemente por toda nuestra 
existencia. Por eso, al margen de críticas y 
denuestos, el Juez debe ser un ciudadano 
ejemplar, que no solo plasme la justicia en una 
sentencia, sino en toda la expresión de su vida 
diaria. 

Por eso, la necesidad impostergable de que la 
independencia sea la nota característica del 
individuo que lleva en sus manos la potestad del 
Estado de decidir sobre los bienes, las personas y 
los valores esenciales de la sociedad.

Al día de hoy existen aproximaciones a los ideales 
expresados. Falta mucho por hacer.

Requerimos que la independencia judicial se 
traduzca en una actividad permanente de 
preparación personal y académica que haga a los 
jueces concientes de su misión y orgullosos de su 
encargo. Que ser Juez sea un honor, no un 
empleo; que los pares lo reconozcan como tales y 
que los ciudadanos los identifiquen como 

Lleva implícita la 

experiencia, la formación y 

los valores personales que 

constituyen el soporte con 

el que llegamos a rendir la 

protesta del cargo.
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El Supremo Poder Conservador. 
Antecedente Mexicano Del Juicio De Amparo.

Por: Lic. Enrique Arizpe Narro
Magistrado en retiro del Poder 
Judicial de la Federación. 

Es difícil encontrar durante el desarrollo de 
nuestra  h istor ia ,  una inst i tuc ión tan  
menospreciada y repudiada por los juristas y 
autores que la sucedieron, como el Supremo 
Poder Conservador que se estableció en la Carta 
Magna de 1836, conocida como las Siete Leyes 
Constitucionales.

Efectivamente, las cámaras de 
diputados y senadores, cuyos integrantes eran en 
su mayoría conservadores, se reunieron en 
sesión de 9 de Septiembre de 1835, se declararon 
autorizadas para expedir un nueva Constitución 
que substituyera a la federalista de 1824 que aún 
estaba en vigor, se integraron en un solo Cuerpo 
Constituyente y emitieron las aludidas Siete 
Leyes Constitucionales, de carácter centralista, la 
Segunda de las cuales estableció el organismo 
que habría  de servir  de árbitro para intervenir 
en caso de que cualquiera de los tres poderes 
tradicionales (Legislativo, Ejecutivo y Judicial) 
traspasara mediante alguno de sus actos o 
resoluciones, los limites de sus atribuciones. Para 
ello, se otorgaban a ese Poder Supremo, 
facultades casi omnímodas, pues tenía, entre 
otras: declarar la incapacidad física o moral del 
Presidente de la Republica para desempeñar el 
cargo; suspender las sesiones de la Suprema 
Corte de Justicia o del Congreso Nacional; 
declarar cuando el Presidente de la Republica 
estaba obligado a renovar su gabinete; y dar o 
negar la sanción necesaria a las reformas de la 
Constitución que acordare el Congreso. Pero 
sobre todo, de manera inconcebible y 
desorbitada podía determinar cual era la 
voluntad de la Nación, en cualquier caso que lo 
ameritase. Ninguna de estas funciones podía 
ejercerse de oficio, sino solo cuando alguno de 
los otros poderes se lo pidiera, conforme se 
especificaba en las normas legales respectivas.

Estimamos que el Supremo Poder 
Conservador constituye un antecedente del 
Juicio de Amparo porque independientemente 
de sus deficiencias, era lo que en la doctrina 
constitucional se denomina Medio de Control de 
la Constitucionalidad, en el caso, ejercido por 
Órgano Político. Así es, porque entre sus 

atribuciones, además de las ya mencionadas, 
tenía conforme a las fracciones I y II del artículo 
12 de la Segunda Ley Constitucional, la de 
declarar la nulidad de una Ley, cuando fuese 
contraria al texto expreso de la Constitución y le 
pidiera tal declaración ya fuese o el Poder 
Ejecutivo o la Suprema Corte de Justicia. Así 
como declarar a solicitud del Poder Legislativo o 
de la Suprema Corte, la nulidad de actos del 
Poder Ejecutivo, contrarios a la Carta Magna o la 
Ley. 
Es decir, podía declarar inconstitucionales leyes o 
actos de autoridad.

Se ha dicho que la idea primogénita de 
establecer un organismo de tal naturaleza 
correspondió a Don Lucas Alamán, miembro 
eminente del Partido Conservador y que la 
misma se materializó y llevó a cabo por Francisco 
Manuel Sánchez de Tagle, quien además llegó a 
formar parte del Órgano. Tal pensamiento a su 
vez, deriva de la teoría formulada por Benjamín 
Constant, escritor y político Francés, respecto del 
poder neutro que atribuía a un monarca 
constitucional, y que servía, según el pensador, 
de moderador respecto de los poderes 
tradicionales. La doctrina inspiró a Sieyes en 
Francia, para crear el Senado Conservador el cual 
se incluyó en la Constitución Francesa de 1799 y 
que tenía entre otras funciones la de declarar la 
inconstitucionalidad de las leyes, a petición del 
Tribunado (Poder Ejecutivo), o del Gobierno. Tal 
Senado no tuvo el resultado esperado, pues cayó 
en manos de Napoleón, cuando éste se proclamó 
emperador.

A  s u  vez ,  e l  S u p re m o  Po d e r  
Conservador  se inspiró en el Senado Francés. En 
la práctica la institución mexicana resultó 
también un fracaso, según veremos.

Al tratar de aprobarlo la Asamblea 
Constituyente, provocó una fuerte oposición, 
incluso de algunos legisladores conservadores, 
pues la discusión de la Segunda Ley 
Constitucional que contenía el organismo, se 

“Cada Fracaso le enseña al hombre algo que necesitaba aprender”

Charles Dickens.

inició el 9 de Diciembre de 1835 y concluyó hasta 
abril de 1836. Finalmente la votación resultó: 37 
votos a favor y 36 en contra. Es decir, por un solo 
voto se admitió esa institución que tenía tanta 
importancia en la vida institucional de la Nación.

Una vez que entró en vigor la 
Constitución de 1836, se procedió a designar a 
los miembros del Supremo Poder Conservador, 
mediante el complejo sistema establecido, en el 
que intervenían las Juntas Departamentales, la 
Cámara de Diputados y el Senado. Así, quedaron 
nombrados los 5 miembros del Magno Poder, los 
cuales, según el artículo 17 de la segunda Ley 
Constitucional, no serían responsables sino ante 
Dios y la opinión pública y, en ningún caso, 
juzgados por sus opiniones. Estos integrantes 
eran: el General Melchor Múzquiz, quien fungiría 
como Presidente, Francisco Manuel Sánchez de 
Tagle, que lo haría como Secretario, Justo Corro, 
Rafael Mangino e Ignacio Espinosa. Como 
suplentes quedaron: Carlos Maria Bustamante, 
Cirilo Gómez Anaya  y José María Bocanegra.

Las principales resoluciones que dictó 
el Supremo Poder Conservador fueron las 
siguientes:

1. El 25 de Noviembre de 1838 declaró 
nula una resolución del Ministro de Guerra, 
mediante la cual había restituido en su puesto a 
un Juez de Letras. El fallo indignó tanto al 
Secretario que renunció a su cargo, provocando 
fuerte molestia al Presidente de la Republica.

2. El 14 de Diciembre de 1838 concedió 
al General Antonio López de Santa Anna, amplios 
poderes para restablecer la constitución y el 
orden, en virtud de haber acaecido graves 
disturbios. Al Presidente Anastasio Bustamante y 
a gran parte de la opinión pública no les agradó 
que se concediera una fuerza casi dictatorial al 
mencionado milite, quien ya se había convertido 
en rival del Primer Mandatario.

Origen del Supremo Poder 
Conservador.

Las Resoluciones pronunciadas
por el organismo
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Son tantos los pendientes, como avances y logros 
en el desarrollo de la judicatura hemos tenido. 
Nos separan de lo óptimo y lo deplorable una 
distancia similar que solo podemos acortar para 
bien en tanto dejemos atrás lo malo, 
abandonando los rencores y los sinsabores, 
asumiendo que nuestra función nos obliga a 
marchar hombro con hombro hacia el futuro, 
buscando más intuición y menos deducción; más 
comprensión menos lógica; más buen sentido y 
menos expansión intelectual ociosa;   esto es el 
arte de juzgar. 

Alcanzando este objetivo, lanzar en el papel 
aquello que brotó de la inteligencia  y el corazón, 
es obra fácil para que el juez dé por terminada su 
tarea en el proceso. 

Se dice que solo el hombre bueno puede ser 
enteramente justo. La justicia es inconciliable, con 
excepción de las capitulaciones, sean del corazón 
o  del espíritu;  es, con todo, hermana gemela de 
la bondad. 

modelos de conducta; que los subalternos perciban 
su liderazgo y que los otros poderes respeten su 
investidura; que como expresión de la voluntad 
popular implícita en las normas constitucionales, 
se reconozca que son las competencias las que 
distinguen, no las designaciones.

Requerimos leyes con mejor factura por parte del 
Poder Legislativo, que hagan operativa la justicia, 
actualizando las instituciones a una modernidad 
que requiere ver al mundo con la mirada en alto y 
hacía el horizonte, no con la añoranza del pasado; 
con matices propios de la vida actual, no como la 
imaginaron los abuelos sino como la verán los 
nietos. 

Requerimos que el Estado cobre conciencia de la 
necesidad de justicia en todos los ámbitos, para lo 
cual, la administración debe destinar los recursos 
necesarios para la formación de los hombres y 
mujeres que portan en sus manos la facultad de 
sentenciar, así como de los espacios y enseres 
mínimos indispensables para que quienes buscan 
solución a sus pretensiones, encuentren que a la 
justicia la acompaña la dignidad.

Decidir a quien se reconoce la razón de la justicia va más allá de la sola lectura de un texto 
normativo.

El hombre bueno, ve en su prójimo su propia 
figura, por lo que juzgar bien, es trasponerse al 
drama que se debate, comulgando un instante 
con la suerte de los litigantes. La bondad no 
implica debilidad, ni desatención al ideal de la ley. 
Inspira soluciones humanas y sociales, auxilia la 
búsqueda de la equidad.

Por eso, cierro esta intervención recordando que, 
frente al poder absoluto del monarca prusiano 
Federico el Grande, un pobre campesino, ante la 
pretensión de los consejeros del rey de rendir su 
voluntad y renunciar a sus bienes que afeaban la 
vista del palacio, expresó en una frase la esencia 
de lo que nos enorgullece: “aun hay jueces en 
Berlín”.

Independencia, imparcialidad, rectitud de 
conducta, preparación continua, son exigencias y 
compromisos, pero también necesidades. Que 
como jueces, nos juzgue el pueblo que nos 
confirió nuestra misión; que como titulares de 
una función del Estado, el propio Estado nos 
permita cumplirla a cabalidad. 

                                                                      GRACIAS
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La Ética y Ética Judicial

Por:  Lic. María Elena Sánchez Guzmán
Magistrada de la Segunda Sala del Supremo
Tribunal de Justicia del Estado.

Hay anhelos que son universales, como 
la búsqueda sempiterna de una sociedad de 
hombres libres, que les garantice su desarrollo 
humanístico y los emancipe de temores. Una de 
las más bellas expresiones de ese afán generoso, 
quedó brillantemente consagrado en la 
exposición de motivos de la Constitución  Federal 
de 1824, la primera del México independiente, 
cuyos postulados han sido igualmente 
inspiradores de los Códigos de Ética, en cuanto a 
que” Sin justicia no hay libertad, y la base de la 
justicia no puede ser otra que el equilibrio entre 
los derechos de los demás con los nuestros”; en el 
anhelo de “hacer  reinar la igualdad ante la ley, la 
libertad sin desorden, la paz sin opresión, la 
justicia sin rigor, la clemencia sin debilidad; 
demarcar sus límites a las autoridades supremas 
de la nación, combinar éstas, de modo que su 
unión produzca siempre el bien y haga imposible 
el mal”. 

El honor nacional está altamente 
comprometido en la conducta que observamos. 
Pensamientos que bien pueden expresar la tarea 
de la Ética de nuestro tiempo: la preocupación 
del hombre por el respeto y el reconocimiento a 
la dignidad de los otros. Hablar hoy  de Ética,  
equivale a hablar de justicia, pues las relaciones 
armónicas entre las personas solo pueden 
construirse cuando se respetan los derechos  que 
a cada uno le corresponden.

La Ética derivado de innumerables 
estudios, nos conduce a establecer que es una 
ciencia, en tanto se trata de una disciplina social, 
que tiene como objeto de estudio las “acciones, 
esto es, los valores, principios y parámetros de 
conducta, que una colectividad ha conformado y 
aceptado, como convenientes o necesarios para 
el “ sano equilibrio de los individuos que 
participan en una comunidad o grupo, en 
relación  con una serie de instituciones políticas, 
religiosas, educativas,  sociales, jurídicas y 
económicas, que también contribuyen a la 
convivencia y supervivencia de los seres 
humanos.”

Evidentemente que existe una estrecha 
relación entre Moral, Ética y Derecho. Sin 
embargo no se puede afirmar que es la única 
relación, por cuanto a que la Ética se relaciona 
con todas las actividades del ser humano, pues  
constituye una cosmovisión ante la vida, en todos 
sus aspectos.

La Ética de por si, tiene un método, 
pero el método de la Ética no es deductivo ni 
inductivo, aunque dicho método encuentra un 
sustento importante en la experiencia, pero esta 
experiencia no es de carácter personal o 
individual, sino histórica, humana y colectiva.

Al tratar esta disciplina, lo que 
corresponde es empezar por su materia, o sea, 
aquello a que dirige su mirada, y luego precisar la 
perspectiva desde la cual se estudiará. Yendo 
entonces al objeto material, digamos que el 
mismo es el juez, persona a quien la sociedad le 
ha otorgado un poder, quien a través de los 
mecanismos que directa o indirectamente ha 
establecido o seleccionado, le confiere el poder 
previsto constitucionalmente, que incluye como 
tal, la posibilidad de recurrir a la fuerza o a la 
coerción institucionalizada, ello en razón de 
contar con ciertas idoneidades, ya que elegir un 
juez supone habitualmente establecerlas, esto 
es, no sólo como persona conocedora del 
Derecho, ya que la función judicial es diferente de 
los otros modos de ejercer la profesión y Ética, 
esto es, que goce de honorabilidad y confianza 
pública.

Una vez precisado desde el objeto 
material, se pasa al aspecto formal de la Ética 
judicial, que estudia al juez desde la perspectiva 
del bien, o sea, desde su perfección o plenitud, 
como también de aquellos que se benefician o 
padecen la presencia de esa perfección en el 
quehacer judicial. La Ética judicial tiene por 
propósito señalarle exigencias que lo dirigirán a 
alcanzar esa plenitud o perfección como juez, 
alejándolo tanto de la maldad judicial como de la 
mediocridad. Y es así que  la perspectiva  Ética en 
el juez, apunta a lograr del mismo, al “mejor” o “ 
excelente “ juez.

Atento a lo cual, se concluye que la 
Ética Judicial procura no sólo la propia del juez, 
sino de diversos sujetos implicados en su 
quehacer. Por ello es más que una deontología, o 
sea, un catálogo de deberes, dado que lo 
importante no son éstos, sino lo que provoca o 
resulta de éstos en términos de bienes que 
justifican a esos deberes.

En la actualidad tiene especial 
importancia la observancia de los valores éticos, 
porque mas allá de los desarrollos doctrinarios, 
parece un hecho notorio que la autoridad 
política, incluido el Poder Judicial, padece en 
nuestra sociedad de una notable desconfianza y 
falta de credibilidad; y por ello, frente a esa 
realidad, parece razonable promover, junto a los 
caminos ya intentados y vigentes, uno nuevo que 
apele al compromiso íntimo de los jueces en 
orden a esforzarse para llegar a ser los mejores. 
Seguramente la sociedad no rechazará, sino que 
valorará, que sean los mismos integrantes del 
Poder Judicial los que preocupados por esa falta 
de legitimidad, intenten recuperarla, apelando al 
compromiso particular, pero manifestándolo 
públicamente en la Ética profesional del juzgador.

Al hablar de la Ética, surge la pregunta, 
cuál es la razón de vincularla con el Derecho y 
más específicamente, con la función de 
administrar justicia?

En principio podríamos decir que la 
Ética es una herramienta que le permite al 
hombre tomar decisiones en la vida,  mediante la 
elaboración de razonamientos previos, que se 
construyen a partir de dicotomías: justo- injusto, 
bondad- maldad; conocimiento- ignorancia, 
construcción- destrucción, pero es la Ética la que 
genera ideas para construir valores, justifica la 
existencia de esos valores y los vincula a la vida de 
los hombres,; y por lo tanto, legitima su presencia 
en la administración e impartición de justicia y es 
cuando la Ética le permite al hombre valorar los 
efectos de sus actos y comportamientos.

A través de los tiempos, los teóricos del 
Derecho han recurrido al argumento ético para 
legitimar la labor del juez en la consolidación del 
Estado de Derecho y para ello se ha tratado de 
aplicar a la labor del juzgador los diferentes 
modelos de ética que se consideran más idóneos 
para él mismo. Y así, se han propuesto, el 
consecuencialismo, el deontologismo y el de la 
ética de las virtudes, o del carácter, pero 
estudiando cada uno de éstos, la inclinación se 
dirige hacia el de las virtudes, porque así se forma 
el carácter de los juzgadores, haciéndolos las 
personas más idóneas en el cumplimiento de su 
deber. De manera tal, que la confianza que la 
sociedad tiene depositada en sus órganos 
jurisdiccionales se verá reforzada si los tribunales 
cuentan con personas con autoridad moral, lo 
que solo se logra, cultivando tales virtudes.

Ética Judicial
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3. El 21 de Enero de 1839 declaró el 
Supremo Poder, como voluntad de la Nación, que 
el mismo General López de Santa Anna ocupara la 
presidencia de la República interinamente a 
virtud de haberse concedido una licencia a 
Bustamante. No expresó el organismo, ni la Ley lo 
requería, que hubiese recabado la opinión de los 
ciudadanos  sobre el particular. 

4. El 9 de Noviembre de 1839 declaró 
que era procedente reformar la Constitución, por 
ser ello voluntad de la Nación, como se lo había 
pedido el Ejecutivo. Esto, no obstante que el 
artículo 1º de la Séptima Ley Constitucional 
establecía que no se podía hacerlo hasta pasados 
seis años del inicio de su vigencia.

5. El 13 de Mayo de 1840, declaró nulo 
un decreto del Congreso, en el cual se disponía 
que los ladrones fueran juzgados militarmente y 
no por los jueces comunes. Aún cuando el 
Supremo Poder tenía razón, porque la 
d e t e r m i n a c i ó n  e r a  n o t o r i a m e n t e  
inconstitucional, de manera increíble el 
Secretario del órgano, Sánchez Tagle, se negó a 
firmar la resolución aduciendo que no estaba 
conforme con lo decidido. Esto motivó que las 
autoridades se negaran a obedecer el fallo, 
argumentando que carecía de validez y siguieron 
aplicando el decreto.

6. El 19 de Octubre de 1841, ya 
envuelto en el desprestigio, el Supremo Poder 
Conservador negó una petición del Gobierno 

para que se le concedieran facultades 
extraordinarias a fin de restablecer el orden. La 
pugna había llegado a su máxima expresión. 

El General Mariano Paredes Arillaga se 
levantó en armas en Guadalajara en contra del 
gobierno de Don Anastasio Bustamante, mientras 
que el General Gabriel Valencia los hacía en la 
capital. López de Santa Anna se les unió y los tres 
formularon las llamadas bases de Tacubaya  en las 
cuales desconocían los Poderes de la Nación, con 
excepción del Judicial, obligando a Bustamante a 
dejar la Presidencia. Al publicarse tales Bases, el 
28 de Septiembre de 1841, el Supremo Poder 
Conservador dejó de existir.

El Supremo Poder Conservador se creó 
para mantener a los otros tres poderes dentro de 
la órbita de sus facultades. Teóricamente la 
creación de un organismo de tal naturaleza era 
positiva, pues efectivamente, el hecho de que 
alguno de los poderes se extralimite en sus 
funciones atenta contra el Estado de Derecho y 
perjudica por consiguiente, tanto a la Nación 
como a sus habitantes. Empero, en la práctica el 
Organismo Político de Control Constitucional fue 

un estrepitoso fracaso y lejos de servir de 
moderador entre poderes provocó una pugna 
entre ellos. Esto se debió a que se otorgaron al 
ente, facultades exorbitantes, sin una 
reglamentación adecuada que acotara su poder; 
un órgano de tal naturaleza no tenía 
antecedentes ni por ende, arraigo en el País, lo 
que provocaba el resentimiento de las 
autoridades, al estimar éstas que se les restringía 
en sus prerrogativas; no se dio oportunidad a los 
gobernados de solicitar ante el aludido poder, los 
protegiera en sus derechos, ni a los demás 
poderes la posibil idad de comparecer 
defendiendo la constitucionalidad de sus actos.            
Pero además, la situación del País no era la más 
apropiada para instaurar un órgano de tal índole, 
pues la Nación estaba plagada de revueltas y 
asonadas, amén de algunos levantamientos 
federalistas. Por último el poder creado no tenía 
atribuciones ni medios para hacer cumplir sus 
fallos.

No obstante, el Supremo Poder 
Conservador tuvo la virtud de ser el primer 
Órgano de Control Constitucional en México y su 
existencia dio lugar  a que se pensara en un mejor 
sistema para resguardar el cumplimiento de la 
Constitución. Es decir fue el primer paso que 
condujo a la creación del Juicio de Amparo.

Las bases de Tacubaya ponen fin al
Supremo Poder Conservador
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vista por la sociedad como una institución seria, 
merecedora de honorabilidad y prestigio. De la 
misma manera, se contempla que la persona en 
quien se deposita la administración de justicia, se 
encuentre en relación directa con el aspecto 
ético y moral, esto es, se exige que ésta sea 
impartida por jueces con “ autoridad moral “.

Por ello, en una reflexión profunda, 
debe decirse, que se da por supuesto que el juez 
debe ser una persona experta en Derecho, pero 
además que tenga criterios y principios éticos 
profundamente arraigados.

Otra de las virtudes a destacar  en los 
juzgadores, es la excelencia en sus variadas 
formas de expresión, a saber:  humanismo, 
justicia, prudencia, responsabilidad, fortaleza, 
patriotismo, compromiso social, lealtad, orden, 
respeto, decoro, laboriosidad, perseverancia, 
humildad, sencillez y honestidad.

Ahora bien, aunque los principios y 
virtudes que se expresan, solo tienen un carácter 
orientativo, es decir, son solo una invitación al 
juzgador a normar su conducta bajo los principios 
expuestos y que pueden ser aplicados en su labor 
diaria, y no coercitivamente obligatorios, sí 
muestran el compromiso como finalidad 
inmediata, de crear una cultura jurídica donde 
estén arraigados tan íntimamente, que 
d i f í c i lmente  puedan  cons iderarse  de  
cumplimiento potestativo o voluntario.

E x i s t e n  t a m b i é n  p r i n c i p i o s  
fundamentales de Ética, a observar por 
Magistrados y Jueces, a saber: imparcialidad, 
independencia y objetividad. Tratar cada uno de 
ellos, requiera un apartado amplio y especial que 
es importante, pero solo se abordarán estos 
principios de manera sintetizada pero objetiva; y 
así, al hablar de imparcialidad nos contraeremos 
a señalar que este principio trata de evitar que el 
juzgador pueda dejarse influir de alguna manera 
para favorecer o perjudicar a alguna de las partes 
en conflicto; esto es, que lo que se busca a través 

de la imparcialidad es evitar que cualquier  tipo 
de influencia predisponga el ánimo del juzgador a 
favor o en contra de alguna de las partes.

En  cuanto a la  independencia, cabe 
señalar que el juez debe realizar su papel desde 
una democracia imparcial que le exige que sus 
resoluciones se encuentren fundadas en base a 
Derecho, sin que se someta a indicaciones, 
recomendaciones o sugerencias provenientes de 
cualquier factor social externo.

Respecto a la  objetividad, a través de 
éste se le exige al juzgador cualquier tipo de 
prejuicio, influencia o aprehensión de índole 
personal que pudiera afectar su resolución, o lo 
hiciera proponer una respuesta no apegada a 
Derecho y ser capaz  de verse a sí mismo desde 
afuera y de analizar, criticar y controlarse. Un Juez 
que cree saberlo todo,  y que sus opiniones son 
las correctas y adecuadas con exclusión de todos 
los demás, no puede cumplir adecuadamente su 
papel. El Juez debe desarrollar una sensibilidad 
hacia la dignidad de su cargo y los límites que le 
impone. Un Juez debe mostrar el autocontrol que 
le permitan distinguir entre los sentimientos 
personales y las aspiraciones naturales. Un Juez 
debe demostrar modestia intelectual. En su 
escritura y pensamiento, debe mostrar modestia 
y una ausencia de arrogancia; así como ser 
honestos, para  incrementar la confianza pública.

Diversos Códigos de Ética  han sido 
emitidos por Tribunales de Justicia de diferentes 
Estados de nuestro país, pero la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, considerando que, 
atento al momento histórico y social que nos tocó 
vivir, en el que la sociedad cada vez es más 
participativa y más demandante, y que exige de 
sus gobernantes, instituciones y funcionarios, un 
actuar transparente, comprometido, con valores 
y principios, determinó la organización de la 
llamada Declaración de Jurica en diciembre de 

2005, donde se asumió el compromiso de 
elaborar un Código de Ética para los 
impartidores de Justicia, mismo que fue 
aprobado durante el  Segundo Encuentro  
Nacional de Impartidores de Justicia, llevado a 
cabo en la  Ciudad de México, Distrito Federal, el 
17 de Noviembre de 2006 y en nuestro Tribunal, 
también como norma y directriz a seguir, 
mediante acuerdo del Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado, de fecha 18 
dieciocho de Febrero del 2010 dos mil diez, que 
lo hizo con la firme convicción de que nuestros 
Juzgadores exaltaran  los principios, valores y  
virtudes de la Ética Judicial.

Fue así que en la exposición de motivos 
de dicho Código Modelo de Ética para los 
Impartidores de Justicia de los Estados Unidos 
Mexicanos, se indicó que la impartición de  
justicia en México se realiza a través de un 
sistema de funciones y responsabilidades de 
cada órgano de dicha impartición de justicia que 
lo conforma; y por tanto, sus integrantes en 
nuestro país, constituyen una comunidad que 
r e s p o n d e  a  l o s  m i s m o s  p o s t u l a d o s  
constitucionales y comparte los mismos 
objetivos y aspiraciones, fundamentalmente, 
como lo es el que nuestro estado constitucional 
cuente con poderes judiciales y órganos 
jurisdiccionales autónomos, profesionales, y 
fuertes para garantizar el derecho de acceso a la 
tutela jurisdiccional efectiva consagrada en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, con valor central 
para la vida democrática y una condición 
indispensable para su desarrollo.

Por todo lo anterior, se concluye en 
que a la luz de la Ética, se tiene una visión 
institucional de los valores y virtudes que rigen el 
sistema de impartición de justicia y que ayudará 
a los servidores judiciales, a mejorar la 
efectividad en su función y será un referente 
objetivo para la valoración de la conducta 
personal de cada uno de quienes tenemos el 
honor de servir a nuestros semejantes, desde la 
elevada responsabilidad de administrar justicia. 

Dicho documento no se limita a señalarle al juez la necesidad de aplicar solo  la  
ley en el caso concreto, sino que lo conmina a emplear el criterio de la justicia y de 

equidad en su labor argumentativa
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Si volvemos los ojos a la tradición 
realista clásica, ésta ha explicado desde hace 
tiempo que las virtudes cardinales son: la 
prudencia, la justicia, la fortaleza y la templanza. 
Por ello, debemos vivir esas virtudes, no sólo 
pensar en ellas. “porque el bien no es para 
contemplarlo, es para hacerlo”

Por lo antes expresado, la labor del 
Juzgador no solo requiere del conocimiento de la 
ciencia jurídica, porque hay espacios en los que 
su única directriz, es su propia conciencia. Esta 
requiere ser ilustrada a partir de patrones de 
conducta asumidos libremente, que tiendan a 
hacer efectivos los valores, que si bien están 
ínsiditos en el propio quehacer del juez y en el 
ordenamiento jurídico, es indispensable 
explicitar, pues debe tenerse presente que lo 
callado, aunque obvio, se olvida, se disimula o se 
desdeña.

Por ello, mediante la aplicación de la 
Ética en nuestra conducta y actuar cotidiano, 
surgen pensamientos profundos, que traen a la 
reflexión, a la conciencia y a la práctica, los 

principios, reglas y virtudes inherentes a la 
función jurisdiccional.  Por tanto, se requiere 
entonces,  que la práctica reiterada se convierta 
en la segunda naturaleza del Juzgador, para que a 
través de su vida, dé contenido, claridad  y 
sistematización a sus postulados, ya que el 
conocimiento de la Ética no es innato, sino por el 
contrario, adquirido: lo innato es tan solo la 
disposición para adquirirlo. Y  su práctica será el 
incentivo que facilite la reflexión crítica de cada 
juzgador sobre su conducta. 

Sobre las virtudes del juzgador, su 
reflejo ha quedado expreso en los diversos 
Códigos de Ética, por ello, todo lo que logre que 
no solo se cumpla con el deber, sino que  se 
esfuerce por ser un  ser humano virtuoso, 
entonces, todo lo que lo ayude a conseguirlo, 
debe ser estimulado, aceptado y promovido.

En nuestro país existen numerosas 
codificaciones sobre la Ética, pero el 
comportamiento ético de los jueces se puede 
encontrar en el ámbito mundial, tanto en el 
contexto universal como en el regional.

A nivel universal deben mencionarse tres 
documentos que sirven como criterios 
orientativos en la labor judicial: Principios 
Básicos relativos a la Independencia de la 
Judicatura, los Principios de Bangalore de la 
Organización de las Naciones Unidas, sobre la 
Conducta Judicial y el Estatuto Universal del Juez. 
El primero de ellos que data de 1985, el segundo 
de 2002 y el tercero de 1999.

Tanto los Estados Unidos como  
Europa, se han sumado a la cultura de la Ética y 
como consecuencia en la formación de sus 
Códigos, u otras disposiciones que regulan y 
orientan el comportamiento ético de los jueces, 
pero sin duda el documento más importante a 
nivel Iberoamérica, es el Código Iberoamericano 
de Ética Judicial. Tal documento es importante, 
porque a partir de él se comenzaron a expedir los 
diferentes Códigos en Latinoamérica, cuya 
importancia radica en ser uno de los primeros 
documentos que ofrecen la posibilidad de poner 
en manos del juzgador, la oportunidad de  
conjugar el elemento moral por excelencia como 
es la justicia y la legislación del respectivo país. 
Dicho documento no se limita a señalarle al juez 
la necesidad de aplicar solo  la  ley en el caso 
concreto, sino que lo conmina a emplear el 
criterio de la justicia y de equidad en su labor 
argumentativa. Y aunque si bien en el referido 
texto se advierte influencia de los presupuestos 
teóricos del positivismo jurídico y de su versión 
comúnmente conocida como el normativismo, se 
observa ya la pretensión de flexibilizar el duro y 
muchas veces injusto argumento del legalismo.

En nuestro país y en un Estado como el 
mexicano que se encuentra en un proceso de 
c o n s o l i d a c i ó n  d e  s u s  i n s t i t u c i o n e s ,  
particularmente las  encargadas de administrar 
justicia, la observancia de la Ética se apoya en el 
fundamento constitucional contenido en el 
artículo 17 y 100 del ordenamiento superior. El 
primero, en su segundo párrafo, que establece 
las características que han de contener las 
resoluciones de los tribunales encargados de 
administrar justicia, como son las de ser: pronta, 
completa e imparcial y en el tercer párrafo que 
garantiza expresamente la independencia de los 
tribunales mexicanos.

El existir codificaciones que normen la 
conducta de los juzgadores tiene enormes 
ventajas, y la primera tiene que ver con la 
confianza que se tiene en los órganos de impartir 
justicia, siempre y cuando se apegue a los 
principios de imparcialidad, objetividad, 
profesionalismo y transparencia y con ello 
obtener la legitimidad social, con la que el Poder 
Judicial se beneficiaría, ante la crisis de las 
instituciones públicas  que hace necesario un 
ejercicio de legitimidad, no solo formal, sino 
también, material.

De tal, manera que si dicha institución 
se conduce con los principios enunciados, será 

Virtudes del Juzgador
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Los Magistrados integrantes de la Sala tienen 
acceso a todos y cada uno de los referidos 
módulos. 

         LOGROS Y BENEFICIOS DEL SISTEMA DE 
INFORMACIÓN 

?      Con el sistema se obtienen datos en forma 
detallada, depurada y extensa. 

?       Se consulta y se proporciona información 
en forma rápida, oportuna y eficiente.

?    Se cuenta con la información diaria del 
estado de los asuntos.

?    Se responde en tiempo  mínimo y con 
eficacia a la solicitudes de los interesados. 

  
 PRIMERA VERSIÓN DEL TOCA ELECTRÓNICO
 
?   Es un servicio que brinda la Tercera Sala, que 

permite consultar  las  actuaciones y  
resoluciones judiciales contenidos en los tocas.
?   La consulta la pueden realizar litigantes y 

abogados con personalidad debidamente 
reconocida, mediante una clave de acceso 
personal, que se otorga previa solicitud en la 
secretaría de acuerdos y por seguridad y certeza 
jurídica del litigante, impulsando con ello el que 
en un futuro próximo se emita la regulación 
normativa que revista de legalidad a tal medio 
de consulta. 
? El objetivo por ahora es brindar 

una herramienta que permita otra vía de 
acceso al expediente.

Se está trabajando en una segunda etapa, en la 
que se pretende extender el servicio vía 
internet, para que desde el lugar en que 
encuentren las partes interesadas o sus 
representantes, tengan acceso al toca 
electrónic

Este servicio beneficiaría, 
particularmente a justiciables y litigantes de los 
distritos judiciales foráneos, ya que a través del 
mismo se les permitiría que desde sus lugares 
de residencia consultaran el estado actualizado 
de los asuntos en los que tengan interés 

jurídico, sin la necesidad de trasladarse para ello 
a la Ciudad de San Luis Potosí, con todos los 
beneficios de diversa naturaleza que ello traería 
aparejado y con la factibilidad de alcanzar, en un 
futuro próximo, la implementación, validez y 
eficacia de la notificación electrónica, mediante 
las reformas legales conducentes, finalidad esta 
en la que se trabaja, sumando esfuerzos y 
voluntades e intercambiando ideas y 
experiencias con diversos sectores vinculados 
con la materia, entre los que destacan, de 
manera fundamental, las asociaciones de 
abogados, a quienes se reconoce y agradece el 
interés y espíritu de colaboración que han 
manifestado al hacerles partícipe de dicho 
objetivo y cuya intervención será trascendental 
y definitiva para la materialización del mismo.

Todas las acciones antes precisadas 
persiguen como finalidad proporcionar un 
mejor y más eficiente servicio a la ciudadanía en 
general, contribuyendo además al compromiso 
de transparencia, que redunda en una eficiente 
administración de justicia.

Especial mención merece el tema 
relativo a la jurisprudencia. Así ha entendido la 
Tercera Sala y por tal razón, sus integrantes 
Magistrados Amalia González Herrera, José 
Armando Martínez Vázquez y Salvador Ávila 
Lamas, preocupados por dar a los justiciables 
certeza y seguridad jurídica, han impulsado la 
actividad jurisprudencial, buscando con ello la 
unificación de criterios mediante la actividad 
interpretadora e integradora de la ley, haciendo 
uso de la técnica jurídica y la cientificidad, pero 
en búsqueda de una justicia con un sentido mas 
h u m a n o  y  s o c i a l ,  o r i e n t a n d o  e l  
p r o n u n c i a m i e n t o  d e  r e s o l u c i o n e s  
estrechamente vinculadas con un compromiso 
para con la sociedad, pero sin afectar los 
principios de igualdad, imparcialidad, 
objetividad, honestidad, independencia y 
transparencia que deben guiar la función del 
juzgador.

Al mes de septiembre del 
presente año, la Tercera Sala ha emitido veinte 
tesis jurisprudenciales y dos jurisprudencias 
firmes, buscando dar a conocer a los jueces de 
primera instancia el pensamiento de dicho 
órgano colegiado, a fin de proporcionarles 

elementos jurídicos que puedan, en su caso, ser 
útiles en el pronunciamiento de sus acuerdos y 
sentencias y persiguiendo a la vez que los 
justiciables conozcan la orientación jurídica de la 
Sala, a efecto de que estén en aptitud de 
coincidir o disentir de la misma y de preparar 
oportuna y adecuadamente la defensa y 
preservación de sus intereses jurídicos.

      Lo expuesto con antelación 
constituye la propuesta que sobre la materia 
realiza la tercera Sala del H. Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado.

     La misma persigue solamente una 
finalidad: dotar a la sociedad potosina de una 
justicia con mayor calidad y eficacia, orientada 
sólo por un principio fundamental, el del servicio 
social.

A la instalación de un reloj 

checador, con lo cual se 

alcanza un mejor control 

del registro de entrada y 

salida del personal que 

labora en la Sala, y con 

ello una mayor eficacia en 

la función judicial, 

instalandose el 21 de 

marzo del 2007 y a partir 

del 26 de los mismos, se 

inició el registro en forma 

personalísima. 
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En el año 2002 se implementó en la Tercera Sala 
del  Supremo Tribunal de Justicia del Estado, el 
Sistema de Información para Salas Civiles, el cual 
inició con una primera versión que consistió en la 
instalación de equipos de cómputo distribuidos 
en cada una de las áreas de la Sala, así como del 
cableado de red y la instalación de los siguientes 
módulos: 
a).- En subsecretaría administrativa se inició con 
la captura de tocas y anotaciones de su estado 
procesal en los libros de gobierno (registro del 
ingreso de tocas, promociones, fecha de citación 
y resolución, ingreso de demandas de amparos); 

b).- En el modulo de actuaría se posibilitó que los 
actuarios tuvieran acceso al toca electrónico y al 
acuerdo que se elabora diariamente para realizar 
la lista de acuerdos que se publica en los estrados 
de la Sala y en la página de Internet del Supremo 
Tribunal de Justicia; 

c).- En el módulo de taquimecanógrafas se hizo 
factible el que se ingresara al toca electrónico el 
acuerdo, las audiencias y diligencias que 
diariamente se llevan a cabo; 

d).- En el módulo de la secretaría de acuerdos, 
los Secretarios de acuerdos de la Sala, 
comenzaron a tener acceso, únicamente para 
consulta, al toca electrónico y a los libros de 
gobierno; 

e).- En el módulo de secretarios de estudio y 
cuenta se permitió que dichos funcionarios 
tuvieran acceso al toca electrónico únicamente 
para ingresar la resolución, una vez aprobado el 
proyecto; 

f).- En el  módulo de Magistrados,  se 
instrumentaron los mecanismos necesarios a fin 
de que éstos pudiesen consultar y tener acceso el 
toca electrónico así como acceder a los libros de 
gobierno. 

En el año 2005 se instaló en la Sala una segunda 
versión informática, con la instalación del 
sistema de turno aleatorio, con el fin de 
transparentar ante la sociedad el turno imparcial 
de asuntos, sin manejos ni distinciones de 
ninguna índole y como una acción mas en pro de 
la correcta administración de justicia. 

Para tal efecto la secretaría de acuerdos, al dictar 
el proveído de citación para sentencia o bien, al 
celebrar la audiencia de informe de estrados, 

Sistema de Información Implementado en la Tercera 
Sala del H. Supremo Tribunal de Justicia del Estado en 
Beneficio de los Usuarios de la Función Judicial y como 
Acción Fortalecedora de la Administración de Justicia.

Por: Lic. Salvador Ávila Lamas
Mgdo. de la Tercera Sala del Supremo
Tribunal de Justicia del Estado.

turna el toca al magistrado que en forma aleatoria 
es seleccionado por el sistema informático a 
través de la instalación de un programa en el que 
dichos funcionarios no tienen intervención 
alguna. 

También se instaló en los módulos de 
subsecretaría y secretaría de acuerdos el 
semáforo indicador de los tocas que, por 
inactividad procesal de las partes, deben 
enviarse al archivo judicial. 
Esta medida tiene como finalidad evitar que los 
asuntos que se encuentren en trámite ante la 
Sala, permanezcan sin actividad, motivando a las 
partes para que impulsen el procedimiento a fin 
de que se cumpla cabalmente el mandato relativo 
a la administración de justicia pronta, completa e 
imparcial que consagra el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

En el mes de febrero del año 2007 se solicitó a la 
dirección de Informática del Poder Judicial del 
Estado la ampliación del sistema de información 
para obtener en cada uno de los módulos 
información más detallada del estado procesal 
del toca electrónico, así como el control de 
resoluciones e información estadística. 

Una acción diversa que tuvo también su origen en 
la firme voluntad de la Tercera Sala en dar a la 
sociedad la justicia que demanda y a la que tiene 
insoslayable derecho, la constituye el hecho 
relativo a la instalación de un reloj checador, con 
lo cual se alcanza un mejor control del registro de 
entrada y salida del personal que labora en la 
Sala, y con ello una mayor eficacia en la función 
judicial, instalandose el 21 de marzo del 2007 y a 
partir del 26 de los mismos, se inició el registro en 
forma personalísima. 

También, con el fin de beneficiar a los litigantes, 
abogados patronos, se diseñó un programa para 
la consulta del toca electrónico, el cual en el mes 
de julio del año 2008 se instaló con tres módulos 
y a partir del día 4 de agosto del mismo año, 
quedó a disposición de litigantes y abogados con 
personalidad debidamente reconocida para la 
consulta de las actuaciones y resoluciones 
judiciales contenidas, careciendo de efectos 
legales procesales y con el único objeto de  
brindar una herramienta más que permita otra 
vía de acceso a su expediente. 

En el mes de octubre del año 2008, se capacitó al 
personal de la Sala por parte de la Dirección de 
Informática, para conocer la información que en 
cada área se ingresaría al toca electrónico y el 
manejo de la misma, ya que con la instalación de 
la nueva versión del sistema, se amplió la captura 

de datos en forma mucho mas detallada, en 
virtud de que los libros de gobierno a los que se 
tenía acceso, se agregó el libro de billetes de 
depósito y el libro de actuaría. 

En la subsecretaria administrativa, además de la 
información que se manejaba actualmente, se 
registran los escritos sueltos y expedientillos que 
se forman cuando se presentan promociones que 
no corresponden algún toca de los que se 
tramitan en la Sala.

También, en el libro de control se pueden 
localizar los tocas, por el número de expediente 
del Juzgado de origen y de los libros de gobierno, 
se puede obtener  la estadística relativa a los 
tocas radicados y sentencias que se dictan.

En el libro de amparos se obtienen los datos 
inherentes a la presentación de las demanda de 
garantías y los amparos que se resuelven. 

En la actuaría se ingresa la notificación a las 
partes del acuerdo o resolución que se dicta.

Las secretarias taquimecanógrafas ingresan 
además del acuerdo y resoluciones, los oficios 
que elaboran y se envían a diversas 
dependencias.

En el módulo de secretaría de acuerdos, además 
de tener acceso al toca electrónico, libros de 
gobierno, semáforo y turno aleatorio, se puede 
obtener información estadística relativa a; (tocas 
resueltos, turnados a las ponencias, amparos, 
tocas radicados y enviados al archivo judicial, 
información que se utiliza para rendir los 
informes mensuales y los que se soliciten. 

Las secretarias de magistrado, además agregan 
al toca la fecha en que se turna al Magistrado 
ponente para resolver, el nombre del proyectista, 
el tiempo que tarda la elaboración del proyecto, 
la fecha de entrega del mismo al Magistrado, la 
fecha de entrega de copias de las ponencias.

En el módulo de secretarios de estudio y cuenta, 
se consigna los datos relativos a la fecha en que 
reciben el toca para elaborar el proyecto de 
resolución. 

En el espacio de internet con que cuenta la Sala 
en la página del H Supremo Tribunal del Justicia 
del Estado, se publican listas de acuerdos, 
resoluciones dictadas, tesis y jurisprudencias que 
emite la Sala.  
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Es notorio que tanto en el consejo 
como e l  comité ,  f i guran  2  t ipos  de  
personalidades. Unos dedicados a la vida 
legislativa y otros a ocupaciones de la vida 
privada, pero todos, organizadamente están 
trabajando en bien de la justicia potosina. 
Precisamente, el hecho de figurar personajes de 
la vida pública y  de la vida privada, confirma o 
demuestra que el Congreso, en su afán de 
elaborar un nuevo proceso penal, se está 
asesorando y rodeando de expertos en la 
materia, académicos, etc,  tal y como lo sostuve 
en líneas que anteceden. La instalación del 
consejo y la del comité, nos permite ver los 
trabajos paralegislativos previos a la creación de 
la norma procesal penal. 

 En cumplimiento a sus magnas 
funciones, seguramente el órgano legislativo, ya 
tomó en consideración que no es suficiente con  
la creación de un nuevo procedimiento penal, 
por que además, resulta necesario armonizarlo 
con diversas leyes relacionadas con la materia. 
Para ganar la armonía, requiere modificar varias 
leyes de las existentes en nuestro marco legal 
potosino. Entre otras a modificar, se encuentran 
la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, el 
Código Penal y  la Ley de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia del Estado. En 
relación con la primera ley, por citar algunas de 
sus disposiciones, el legislador deberá:

1.- Desincorporar de la ley, la actual 
organización y funcionamiento de los juzgados 
penales, para incorporar y reglamentar la 
creación de los jueces de control, tribunales de 
oralidad o de los jueces de oralidad. Respecto a 
los 2 últimos, el legislador deberá incorporar a 
uno de ambos, deberá elegir cuál de ellos resulta 
idóneo para  satisfacer las necesidades que la 
realidad, la praxis jurídica  a grito abierto está 
reclamando.

 2 . -  Deberá crear  una nueva 
normatividad que rija la  competencia de los 
jueces penales que conocerán desde el 
libramiento de una orden de aprehensión hasta 
la ejecución de sentencia, adecuado a las 
reformas constitucionales, dotando de 
competencia a los jueces de control, jueces o 
tribunales de oralidad, sin perder de vista, por 
ejemplo, el artículo 20, inciso A, fracción IV de la 
Carta Magna, que establece el principio de que al 
juez que haya conocido previamente del caso,  le 
está prohibido celebrar el juicio.

3.- Contemplar las normas relativas al 
turno de la consignación con detenido, de cateos 
y de las medidas precautorias, etc., por que de 
estas actuaciones procesales, de acuerdo con la 
constitución, no podrá conocer el juez penal, sino 
el juez de control. 

4.- El turno de los asuntos sin detenido, 
no escapa de reforma, dado que de ellos 
conocerá el juez de control y no el juez penal.

 5.- Continuando con el tema de los 
turnos, el de explantes, así conocido en el 
Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, no 
debe escapar a la mente del legislador, cuenta 
habida que la presencia judicial en los  explantes 
con fines de donación de órganos y tejidos, 
actualmente está prevista en el artículo 76 Bis de 
la Ley Adjetiva Penal, pero como está se verá 
sustituida por la nueva ley acusatoria y oral, 
entonces en otra o en  la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado, deberá estar normado el 
turno de explantes.

Cabe resaltar que  en el transcurso de 
este turno, la autoridad judicial debe estar 
disponible las 24 horas de la semana, por que el 
explante de órganos y tejidos no tiene hora ni día; 
mientras que  por respeto al  principio de 
continuidad, por regla general, los juicios orales, 
se ventilarán ininterrumpidamente hasta  su 
conclusión, a cualquier hora del día. Es así que la 
celebración de los juicios y la práctica de los 
explantes, pueden verificarse simultáneamente 
en 2 lugares distintos: La primera en las salas de 
audiencias y la segunda, en el quirófano del 
Hospital Central Ignacio Morones Prieto en esta 
ciudad; en cambio, la autoridad no puede estar al 
mismo tiempo en ambos lugares. 

Sobre este contexto, le sugeriría al 
creador de la ley, examinará una de estas 2 
fórmulas siguientes: El juez  penal no conocerá 
del trámite de juicios orales durante su turno de 
explantes; o bien, descargar al juez dicha 
encomienda procesal. Aunque no soy yo quien 
debe legislar, me inclino por la fórmula segunda. 
Tengo sobradas razones que sostienen mi 
postura legislativa, pero con el ánimo de no 
incurrir en largas disgresiones, me limito a decir 
que siguiendo a Wróblewski,  la norma debe 
estar orientada hacia ciertos objetivos y el 
legislador debe determinar la finalidad de la ley. 
En el caso concreto, la presencia de la autoridad 
judicial en  la práctica de los explantes prevista en 
el artículo 76 Bis del Código de Procedimientos 
Penales, a mi leal saber y entender, carece de 
“ratio legis” y está desprovista de objetivos y de 
fines esenciales. No dudo que la ley procesal o la 
orgánica, tengan otros fines, pero a mi criterio, en 
nada jurisdiccionales. 

Como quiera que sea, la autoridad 
debe cumplir con la ley. Sin embargo, el 
cumplimiento a la ley  orgánica y a la ley procesal,  
en demasía, apartan y distraen a la autoridad 
judicial de su labor que por excelencia le confiere 
el artículo 17 de  la Constitución Federal, que es la 
Impartición de justicia. 

Tocante al Código Penal, por citar 
algunos casos, el creador de la ley, deberá:

1.- Establecer y regular un catálogo de  
mecanismos alternativos de justicia y  ajustarlo al 
artículo 17 párrafo tercero de la constitución 
re fo r m a d a ,  o  b i e n ,  i n co r p o ra r l o s  a l  
procedimiento  acusatorio y oral, habrá que ver 
los más conveniente en metodología  y en 
dogmática legislativa.  

2.- Ajustar la reparación del daño en 
concordancia con el espíritu del artículo 17 
párrafo tercero de la reforma constitucional y con 
el catálogo citado.

En este rubro, merecen especial 
atención, tanto el procedimiento especial 
seguido a los inimputables como la conciliación 
tendiente al pago de la reparación del daño. 
Ciertamente, estas personas por su situación 
especial, no tienen capacidad para delinquir ni 
capacidad jurídica para obligarse, así que no les 
resulta aplicable el procedimiento ni los 
mecanismos alternativos de solución de 
conflictos, aplicables  a los inculpados comunes.

 La regulación del procedimiento oral 
de los inimputables es imprescindible, aunque 
con reglas distintas al procedimiento oral a seguir 
a los demás justiciables; empero la conciliación, 
por ejemplo, habrá que estudiar a fondo su 
necesidad   pragmática procesal. En caso remoto, 
la conciliación precisa de un mecanismo 

normativo jurídico para instrumentarla. En el 
supuesto contrario, la prohibición de conciliar, 
debe estar prevista en una norma. 

 En título semejante al estudiado en los 
párrafos antecedentes, el Congreso del Estado, 
necesita revisar el artículo 11 fracción IV de la Ley 
de Acceso de las Mujeres a una  Vida Libre de 
Violencia, conforme al cual el estado y los 
municipios deben evitar los procedimientos de 
mediación en donde intervengan mujeres. En su 
caso, el creador de la norma, debe subordinar la 
mediación al artículo 17 párrafo tercero de la 
Constitución Federal.

3.- Crear las normas que permitan 
hacer efectivo el pago de la reparación del daño.

Estas son pocas muestras del universo 
laboral  que le espera o está enfrentando el 
legislador, pero de todo el universo de reformas 
que demanda la constitución, faltan más leyes 
por crear y  más leyes por modificar. Armonizado 
que fuere dicho universo legal, nuestro órgano 
legislativo, deberá resolver 2 problemas 
inminentes en toda modificación y creación de la 
nueva ley, a saber: La fecha a partir de la cual 
entrará en vigor el procedimiento penal 
acusatorio y oral y el momento en que perderá su 
vigencia el procedimiento penal tradicional.

En la solución del primer punto, es 
necesario señalar que en principio, el legislador 
federal, en el transitorio segundo de las reformas 
constitucionales, le delegó la solución a ese 
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         Los artículos 14 hasta el 21 constitucionales, 
reformados y no reformados, han establecido y 
establecen las bases del sistema procesal penal 
mexicano. Siguiendo estas bases, las legislaturas 
de los estados elaboraron  sus sendos códigos de 
Procedimientos Penales. En este tenor, la 
legislatura XXV, al tiempo que fungió como 
gobernador de nuestro querido estado de San 
Luis Potosí, El Gral. Juan Barragán, mediante 
decreto 15  de 5 de Septiembre de 1917, dejó sin 
efecto las reformas procesales penales, de 10 de 
Mayo del mismo año. 

La sola lectura del decreto, pone de 
relieve la existencia de la Ley Adjetiva Penal, 
precisamente la reformada y la que deja sin 
efecto. Sin embargo, según la pequeña 
investigación de mi compañera de trabajo, Lic. 
Arcelia Anahí Nájera Márquez, en los archivos del 
Congreso del Estado ni en el Archivo Histórico del 
Estado, no obra ninguna constancia escrita de la 
ley  que dejó sin efecto el decreto en mención. 
Desde el 5 de Septiembre de 1917 hasta el  
presente año de 2010,  la ley procesal cuenta casi 
con 93 años de vida. Durante esta larga vida, 
autoridades judiciales, defensores, ministerios 
públicos, y otras autoridades vinculadas a la 
materia, hemos explorado ese corpus de normas. 
En el trabajo exploratorio, hemos abierto y 
cerrado un sinnúmero de veces nuestra Ley 
Procesal Penal; la hemos leído y releído una y otra 
vez, y paradójicamente,  por un lado, la 
conocemos más, y por otro, la conocemos menos 
por que entre más la leemos, nuevas dudas nos 
van aflorando.

En el quehacer exploratorio, los 
defensores y  los ministerios públicos, han 
consultado, reconsultado e invocado el Código de 
Procedimientos Penales, en la defensa de los 
intereses de sus respectivos representados; 
mientras que para el juez penal, por excelencia, 
durante años ha sido la fuente y fundamento de 
sus incontables  resoluciones, llámense autos o 
sentencias definitivas, ya concediendo o 
negando una orden de cateo, ya librando o 
negando una orden de aprehensión, ya dictando 
un auto de formal prisión  o un auto de libertad, 
un auto de sujeción a proceso o  de no sujeción a 
proceso, ya dictando una sentencia definitiva 
condenatoria o absolutoria, o bien, dictando un 
auto de sobreseimiento o negando el mismo, 
etc.; en tanto que para la autoridad federal, 
concretamente para el Tribunal Colegiado del 
Noveno Circuito, fue y ha sido el referente de 
abundantes tesis aisladas y de numerosas 
jurisprudencias por medio de las cuales esa 
autoridad federal, ha interpretado conceptos, 
definido conceptos, colmado lagunas legales, 
aclarado oscuridades en la norma, interpretado 

Por: Mtro. Ildefonso Gil Gil
Juez Mixto de Primera Instancia
de Santa María del Río, S.L.P.

 Adiós al Procedimiento Tradicional y 
Bienvenido el Procedimiento Penal 

Acusatorio y Oral
la norma e integrado el derecho; tesis y 
jurisprudencias que para su consulta gratuita, ha 
puesto a nuestra disposición en distintos medios 
electrónicos.

 El referente citado, no ha sido  
exclusivo de las partes del juicio penal, por que de 
él, también se ha valido el Congreso del Estado a 
través de sus cuantiosas legislaturas, para cumplir 
su encomienda constitucional, adecuándolo a la 
realidad social, a las exigencias sociales y a los 
cambios científicos y tecnológicos  habidos a lo 
largo del tiempo.

 En suma: Las partes del juicio penal y 
del juicio de amparo, autoridades y los 
postulantes, hemos edificado una tradición 
jurídica con nuestro Código de Procedimientos 
Penales.

Los  ar t í cu los  const i tuc iona les  
mencionados ya fueron reformados y publicadas 
sus reformas el 18 de Junio de 2008, en el Diario 
Oficial de la Federación. En la perfección de las 
normas, el legislador federal sentó las bases de un 
nuevo proceso penal, llamado acusatorio y oral. 
Nótese: un nuevo proceso, no una modificación, 
reforma o adición al anterior proceso penal, 
ahora conocido como tradicional. 

Por lo tanto, en cumplimiento a tales 
reformas, las legislaturas de las entidades 
federativas, entre ellas, la potosina, deben 
abandonar el proceso penal tradicional, para dar 
paso al proceso penal acusatorio y oral, o sea, 
deben decir “adiós” al primero y dar la 
“bienvenida” al segundo. Con otras palabras, la 
reforma constitucional sepultó a la tradición 
jurídica mexicana, al sistema procesal penal 
m ex i ca n o,  p a ra  a b r i r  p a s o  a l  n u evo  
procedimiento, nuevo al menos para nosotros los 
mejicas, por que en otros países, no es una 
novedad, es una tradición.

En los términos del segundo transitorio 
de las reformas, los congresos locales disponen 
de 8 años como máximo, esto es, hasta el 18 junio 
de 2016, para crear las nuevas normas procesales 
en concordancia con las bases constitucionales. 
Dentro de la proximidad de esos 8 años, las 
legislaturas deben elaborar sus respectivas leyes 
ya en forma simultánea o en forma separada, 
pero en ninguno de estos casos, fuera del plazo 
constitucional. Entre varios estados de la 
república que ya  elaboraron su nuevo proceso 
penal, se encuentran los siguientes: Chihuahua, 
Nuevo León y Zacatecas. Es así que sus asuntos 
penales los están tramitando conforme al nuevo 
sistema procesal. 

En el caso de nuestro querido estado,  
cabe decir que  el poder legislativo aún no ha 
creado la nueva norma, por ello, los asuntos 
penales se están ventilando en concomitancia 
con el procedimiento tradicional. Es verdad que 
aún faltan menos de 6 años para que venza el 
plazo constitucional de que dispone para 

elaborar el procedimiento adversarial; sin 
embargo,  abundante será la tarea que 
enfrentará. Es abundante por que no basta con 
solo elaborarlo, sino que también debe adecuar 
diversas leyes tanto a la Constitución Federal 
como al procedimiento penal acusatorio y oral. 
Entonces pregunto… ¿Cuándo estará elaborado 
nuestro nuevo sistema procesal penal en San Luis 
Potosí? Veamos:

Las reformas constitucionales vinieron 
a revolucionar el  sistema tradicional del proceso  
p e n a l  e n  M éx i co .  L a s  re fo r m a s  s o n   
trascendentales y fundamentales para la 
procuración e impartición de justicia; mientras 
que esa revolución penal nos apremia a ingresar 
en un mundo nuevo, desconocido para la praxis 
penal jurídica y legislativa en el país, 
específicamente, en nuestra entidad federativa. 
Por estas razones, el Congreso no puede crear 
improvisada y superficialmente el proceso penal 
acusatorio y oral. La Creación del proceso penal 
es lenta, analítica, profunda y teleológica; de tal 
suerte que no sobraría a los diputados,  escuchar 
o asesorarse con expertos en la materia, 
académicos, etc., para presentar a discusión, un 
proyecto de ley provisto de cal idad.  
Posteriormente, una discusión integral, 
purificará la calidad del proyecto para después 
aprobar y emitir una ley eficaz al servicio de la  
sociedad.

Pareciera que el Congreso pensó 
semejante a mí o que me vi influenciado por él, 
pues con anterioridad a la publicación de este 
artículo, en febrero del presente año, mediante 
acto formal verificado en el Palacio de Gobierno, 
tuvo lugar la instalación del Consejo de 
Coordinación y la del Comité Asesor de Expertos 
Para la Implementación del Sistema de Justicia 
Penal en el Estado de San Luis Potosí, que como 
parte de su nombre lo indica, tiene la 
encomienda de implementar los juicios orales en 
materia penal. El Consejo lo integran entre otras, 
las siguientes personas: el diputado, Manuel 
Lozano Nieto, el secretario de seguridad, Enrique 
Galindo, el procurador de justicia, Cándido 
Ochoa Rojas, los magistrados, María Elena 
Sánchez Guzmán y Álvaro Eguía Romero.  Varias 
personas que componen el comité son: el 
Subsecretario de Gobierno Jaime Delgado 
Alcalde, quien también es Secretario Técnico del 
Consejo, el Rector de la UASLP, Mario García 
Valdez, los directores de las facultades de 
Derecho de la UASLP, ITESM, UVM, Universidad 
Tangamanga, Universidad Cuauhtémoc, 
Universidad Libre de Derecho, Universidad 
Potosina, Tec Milenio, San Pablo, Champagnat, 
UCEM y la Universidad Mesoamericana.  
Participan además: representantes del Consejo 
Potosino de Abogados, Asociación Autónoma de 
Abogados, Asociación Potosina de Abogados, 
Barra Mexicana del Colegio de Abogados, 
Derechos Humanos y otros grupos civiles.

JUSTICIA, PUNTO DE EQUILIBRIO
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 Actividades
Supremo Tribunal del Estado

“La independencia e imparcialidad de los jueces y magistrados la tenemos que cuidar 
todos los días, para que intereses ajenos no manipulen ni contaminen un fallo o una 
postura judicial”, señaló la Lic. Gabriela Carina Knaul de Albuquerque y Silva Relatora 
Especial sobre la independencia de magistrados y abogados de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU), al reunirse con magistrados, jueces y consejeros de la 
Judicatura, en el marco de su visita oficial a San Luis Potosí.
En la reunión de trabajo se abordaron temas relacionados con la independencia de 
jueces y magistrados, la reforma penal y la justicia indígena en San Luis Potosí. 
El Magistrado Presidente Ricardo Sánchez Márquez expuso el interés del Estado por 
entrar a la reforma penal y las actividades que en lo particular, el Poder Judicial del 
Estado ha emprendido, principalmente en materia de capacitación. 
El magistrado Salvador Avila Lamas expuso aspectos de la integración, 
responsabilidades de los integrantes de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial 
del Estado, la necesidad de transformar el juicio de amparo y fortalecer la justicia local 
con leyes y con presupuesto suficiente que permita atender los reclamos sociales hacia 
las instancias encargadas de impartir justicia.
La Juez Diana Isela Soria Hernández, Presidenta de la Asociación de Jueces, señaló que 
se requiere que “la independencia judicial se traduzca en una actividad permanente de 
preparación personal y académica que haga a los jueces consientes de su misión y 
orgullosos de su encargo. Que ser Juez sea un honor, no un empleo; que los pares lo 
reconozcan como tales y que los ciudadanos los identifiquen como modelos de 
conducta; que los subalternos perciban su liderazgo y que los otros Poderes respeten su 
investidura; que como expresión de la voluntad popular implícita en las normas 
constitucionales, se reconozca que son las competencias las que distinguen, no las 
designaciones”.
Los magistrados Manuel Bravo Zamora y José Armando Martínez Vázquez, integrantes 
de la Comisión de Justicia Indígena del Supremo Tribunal de Justicia presentaron un 
recuento de las actividades emprendidas desde el año 2000 con consultas 
comunitarias, que permitieron el diseño de la Ley de Administración de Justicia 
Indígena, que ha sido modelo para varios estados de la República, así como la 
capacitación a jueces auxiliares que llevan a cabo de manera permanente, para la 
correcta aplicación de esta ley, lo que provocó comentarios muy positivos por parte de 
la representante de la ONU.
La Lic. Gabriela Carina Knaul, explicó que esta visita se hizo con el objetivo de acercarse 
a los integrantes del Poder Judicial para que conozcan a este organismo internacional 
que protege el ejercicio de los jueces, “que puede ofrecer ayuda porque hay 
obligaciones internacionales con México, que tienen que ser atendidas”.
Durante su visita al Poder Judicial, la Relatora Especial de la ONU, quien ha fungido 
como juez en el Poder Judicial de Brasil –su país de origen- recorrió algunos espacios de 
la Ciudad Judicial “Presidente Juárez”; en la Tercera Sala del Supremo Tribunal de 
Justicia conoció la funcionalidad del Toca Electrónico y en el Juzgado Quinto Civil, el 
trabajo de cada una de sus áreas.

Relatora Especial de la ONU 
visita al Poder Judicial del Estado

X Reunión Nacional 
de Presidentes de 

Tribunales y 
Procuradores 

de Justicia del País

Teniendo como marco la Ciudad de Durango, Dgo, el pasado mes de agosto, se verificó 
la X Reunión Nacional de Presidentes de Tribunales y Procuradores de Justicia del país; 
evento en cuya ceremonia inaugural se contó con la presencia del Lic. Ismael 
Hernández Deráz, Gobernador Constitucional del Estado; Lic. Arturo Chávez Chávez, 
Procurador General de la República; Dr. Rodolfo Campos Montejo, Presidente de la 
Comisión Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados Unidos 
Mexicanos (CONATRIB), y del Lic. J. Apolonio Betancourt Ruiz, Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado de Durango; por parte del 
estado de San Luis Potosí, estuvieron presentes el Magistrado Ricardo Sánchez 
Márquez, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y el Lic. Cándido Ochoa Rojas, 
Procurador General de Justicia.
Posterior a la inauguración y foto oficial, se concretó la reunión conjunta de 
Procuradores y Presidentes de Tribunales del país, en la que se discutieron tópicos 
s u m a m e n t e  i m p o r ta n t e s  y  c o m p l e j o s ,  e n t re  l o s  q u e  d e s ta c a n :
El Narcomenudeo; La Justicia de Adolescentes; El Arraigo; y, La Extinción de Dominio.

Al presentar su 1er. Informe 
Ciudadano, el Gobernador del 
Estado, Dr. Fernando Toranzo 
Fernández refrendó su respeto, 
amistad y colaboración con los 
Poderes Judicial y Legislativo del 
Estado.

Con la representación del Poder Judicial del Estado, el Magistrado Presidente Ricardo 
Sánchez Márquez, asistió a los informes de actividades del Congreso del Estado y del 
Ayuntamiento de la ciudad de San Luis Potosí.

Pláticas con magistrados, jueces y funcionarios del Consejo de la Judicatura, que 
permiten obtener información de primera mano sobre la función del Poder Judicial, son 
algunas de las actividades que los grupos de estudiantes realizan cuando visitan la 
Ciudad Judicial “Presidente Juárez”.
En este período nos visitaron estudiantes de la Universidad Tangamanga y de la 
Universidad de Matehuala, quienes grabaron en video sus entrevistas para el programa 
“Diálogos”, que se transmite en TV Reactiva, canal de esta institución educativa.

Estudiantes 
visitan al Poder 
Judicial del Estado

Gira del Presidente de la República por 
el Estado de San Luis Potosí

Fotografía cortesía de la Coordinación de 
Comunicación Social de Gobierno del Estado.

Al quedar inaugurado el tramo Cerritos-Entronque Tula, una carretera que representa 
más competitividad, conectividad y seguridad para quienes la utilicen, el Presidente de 
la República, Lic. Felipe Calderón Hinojosa, afirmó que su gobierno trabajará por los 
potosinos, sin distinción de colores, partidos o regiones.

En la ceremonia oficial, celebrada en la caseta de cobro de esta nueva vía de 
comunicación, también estuvieron presentes el Gobernador del Estado, Dr. Fernando 
Toranzo Fernández; el Magistrado Ricardo Sánchez Márquez, Presidente del STJE y el 
Diputado Manuel Lozano Nieto, Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del 
Estado.

Esta nueva vía, que atraviesa los municipios de Cerritos, Guadalcázar y Ciudad del Maíz, 
tipo A2 y con una longitud de 54.6 kms., acorta una distancia de 180 kms. de San Luis a 
Monterrey. En su construcción se generaron un total de mil 500 empleos directos e 
indirectos. 
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problema; de modo que en su momento, el 
legislador potosino, sin duda, establecerá el día, 
mes y año, en que las autoridades y los 
justiciables deberemos cumplir con ese nuevo 
cuerpo de leyes. Después, en el  propio 
transitor io,  e l  autor  de las  reformas 
constitucionales, trazó a nuestro legislador local, 
el camino a seguir, al imponerle la obligación de 
emitir la  declaratoria de señalar expresamente 
que el sistema penal acusatorio lo ha 
incorporado a la legislación penal adecuada a la 
Constitución Federal. En otras palabras, el 
procedimiento penal acusatorio y oral, entrará en 
vigor el día, mes y año, ciertos y determinados. 

El segundo de los puntos citados, 
encuentra su solución en el transitorio cuarto, 
conforme al cual los procedimientos penales 
iniciados con anterioridad a la fecha de entrada 
en vigor del nuevo sistema, seguirán 
tramitándose de acuerdo con el sistema 
tradicional.

Bueno, en la casuística jurídica, vamos 
a ver que los sujetos activos pueden cometer un 
hecho tipificado como delito en el Código penal, 
durante la vigencia del actual Código de 
Procedimientos Penales y  luego ser consignados 
el día en que ya está en vigor el nuevo 
procedimiento penal, o sea, que estamos en 
presencia de 2 fechas: la del delito y la de 
consignación. De aquí se desprenden las 
siguientes obligadas preguntas: 

1.- ¿Cuál de las 2 fechas servirá de base 
para establecer si un asunto deberá tramitarse 
conforme al procedimiento tradicional o 
conforme al nuevo procedimiento penal? 
¿Servirá de base la fecha en que el sujeto activo 
cometió el delito, o la fecha en que fue 
consignado ante la autoridad judicial? ¿La fecha 
del delito o la fecha de consignación?

2.- El ofendido presenta su querella 
durante la vigencia del procedimiento tradicional 
y el Ministerio Público ejercita acción penal  
cuando ya está en vigor el nuevo procedimiento. 
Ahora pregunto: ¿Quién será competente para 
conocer del asunto, el juez penal o el juez de 
control?

3.- El Ministerio Público recibe de la 
policía ministerial un sujeto activo  que detuvo in 
franganti delito, durante la vigencia del  actual 
Código de Procedimientos Penales, y al otro día 
en que lo consigna ante la autoridad judicial, 
entra en vigor el nuevo procedimiento. Ahora 
surge la misma pregunta formulada en el punto 
anterior. Pero aún no terminan las preguntas 
obligadas, las preguntas siguen… siguen… 
siguen… y   paso a desplegar varias de ellas en  
estos términos:

4.- ¿Cómo seguirán tramitándose los 
asuntos penales iniciados con anterioridad a la 
entrada en vigor del nuevo procedimiento? 
Bueno, en el transitorio cuarto, el legislador 
federal ya solucionó este problema, solución que 
ya quedó estudiada con anterioridad. 

Por mi parte, quiero agregar que la 
pragmática y la lógica legislativas, indican que los 
procedimientos iniciados al amparo del Código 
de Procedimientos Penales, deben continuar su 
trámite  también al amparo del mismo código y 
no del nuevo procedimiento, mismo que 
evidentemente debe regir para el futuro y no 
para  el pasado. Entonces, ahora brota una 
pregunta obligada más:

5.- ¿Cuánto tiempo tendrá aplicación el 

actual Código de Procedimientos Penales?  Por 
ahora lo que  puedo decir, es que con las 
reformas constitucionales, podemos hablar de 
dos procedimientos penales distintos. Uno, el 
nuevo procedimiento, denominado Acusatorio y 
O ra l  q u e  a b ro ga rá  a l  o t ro,  l l a m a d o  
Procedimiento Tradicional. Como este será 
sustituido por aquel; de aquí se puede 
pronosticar la futura muerte y sepultura del 
actual Código de Procedimientos Penales, o sea, 
que daremos la “bienvenida” al nuevo y el 
“adiós” al  antiguo. No obstante el pronóstico 
citado, la pregunta sigue sin responder. Tratando 
de responder a la pregunta,  pienso que es 
impredecible la temporalidad de vida del Código 
Procesal Penal, a lo más que me puedo acercar es 
a responder que un día, mes y año deberá entrar 
en vigor el nuevo y otro día, mes y año, dejará de 
tener aplicación el anterior, 

6.- ¿Cuándo entrará en vigor el nuevo y 
cuándo perderá vigencia el otro procedimiento?

 La respuesta a la primera pregunta, 
corresponde a los  señores diputados, quienes 
en cumplimiento al transitorio segundo de las 
reformas constitucionales, seguramente, en 
algún artículo transitorio de la nueva ley adjetiva, 
dispondrán lo conducente.

 Respecto a  la respuesta correlativa a 
la segunda pregunta,  cabe resaltar que nadie 
podemos predecir el día, mes y año en que tal 
código dejará de ser aplicado. Por ello, reitero 
que los asuntos iniciados con anterioridad al 
nuevo procedimiento, deberán continuar 
tramitándose hasta su conclusión, con el 
procedimiento penal tradicional. La conclusión 
de dichos asuntos no tiene fecha  definida ni 
cierta, pues resulta imposible conocer el día, mes 
y año de conclusión; empero sí es posible 
predecir que al momento de entrar en vigor  el 
nuevo código, todavía no estarán terminados de 
tramitar los asuntos radicados con el código 
anterior. Por lo tanto, la nueva ley no abrogará 
inmediatamente a la vieja ley.  La   nueva y la 
vieja ley, serán aplicadas coetáneamente, lo cual 
significa que ambos procedimientos durante un 
tiempo indefinido, tendrán vigencia simultánea, 
pero a la luz de normas y efectos jurídicos 
diferentes. La vigencia simultánea  se irá 
desvaneciendo en la medida que terminen los 
asuntos tramitados con la ley anterior y 
perdurará hasta la fecha de conclusión del último 
de dichos asuntos. La conclusión del último 
asunto, dará muerte al actual Código de 
Procedimientos Penales,  sepultará a toda 
nuestra  tradic ión procesal  mexicana,  
específicamente a la potosina, por lo que a 
nosotros se trata. El día, mes y año, en que 
concluirá el último de los asuntos penales 
tramitados con el procedimiento tradicional, 
nadie lo sabe ni nadie lo podemos saber, es 
impredecible; lo único que podemos saber, es 
que ese asunto concluirá en un día que 
indudablemente habrá de llegar.

 Abundando a cerca del tópico que nos 
ocupa, el cumplimiento a las reformas 
constitucionales aquí en San Luis Potosí, no 
solamente es obra que edificará el Congreso del 
Estado; las reformas también envuelven tanto al 
Poder Ejecutivo como al Poder Judicial. Por ahora 
y brevemente, quiero referirme al último de los 
citados.

  Ciertamente, el Poder Judicial del 
Estado, también tiene su cometido  en la  función 
legislativa, pero no en  cuanto a la creación de 

disposiciones generales, sino en  torno a sus 
facultades que le confiere su ley orgánica en el 
artículo 94 fracciones XXXVI, XXXVII y XL, para 
emit i r  acuerdos,  expedir  y  modif icar  
reglamentos.

A d e m á s  d e  l o s  c o m p ro m i s o s  
anteriores, el Poder Judicial del Estado,  por 
medio del Consejo de la Judicatura, también 
tiene uno más: El académico, concerniente a la 
capacitación de su personal jurídico, con el fin de 
actualizar y preparar a todos sus funcionarios en 
la enseñanza,  interpretación,  técnica y la 
aplicación de la nueva dinámica procesal penal. 
Es cierto que en nuestro querido estado, aún no 
está en vigor el procedimiento acusatorio y oral; 
sin embargo, en Junio de 2016 necesariamente 
deberá estar regulado en nuestra legislación 
penal potosina; pero el espacio de tiempo que se 
interpondrá entre el día de hoy  y esa anualidad, 
nos brinda a los abogados, ya postulantes, ya 
funcionarios, la oportunidad de recibir 
capacitación en la materia, para que en su 
tiempo, podamos dar la bienvenida al 
procedimiento penal acusatorio y oral. Para no 
quedar indiferente y sí en cambio,  sobresalir 
coherentemente con su compromiso de 
capacitación, el Poder Judicial, a través del 
Instituto de Estudios Judiciales,  se avocó a la 
tarea de organizar varios  cursos en la materia 
que nos ocupa. Los cursos son los que paso a 
desplegar en renglones siguientes:

1.- Sobre el Nuevo Proceso Penal 
Acusatorio y Oral, expuesto por personal de la 
Conatrib, desde el 12 de Junio hasta el 30 de 
Octubre de 2009.

2 . -  Te m a s  S e l e c t o s  P a r a  l a  
Instrumentación del Sistema Penal Acusatorio, 
explicado por personal del Inacipe, los días 19, 
20, 21, 22 y 23 de Octubre de 2009.

3.- Curso Taller Teórico Práctico Sobre 
Juicios orales, enseñado por  varios jueces de 
oralidad del Poder Judicial del Estado de 
Zacatecas, Zacs los días 20,21, 27 y 28 de 
Noviembre del año pasado.

4.- Los retos y Perspectivas del Nuevo 
Proceso Acusatorio Oral,  desarrollado por los 
jueces citados, en 4, 5, 11 y 12 de Diciembre de 
2009, en Ciudad Valles, San Luis Potosí.

5.- Destrezas del Litigio Oral, a cargo del  
Inacipe, desde el 12 hasta el 16 de Abril del 
presenta año.

6.-  El Ministerio Público en el Sistema 
Penal Acusatorio y Oral, ilustrado por el Inacipe, 
desde el 14 hasta el 17 de Junio de 2010.

Amigos, colegas, me despido de 
ustedes diciéndoles: ¡Disfruten cada momento 
de su vida, como si fuera el último!   

JUSTICIA, PUNTO DE EQUILIBRIO
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El Derecho exige una preparación continua, por lo cambiante que es esta rama del 
conocimiento; para fortalecer las posibilidades de estudios de licenciatura, maestría y 
doctorado de sus trabajadores, el Poder Judicial firmó un convenio de colaboración y 
apoyo con la Universidad Tangamanga, cuyos beneficios se harán extensivos a los hijos 
de los servidores judiciales.
El Magistrado Ricardo Sánchez Márquez, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura y el C.P. Enrique Morales Motilla, Rector de la Universidad 
Tangamanga firmaron el convenio que por una parte, permitirá a los estudiantes 
universitarios prestar su servicio social y prácticas profesionales en los espacios 
judiciales y del Consejo de la Judicatura y por otra parte, permitirá a los trabajadores del 
Poder Judicial y sus familias acceder al programa de becas en licenciatura y en posgrado 
que ofrece la Universidad Tangamanga. 
El magistrado Sánchez Márquez dijo que la importancia de esta colaboración 
institucional radica en que la profesión jurídica requiere fortalecerse a fin de alcanzar 
uno de los más altos ideales modernos, como lo es el estado de derecho.
El C.P. Enrique Morales Motilla, Rector de la Universidad Tangamanga, señaló que 
brindar opciones de profesionalización y capacitación a los trabajadores es resultado 
del seguimiento a la inserción laboral de sus alumnos y a sus demandas de crecimiento 
profesional.
Atestiguaron esta nueva etapa de colaboración y apoyo entre el Poder Judicial y la 
Universidad Tangamanga, los Consejeros de la Judicatura Ernesto de la Garza Hinojosa, 
Miguel Gutiérrez Reyes, Guillermo Balderas Reyes; la Lic. Diana Isela Soria, Presidenta 
de la Asociación de Jueces; el Maestro Laurencio Faz Arredondo, Director del Instituto 
de Estudios Judiciales y la Lic. Patricia Vélez Nieto, Directora de Recursos Humanos y 
quien será el enlace para el cumplimiento de este convenio; por parte de la Universidad 
Tangamanga estuvieron presentes el Lic. José Raymundo González Jiménez, Director de 
Vinculación; el Dr. José Silverstein Toruncha, Director de Posgrado y el Lic. Edgardo 
Juárez Alvarez, Director del Plantel San Luis de la Universidad Tangamanga.

PJE y Universidad Tangamanga firman convenio
apoyo a la Educación Continua de Servidores Judiciales

Al concluir su período constitucional, el Licenciado Ernesto Gerardo de la Garza 
Hinojosa, Consejero integrante del primer Pleno de este órgano colegiado del Poder 
Judicial del Estado, recibió una emotiva despedida por parte de Consejeros, 
funcionarios y colaboradores en general, destacando en este evento la presencia de los 
Consejeros retirados, Licenciados Jesús Motilla Martínez y Víctor Jorge Hernández 
García

El Magistrado Presidente Ricardo Sánchez Márquez, junto con los Consejeros 
Miguel Gutiérrez Reyes y Guillermo Balderas Reyes le entregaron un reconocimiento 
por su trabajo, capacidad y dedicación al fortalecimiento del Poder Judicial del Estado 
durante los cinco años de su mandato constitucional.

El Magistrado Presidente destacó “su línea de trabajo y compromiso institucional 
con  el Consejo de la Judicatura y desde luego, con el Poder Judicial”. Con el afecto 
forjado desde el año 2005 al haber coincidido en comisiones de trabajo y actualmente 
en el Pleno de este órgano colegiado, le agradeció los detalles de amistad, de 
colaboración y le deseó el mejor de los éxitos en sus futuras actividades.

Al tomar la palabra, el Consejero Ernesto de la Garza señaló que “la emotividad 
del momento me lleva a la evocación nostálgica de aquella primera generación de 
Consejeros,  pero ello no significa que pretenda conferir a ésta, un mayor o especial 
mérito, nuestra institución demanda crecimiento y evolución sostenida y ello desde 
luego, implica que diariamente todos quienes constituimos su fuerza laboral, debemos  
empeñar nuestro mejor esfuerzo para mantener perfeccionar e incluso, redireccionar 
proyectos y líneas de trabajo.

Ante la presencia de los ex Consejeros Jesús Motilla Martínez y Víctor Jorge 
Hernández García,  con quienes el Licenciado de la Garza Hinojosa compartió la 
responsabilidad que “de particular privilegio y complejidad de  dar inicio a la 
planeación, edificación de las estructuras de este órgano administrativo y de gobierno 
que es el Consejo de la Judicatura. 

Con emoción, el Lic. de la Garza Hinojosa expresó a todos los asistentes su 
gratitud por todas las atenciones que en el ámbito institucional y personal le 
dispensaron y se manifestó satisfecho por los logros alcanzados, y confiado de que este 
órgano “que vimos nacer hace cinco años queda en las mejores manos”.

Tras haber rendido protesta en el Congreso del Estado, el Lic. Juan Carlos Barrón 
Lechuga, asumió funciones como Consejero de la Judicatura.
A su llegada al Poder Judicial del Estado, sostuvo reuniones con magistrados del 
Supremo Tribunal de Justicia y funcionarios del Consejo de la Judicatura, a quienes 
expresó su disposición a coadyuvar, “muy fuerte para lograr un mejoramiento en la 
administración de justicia, y que el trabajo que se realice se refleje en una justicia 
pronta y expedita para los justiciables”.
Sostuvo su confianza en esta institución, afirmando que “yo creo en el Poder Judicial, 
siempre ha sido transparente y en toda mi vida como litigante así lo sentí”.
Con base en su experiencia como abogado litigante, señaló que como integrante del 
Pleno del Consejo de la Judicatura trabajará para que las demandas de los justiciables 
sean hechas realidad”.
El Licenciado Juan Carlos Barrón Lechuga, es egresado de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Autónoma de San Luis Potosí. Se desempeñó en el cargo de Ministerio 
Público del Fuero Común de 1970 a 1973, posteriormente, estuvo como titular en la 
Dirección Jurídica de la compañía Servicios Jurídicos S.A. de C.V. Su trayectoria como 
abogado postulante abarca desde el año 1974 a 1997, especializándose en materia 
penal.
En 1997, el Ejecutivo del Estado expidió a su nombre, nombramiento de Notario 
Público, adscrito a la Notaría Pública Número 27, con ejercicio en el Primer Distrito 
Judicial de San Luis Potosí. Siendo integrante del Consejo Directivo del Colegio de 
Notarios de nuestro Estado, del período 2003-2005. Destacando su asistencia anual a 
las Jornadas Regionales y Congresos Nacionales organizados por los distintos Colegios 
de Notarios de las diversas entidades federativas, así como de la Asociación Nacional 
del Notariado Mexicano.
Como parte de su trabajo en el Consejo de la Judicatura, se ha integrado a las 
Comisiones de Administración y Presupuesto; de Carrera Judicial; de Adscripción, y a la 
Comisión Mixta para la Atención a los Asuntos de Transparencia e Imagen Institucional 
del Poder Judicial del Estado.

El Lic. Ernesto de La Garza Hinojosa, concluye su 
periodo Constitucional en el Consejo de la Judicatura

Lic. Juan Carlos Barron Lechuga, asume 
Funciones como Consejero de la Judicatura

El Poder Judicial del Estado brinda un nuevo servicio a abogados postulantes y 
justiciables en general a través del Módulo de Consulta de Expedientes Electrónicos en 
el Juzgado Primero Civil, el cual se suma al que opera en la Tercera Sala del Supremo 
Tribunal de Justicia.
 Al dar inicio al funcionamiento de este nuevo sistema de consulta de expediente 
electrónico, el magistrado Ricardo Sánchez Márquez, Presidente del Supremo Tribunal 
de Justicia y del Consejo de la Judicatura sostuvo que el uso de la tecnología para 
acercar los Juzgados y Salas a los usuarios de la justicia es “el futuro del Poder Judicial, 
tenemos que aprovechar las posibilidades que nos brindan el uso de nuevos sistemas 
para no quedarnos rezagados en el uso de las herramientas que la modernidad nos 
impone y que la misma sociedad nos demanda”.
Los consejeros de la Judicatura, Miguel Gutiérrez Reyes, Guillermo Balderas Reyes y 
Juan Carlos Barrón Lechuga destacaron los beneficios que este nuevo servicio tiene, 
como son el rápido acceso a los asuntos por parte de abogados y justiciables; la 
seguridad con la que opera, porque solamente mediante el uso de un nombre de 
usuario y clave se pueden consultar expedientes; brinda transparencia al trabajo 
judicial porque se puede ver en cualquier momento el avance de los asuntos, es decir, 
desde los autos de radicación, hasta la emisión de sentencias.
Otros de los beneficios es que se anula la posibilidad de extravío de expedientes o 
documentos,  se disminuye el deterioro de los expedientes al acceder a este sistema y 
los abogados postulantes pueden consultar por este nuevo sistema, todos los asuntos 
en los que están interviniendo.

Módulo de Expediente Electrónico en el 
Juzgado Primero Civil
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La inauguración de las nuevas instalaciones de los Juzgados de Primera Instancia en la 
ciudad de Rioverde, cabecera del Cuarto Distrito Judicial representó un paso 
importante para la dignificación de los espacios judiciales, que además, permitirá 
brindar un mejor servicio también a los ciudadanos de Ciudad Fernández y San Ciro de 
Acosta.
Acompañado por los Consejeros de la Judicatura Miguel Gutiérrez Reyes y Guillermo 
Balderas Reyes; del Presidente Municipal, Sr. Hilario Vázquez Solano, la Lic. Luz María 
Enriqueta Cabrero Romero, Coordinadora General de la Defensoría Social y abogados 
postulantes de esta región del estado, el Magistrado Presidente dio inicio a una nueva 
etapa en la impartición de justicia, con el corte de listón.
Durante el acto protocolario de corte de listón, el Magistrado Presidente del Supremo 
Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura, agradeció la voluntad y disposición 
del Gobernador del Estado Dr. Fernando Toranzo Fernández, cuyo gobierno otorgó en 
comodato del Poder Judicial estas instalaciones, dando una “clara muestra de su firme 
disposición de coadyuvar con la administración de justicia en nuestra entidad, 
primordialmente con la justicia penal, tema de interés prioritario en la agenda del 
estado mexicano y de San Luis Potosí”.

En esta ceremonia de gran importancia para el Poder Judicial, también estuvieron 
presentes, el subprocurador regional, Lic. Armando Martínez Martínez, el Director del 
Centro Estatal de Reclusión, Lic. Ignacio Zorrilla, integrantes de las asociaciones y 
colegio de abogados de la zona media de la entidad, así como los jueces y personal de 
los juzgados.

El Poder Judicial del Estado, la Comisión Nacional de Derechos Humanos y la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos firmaron un convenio  de colaboración para desarrollar 
acciones de capacitación, educación e información en derechos humanos para los 
integrantes del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, que se reflejen en una 
tutela efectiva de los derechos humanos en la impartición de justicia.
El Dr. Raúl Plascencia Villanueva, Presidente de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, aseguró que la firma de este convenio “permitirá avanzar de manera 
importante en que se conozcan los contenidos de los derechos humanos, es decir, ir 
más allá de que sólo se conozca el concepto, lo que permitirá que la legalidad sea un 
distintivo de nuestro país”.
El Magistrado Ricardo Sánchez Márquez, destacó que la importancia de esta 
coordinación radica en que “los derechos humanos han tenido un creciente impacto 
en los sistemas legales de todo el mundo, y en consecuencia, ha influido en el trabajo 
diario de magistrados y jueces, por lo que se requiere una capacitación constante en 
esta materia, para que dentro de la función jurisdiccional se logre una tutela efectiva 
de los derechos humanos”.
El Presidente de la CEDH, Lic. José Angel Morán Portales expuso su interés de sumarse 
al trabajo que el Supremo Tribunal de Justicia, a través de la Comisión de Justicia 
Indígena lleva en materia de capacitación a los jueces auxiliares de todo el Estado, por 
lo que este convenio permitirá que la CEDH coadyuve “en una mejor impartición de 
justicia para las personas que más lo necesitan” 
El grupo de enlace, responsable del cumplimiento de este convenio está integrado por 
el Consejero de la Judicatura Miguel Gutiérrez Reyes, el Dr. José Zamora Grant, 
Secretario Técnico del Consejo Consultivo de la CNDH y el Lic. Rubén Delgado 
Rodríguez, Secretario Ejecutivo de la CEDH.

Al concluir los cinco módulos que contempló el diplomado “El Sistema Acusatorio 
Adversarial y Justicia Alternativa”, organizado por la Casa de la Cultura Jurídica de la 
SCJN, la Facultad de Derecho de la UASLP y el Poder Judicial del Estado, se entregaron 
las correspondientes constancias a los participantes.
El Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la 
Judicatura, Ricardo Sánchez Márquez, felicitó a los funcionarios judiciales, ministerios 
públicos, defensores de oficio, abogados postulantes y estudiantes  de Licenciatura en 
Derecho, que participaron en este curso, por el gran esfuerzo para seguir 
preparándose, exhortándoles a continuar con la capacitación continua, citando el 
postulado de Couture que dice” estudia, porque cada día que pasa serás menos 
abogado”, el cual, –dijo- se hace muy presente hoy, además de que el estudio nos 
prepara para dar un mejor servicio a los justiciables.
Destacó la coordinación entre la Casa de la Cultura Jurídica, la Facultad de Derecho de 
la UASLP y el Poder Judicial que permitió llevar a cabo este diplomado sobre el sistema 
acusatorio adversarial y justicia alternativa, “que esperamos pronto podamos 
instaurarlos en San Luis Potosí”, informando que para ello- “se trabaja directamente 
con diputados de la Comisión de Justicia del Congreso del Estado”.
En los cinco módulos de este diplomado, se abordaron los sistemas procesales de 
justicia penal; los sujetos procesales, los principios rectores y la teoría del caso en el 
sistema acusatorio adversarial; las etapas del proceso penal acusatorio: la etapa de 
investigación y justicia alternativa; la etapa intermedia, justicia alternativa y 
procedimientos especiales; la etapa de juicio oral, recursos, ejecución de sentencia y 
juicio de amparo.

El Consejo de la Judicatura Inaugura nuevas 
instalaciones para los Juzgados de Primera 

Instancia de Rioverde

Administración de Justicia con Respeto Total a los 
Derechos Humanos

Entrega de Constancias a Participantes en Diplomado 
“El Sistema Acusatorio Adversarial y Justicia Alternativa”

En el marco de la capacitación conjunta en el tema de perspectiva de género, entre el 
Poder Judicial del Estado y la Procuraduría General de Justicia del Estado, la Lic. Rebeca 
Medina García, Juez Primero de la Familiar, brindó a Ministerios Públicos la conferencia 
“Violencia familiar y de género: órdenes de protección y emergencia”, encaminada a 
que la atención a estos asuntos se realice con una perspectiva eminentemente social. 
Entre las autoridades estatales presentes, estuvieron la Dra. María Luisa Ramos Segura, 
Presidenta del DIF Estatal, el Magistrado Ricardo Sánchez Márquez, Presidente del 
Supremo Tribunal de Justicia; la Profra. Teresa de Jesús Mendoza Rivera, Directora del 
Instituto de los Mujeres y el Lic. Diego Amaro González, Subprocurador de Control de 
Procesos de la Procuraduría General de Justicia del Estado.
Al dar la bienvenida a autoridades y ministerios públicos al evento que se desarrolló en 
el Instituto de Estudios Judiciales del Poder Judicial, el Magistrado Sánchez Márquez  
reconoció que en la atención a la violencia familiar y de género, “la suma de esfuerzos 
facilita el logro de los objetivos en su prevención, sanción y erradicación”.
Agregó que gracias al esfuerzo y sensibilidad de los gobiernos y la sociedad, se han 
registrado importantes avances en la lucha contra la violencia familiar y hacia las 
mujeres en los últimos años, tanto en el ámbito legislativo como en el diseño y ejecución 
de  políticas públicas en los tres órdenes de gobierno, “quienes integramos los órganos 
de justicia tenemos la obligación de promover el acceso oportuno y eficaz de las 
mujeres a mecanismos e instrumentos de protección y procedimientos legales, que 
salvaguarden sus derechos protegidos por la ley”.
En el desarrollo de la conferencia, la Juez Rebeca Medina García, expuso ampliamente el 
tema de la violencia familiar y de género partiendo de la institución de la familia y su 
transformación social que ha tenido en la actualidad, hasta la necesidad de que la 
atención a las víctimas de la violencia se realice libre de estereotipos que le generen 
inclusive, una victimización institucional.
La Juez Medina García es representante del Poder Judicial del Estado en el Consejo para 
la prevención, sanción y erradicación de la violencia familiar en el Estado y ante el 
Sistema estatal para prevenir, sancionar y erradicar la violencia en contra de las mujeres.

Conferencia de la Juez Rebeca Medina
Violencia familiar y de género: órdenes de protección 

y emergencia
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Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley Estatal de Protección Civil, de contar con 
un encargado de Protección Civil, líderes de piso y brigadistas en las instituciones 
públicas, el Consejo de la Judicatura ha implementado un programa de capacitación a 
dos personas de cada área, sobre primeros auxilios, evacuación y salvamento.
En los cursos que Protección Civil Municipal ha impartido a la brigada del Poder 
Judicial, sus integrantes han aprendido a responder a emergencias médicas con 
procedimientos básicos de respiración cardiopulmonar, evaluación de la víctima, 
atención a heridas de hueso, hemorragias y quemaduras.
Para la integración de un programa de Protección Civil en nuestra institución, también 
se han contemplado su preparación con acciones de evacuación y salvamento, manejo 
de extinguidotes e hidrantes; información que los responsables de área brindarán a sus 
compañeros de trabajo.

El Consejo de la Judicatura capacitó al personal encargado de los archivos 
administrativos, con el propósito de instruirlos en el uso del Cuadro General de 
Clasificación Archivística, que es un documento de carácter normativo en materia de 
archivos, que todos los entes obligados por la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado tienen que elaborar para organizar de manera 
uniforme los archivos administrativos.
El Maestro Jorge Núñez Chávez, Coordinador de Archivos del Poder Judicial del Estado 
instrumentó esta capacitación, que permitió resolver las dudas que se han presentado 
en el uso de este documento, que se implementó en todas las áreas del Consejo de la 
Judicatura desde el pasado mes de agosto.

Uno de los mayores reclamos de los usuarios de la justicia en la Ciudad Judicial 
“Presidente Juàrez”, era el deficiente servicio de los elevadores.
Agotadas las etapas de licitación, construcción, colocación, además de la revisión por 
parte de autoridades de Protección Civil, el pasado mes de octubre, magistrados y 
consejeros de la Judicatura, realizaron el simbólico corte de listón para dar paso a su 
puesta en funcionamiento en beneficio de trabajadores y justiciables en general.
Los dos elevadores nuevos, brindan un mejor servicio, más rápido y cómodo, en ellos, 
los pasajeros tienen a la vista la distribución de las oficinas en cada uno de los niveles, e 
información en braille en los botones accionadores.

El Pleno del Consejo de la Judicatura designó al Lic. Benjamín Garza de Lira como Juez 
Mixto de Primera Instancia del octavo distrito judicial, con cabecera en el municipio de 
Tamazunchale.
Al tomarle la protesta, el Magistrado Presidente Ricardo Sánchez Márquez y los 
Consejeros Miguel Gutiérrez Reyes, Guillermo Balderas Reyes y Juan Carlos Barrón 
Lechuga, le dieron la encomienda de realizar un trabajo honesto e imparcial, así como 
impartir justicia rápida y expedita, apegada a los términos que establece la ley, en 
beneficio de la población.
El Lic. Benjamín Garza de Lira mediante concurso de oposición, formaba parte de una 
reserva para la función de juez de primera instancia; con anterioridad, se desempeñó 
como juez menor en Tampacán, Aquismón, Axtla, Tamasopo y Villa de Ramos y como 
secretario de estudio y cuenta en las cinco salas del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado.
El haber sido juez menor en diversos municipios de la zona huasteca, le ha permitido 
conocer a los justiciables de la región, así como los usos y costumbres de las etnias 
asentadas en esa región del estado, motivo por el que su designación fortalece el 
trabajo que magistrados y jueces de este Poder Judicial han venido realizando para la 
adecuada aplicación de la Ley de Administración de Justicia Indígena.

La Casa de la Cultura Jurídica y el Poder Judicial del Estado llevaron a cabo 
conjuntamente el curso “Uso y aprovechamiento de las herramientas del IUS 2010”, 
que contiene 230 mil criterios compilados y sistematizados, además de otros 
contenidos y aplicaciones. 

Capacitación a Personal Encargado de Archivos

Nuevos Elevadores en Ciudad Judicial

 

Consejo de la Judicatura le Toma Protesta
Nuevo Juez de Primera Instancia 

Curso Uso y Aprovechamiento del IUS 2010

Protección Civil Capacita a Brigada de 
Primeros Auxilios del PJE
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Con el objetivo de que personal de las instituciones gubernamentales tengan la 
debida preparación en los temas de género para que se pueda dar un cambio 
sustancial en su atención, el Poder Judicial del Estado conjuntamente con el 
Instituto de las Mujeres del Estado de San Luis Potosí (IMES), han impartido los 
cursos “Sensibilización de género”, “Perspectiva de Género en el Modelo de 
Actuación Judicial” y el “Curso Especializado sobre Trata de Personas”.

Una de las acciones relevantes derivadas de este curso, fue la integración del grupo de 
trabajo que elaborará un Plan Estatal contra la Trata de Personas en nuestra entidad, 
para ello, se convocó a representantes de los tres Poderes del Estado, académicos, 
organizaciones de la sociedad civil y la CEDH.
En el inicio del programa, el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, 
Magistrado Ricardo Sánchez Márquez, dio la bienvenida a los asistentes y la 
declaratoria inaugural estuvo a cargo de la Dra. María Luisa Ramos Segura, Presidenta 
de la Junta Directiva del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado.
La Directora del Instituto de las Mujeres (IMES), Profra. Teresa de Jesús Mendoza 
Rivera, mencionó que la trata de personas es el injusto que mayormente atenta contra 
los derechos humanos, vulnera la dignidad de las víctimas, afecta a las familias y 
comunidades enteras,  pero sobre todo, fractura la condición de humanidad de 
quienes la sufren.
 Por su parte, la Secretaria Técnica del Consejo Estatal de Población, Teresa Galicia 
Saldaña,  dio a conocer datos importantes que enmarcan la problemática de la trata de 
personas en el país, el cual es considerado como un crimen que afecta a más de 4 
millones de personas a nivel mundial, según el programa de población de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU).
La capacitación estuvo a cargo del Dr. en Ciencias Penales y Política Criminal por el 
Instituto Nacional de Ciencias Penales, Erick Gómez Tagle López, quien también es 
integrante del Comité Directivo de Erradicación  Explotación Sexual  Comercial Infantil, 
y con más de 70 trabajos en libros y revistas especializadas; también fue integrante del 
Comité Dictaminador del Fondo de Proequidad del Instituto Nacional de las Mujeres.

Asistieron a este curso representantes de Cavid, Cavif, Subprocuraduría de delitos 
sexuales, Comisión Estatal de Derechos Humanos, Prodem, Sedesore, INEGI, Inpojuve, 
Secretaría de Salud, Secretaría de Cultura, Sege, Otra Oportunidad, Imes y Poder 
Judicial del Estado.
El Magistrado Ricardo Sánchez Márquez, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia 
clausuró este curso que se realizó con el objetivo de sumar esfuerzos institucionales 
para avanzar en materia de respeto y equidad de género.

Este curso estuvo dirigido a los integrantes de las corporaciones de seguridad estatal y 
municipal y a los servidores judiciales que tienen a su cargo la intervención inmediata 
en los casos de auxilio de las mujeres víctimas de violencia.

El instructor de este curso, Licenciado Jaime Reyna López, de la Secretaría de Seguridad 
Pública Federal, dijo que “la violencia hacia las mujeres es un problema recurrente y que 
desafortunadamente está creciendo, por lo que, como servidores públicos, debemos 
eliminar la cultura machista y tratar con equidad a hombres y mujeres”

Ante la proximidad de la entrada en vigor de la reforma legal que otorga facultades a las 
instituciones estatales de procuración y administración de justicia para atender 
asuntos de narcomenudeo, el Poder Judicial del Estado y el Instituto Nacional de 
Ciencias Penales (Inacipe) imparten el curso “Marco Jurídico de Prevención  y Combate 
al Narcotráfico”.
El decreto publicado el 20 de agosto de 2009, en el Diario Oficial de la Federación, en el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de 
Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales, 
establece una competencia concurrente de las entidades federativas y la federación, 
para conocer de los delitos denominados “delitos contra la salud” en el tipo de 
narcomenudeo, cuando de acuerdo a la tabla prevista en la misma reforma, no 
excedan de la cantidad establecida por comercio o posesión. 
El Magistrado Ricardo Sánchez Márquez, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura, informó que la postura establecida por la Comisión 
Nacional de Tribunales Superiores de Justicia (CONATRIB), es que la entrada en 
vigencia a esta reforma, requerirá de dos años más para que las procuradurías y 
poderes judiciales de los estados conozcan de estos asuntos.
“El hecho que nos capacitemos y que estemos preparados para cuando finalmente 
entre en vigor esta nueva facultad, es importante porque ello nos permitirá seguir 
actuando de la mejor manera y coadyuvar con otro nivel de autoridad para poder 
atender este tipo de asuntos y darle una buena respuesta a la sociedad”, dijo el 
Magistrado Sánchez Márquez.
Este curso fue impartido por el Maestro Juan Arroyo López, docente del INACIPE, a 
funcionarios del Poder Judicial del Estado, Procuraduría General del Estado y abogados 
litigantes.

Robert J. Freeman, Director Ejecutivo del Comité de Gobierno abierto de Nueva York 
(Comité on Open Government, State of New York) destacó que México es líder en la 
práctica de la “revelación proactiva” en materia de acceso a la información pública, al 
haber sido en nuestro país, donde se generó la tendencia de publicar de oficio 
documentos importante en los sitios web de las instituciones de gobierno.
“La gente no tiene que hacer solicitudes y los gobiernos no tienen que contestar, la 
información esta ahí –en los sitios de Internet- para que la tomemos” señaló Bob 
Freeman al agregar que esta práctica iniciada en México, ya es la tendencia en todo el 
mundo -cuando menos en los cerca de 80 países que han aprobado leyes en materia de 
transparencia- por lo que cuando la gente le pregunta cuál es el país que tiene la mejor 
Ley de Transparencia, “mi respuesta es México”, dijo.
Al impartir la conferencia “Acceso a la Información Pública”, a trabajadores del Poder 
Judicial, como parte del programa de actualización en materia de transparencia y 
acceso a la información, el funcionario estadounidense, con trayectoria desde 1976 en 
la oficina encargada de la información pública, destacó la utilidad del sistema Infomex, 
el cual sirvió para hacer adecuaciones a la ley de los Estados Unidos en esta materia.
En materia judicial, Bob Freeman dijo que en Estados Unidos, la regla general es revelar 
la información “a menos de que haya una buena razón para decir que no” y aunque las 
Cortes no están sujetas a la libertad de información sino a otras leyes, en la mayoría de 
los casos la información que tienen los tribunales  es pública, incluyendo mucha 
información personal; las excepciones, se dan en casos de custodia de menores, en 
víctimas de delitos sexuales, o en divorcios, en donde las causales no pueden revelarse 
sin la autorización de un juez.
Determinar lo que debe ser información reservada o no, consideró que “es difícil, 
porque en la necesidad de proteger la privacidad, lo que creemos hoy puede ser 
diferente a lo que pensemos mañana”, poniendo como ejemplo, la gran información 
que actualmente se publica en internet mediante las redes sociales como el facebook.
En materia de información pública “las Cortes han dado la pauta, han dicho que los 
empleados públicos tenemos menos privacidad que cualquier otra persona, porque 
suponen que nosotros debemos ser más responsables y tener una mejor rendición de 
cuentas que cualquier otra persona”.
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Cambio de adscripción de servidores judiciales

JUZGADO JUEZ 

Juzgado Primero de 1a Instancia de Cd. Valles Lic. Felipe de Jesús Pérez Saucedo 
Juzgado Segundo de 1a Instancia de Cd. Valles Lic. Salvador Ruiz Martínez 
Juzgado Tercero de 1a Instancia de Cd. Valles Lic. Ernesto Rivera Sánchez 

Juzgado Primero de 1a Instancia de Matehuala Lic. Abel Pérez Sánchez 
Juzgado Segundo de 1a Instancia de Matehuala Lic. Jesús María Ponce de León Montes 
Juzgado Primero de 1a Instancia de Rioverde Lic. M aría Elena Palomino Reyna 

Juzgado Segundo de 1a Instancia de Rioverde Lic. Ricardo Rodríguez Rodríguez 

Juzgado 1a Instancia de Tamazunchale Lic. Benjamín Garza de Lira 
Juzgado 1a Instancia de Tancanhuitz Lic. J. Jesús Ledezma Ramos 

Juzgado 1a Instancia de Cárdenas Lic. M artín Salas M exicano 

Juzgado 1a Instancia de Cerritos Lic. Carlos Díaz Flores 
Juzgado 1a Instancia de Venado Lic. M a. Rosario Ruiz Ramírez 

Juzgado 1a Instancia de Salinas de Hidalgo Lic. Francisco Rodríguez Zapata 

Juzgado 1a Instancia de Santa M aría del Río Lic. Ildefonso Gil Gil 
Juzgado 1a Instancia de Guadalcázar Lic. M oisés Gerardo García M oran 

Juzgado 1a Instancia de Cd. Del M aíz Lic. José Godofredo Flores Zavala 

Juzgado de Ejecución Lic. Fausto Cerda Cervantes 
Juzgado Especializado Lic. Olga Regina García López 
 

JUZGADO JUEZ 

Juzgado Primero Civil Lic. Diana Isela Soria Hernández 

Juzgado Segundo Civil Lic. M aría Refugio González Reyes 
Juzgado Tercero Civil Lic. José Armando Vera Fábregat 

Juzgado Cuarto Civil Lic. Graciela González Centeno 

Juzgado Quinto Civil Lic. Javier García Rodríguez. 
Juzgado Sexto Civil Lic. Felipe de Jesús M art ínez Castillo 

Juzgado Sépt imo civil Lic. M iguel Ángel Sauceda Aranda 

Juzgado Octavo Civil Lic. M aría Evelina Reynoso de la M aza 
Juzgado Primero Penal Lic. Arturo Morales Silva 

Juzgado Segundo Penal Lic. Luis Fernando Gerardo González 

Juzgado Tercero Penal Lic. Juan José Méndez Gatica 
Juzgado Cuarto Penal Lic. Julián Ruiz Contreras 

Juzgado Quinto Penal Lic. Abel Rodríguez Ramírez 

Juzgado Sexto Penal Lic. Juana Maria Castillo Ortega 
Juzgado Sépt imo Penal Lic. Dora Irma Carrizales Gallegos 

Juzgado Octavo Penal Lic. Lesbia Martínez Guzmán 

Juzgado Primero Familiar Lic. Rebeca Anastacia Medina García 
Juzgado Segundo Familiar Lic. Juan Paulo Almazán Cue 

Juzgado Tercero Familiar Lic. M aría Luisa Pérez Ríos 

Juzgado Cuarto Familiar Lic. Sara Hilda González Castro 
 

JUZGADO JUEZ 

Juzgado menor de Aquismón Lic. Sagrario Hernández Pedraza 

Juzgado menor de Axtla de Terrazas Lic. J. Jesús Sánchez Lavastida 
Juzgado menor de Cedral Lic. Alfredo Ochoa Rojas 

Juzgado menor de Ciudad Fernández Lic. M ario  M artín  Monsiváis Mtz. 

Juzgado menor de Coxcatlán José Luis Velázquez Hernández 
Juzgado menor de Charcas Lic. M artin  Torres Rosales 

Juzgado menor de Ébano Lic. José Antonio Echavarría Rivera 

Juzgado menor de El Naranjo 
Lic. M aría Teresa García Santiago, 
encargada del despacho por ministerio  de 

Ley 

Juzgado menor de Huehuetlán Lic. Juan M iranda Palau 
Juzgado menor de Matlapa Lic. José Luis Ortiz Bravo 

Juzgado menor de Mexquitic de Carmona Lic. M artha Luz Rosillo Iglesias 

Juzgado menor de Rayón Lic. Alejandro Gutiérrez López 

Juzgado menor de San Antonio 

Lic. Antonio González Concepción, 

secretar io  de acuerdos encargado del 

despacho por ministerio de Ley 
Juzgado menor de Soledad de Graciano 

Sánchez 
Lic. David Amauri Gauna González 

Juzgado menor de Tamasopo Lic. Gerardo Obregon Ramos 

Juzgado menor de Tampacán 
Lic. Juvenal Acosta Peñaflor, encargado del 

despacho por ministerio de Ley 

Juzgado menor de Tamuín Lic. Óscar René Rubio Ramos 

Juzgado menor de Tampamolón Corona 

Lic. Sonia Margarita López Alvarado, 

encargada del despacho por ministerio  de 

Ley 
Juzgado menor de Tanlajás Lic. M iguel Ángel Rosas Ávila 

Juzgado menor de Tierra Nueva Lic. Griselda Pacheco Bandera 

Juzgado menor de Villa de Ramos Lic. Raúl Roberto Muñoz Rodríguez 
Juzgado Menor de Villa de Reyes Lic. Jaime Gómez Solano 

Juzgado menor de Xilitla Lic. Alfredo Campos Salas 
 

JUSTICIA, PUNTO DE EQUILIBRIO

En conmemoración al año del Bicentenario del movimiento 
de Independencia Nacional y del Centenario del inicio de la 
Revolución Mexicana, el Poder Judicial del Estado organizó 
un ciclo de conferencias con un contenido muy plural e 
interesante, en el cual, destacados historiadores potosinos, 
abordaron estos dos movimientos determinantes en la vida 
política y social de nuestro país. 

Conocer el destino de los españoles que permanecieron en 
el país, una vez consumada la Independencia, le implicó 
siete años de investigación a la Doctora Ma. Isabel Monroy 
Castillo reconocida historiadora, actualmente Presidenta 
de El Colegio de San Luis, A.C., centro público de 
investigación. 

A partir de la Independencia, se empezó a señalar a los 
españoles como extranjeros, una situación compleja, 
debido en gran medida a que algunos de ellos se 
consideraban españoles a pesar de haber nacido en estas  
tierras y así eran reconocidos por quienes los rodeaban, 
mientras que otros, avecindados a temprana edad se 
consideraban americanos y fue necesario establecer la 
diferencia entre aquellos que habían llegado antes de la 
independencia y los que lo hicieron a partir de 1821.

Con la invitación a todos los mexicanos a interesarnos con 
mayor profundidad en el estudio de la historia de nuestro 
país “ahorita que está de moda y no siendo un pretexto”; 
sintiéndonos obligados a hacerlo ya que “somos herederos 
de lo que estamos celebrando en este Bicentenario y nos 
debe llevar a hacer serias reflexiones sobre lo que ha sido la 
formación de nuestro país”, fue como el Lic. Jesús Motilla 
Martínez inició su conferencia de título sugerente.

El Lic. Motilla Martínez cuenta con una trayectoria muy 
amplia como abogado, que le ha permitido incursionar en el 
desempeño de su profesión, en las áreas jurídicas de 
diversas instituciones, en la academia y en el Poder Judicial 
como Magistrado y Consejero de la Judicatura; además, 
como historiador y miembro de la Academia de Historia 
Potosina,  se ha destacado al contar con diversas 
publicaciones. 

En la tercera conferencia de este ciclo que conmemoró los 
dos movimientos de gran transformación social y política de 
nuestro país, el Doctor Guillermo Luévano Bustamante, 
abogado de  amplia trayectoria académica, Maestro en 
Historia, Doctorado en Antropología social; expuso 
importantes aportes que permitieron entender desde otra 
perspectiva, la Revolución Mexicana en San Luis Potosí.

Conferencias Conmemorativas al 
Bicentenario del Movimiento de 

Independencia Nacional y del Centenario 
del Inicio de la Revolucion Mexicana

En su opinión, la celebración del Bicentenario de 
la Independencia y Centenario de la Revolución, 
debe ser la oportunidad de repensar sobre ese 
grupo de sujetos que participaron y que fueron los 
verdaderos autores de los procesos sociales que 
estamos conmemorando ahora, “como son el 
campesinado, la clase obrera y las mujeres cuya 
participación ha sido invisibilizada en aras de 
exaltar algunas figuras que son valiosas, pero no 
que no bastan, para una comprensión de la 
historia desde esa única perspectiva”.

Independencia, libertad y justicia fueron las 
d e m a n d a s  s o c i a l e s  q u e  e x i g i r í a n  l a  
implementación de un nuevo orden jurídico, 
expuso en su conferencia, el Maestro Jorge Núñez 
Chávez, un excelente cierre de este Ciclo de 
conferencias.

Los alcaldes mayores en la impartición de justicia 
en el orden civil, en el orden criminal; la justicia 
eclesiástica y los juicios a los curas Hidalgo y 
Morelos; la búsqueda de un nuevo orden jurídico, 
el delito de alta traición a la Patria que está 
presente desde las primeras declaraciones de la 
Independencia de México, y un ejemplo de un 
expediente localizado en el Archivo Histórico del 
Estado, que es una causa criminal seguido contra 
una persona que se le consideró traidor a la patria 
fueron los principales puntos abordados por el 
Maestro Jorge Núñez, quien cuenta con 
Licenciatura en Historia, Maestría en Arquitectura 
y actualmente es Coordinador de Archivos del 
Poder Judicial del Estado.
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